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Quizás yo no soy muy inteligente. Pertenezco 

al pueblo. Pero ¿no es el pueblo el que hace 

funcionar el mundo? ¿Acaso no es el pueblo el 

explotado? ¿Qué revolución es ésa en que se 

alardea de palabras complicadas que el 

pueblo no entiende? ¿Qué clase de cambio 

social es ése? Yo también quiero mejorar el 

mundo. Pienso que, si alguien está siendo 

explotado, esto tiene que terminar. 

 

 

Haruki Murakami, 1987. 
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VIII Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 

 

Resumen 

El presente texto caracteriza la ocurrencia de eventos de violencia sexual, en el período 

2000 – 2006, para el Bloque Central Bolívar (BCB), subestructura de las Autodefensas 

Unidas de Colombia (AUC), el más grande grupo paramilitar conocido en Colombia. 

Inicialmente se expone brevemente lo que constituyó el proyecto de las AUC en el país, 

desde su ideología y en su relación particular con la ocurrencia de violaciones a los 

derechos humanos e infracciones al DIH en sus zonas de injerencia. Además se describen 

las categorías de crímenes que reconoce el Derecho Penal Internacional, particularmente 

los crímenes de lesa humanidad, realizando algunas consideraciones sobre el 

reconocimiento de dicha categoría en el ordenamiento jurídico colombiano. Finalmente, 

desde la metodología de codificación axial se sintetizan y analizan los eventos de violencia 

sexual documentados y a los que se tuvo acceso en el caso del BCB, demostrando su 

carácter de sistematicidad y perfilando su reconocimiento como crimen de lesa 

humanidad. Se concluye con las implicaciones que tiene tal reconocimiento desde una 

concepción práctica de los derechos humanos y con recomendaciones para el abordaje 

de estos eventos por parte de los operadores judiciales. 

 

Palabras clave: Crimen de lesa humanidad, violencia sexual, sistematicidad, grupos 

paramilitares, Bloque Central Bolívar (BCB). 
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Abstract 

This paper characterizes the occurrence of events of sexual violence during the 2000 – 2006 

period, perpetrated by the Bloque Central Bolívar (BCB), a substructure of the United Self-

defense Forces of Colombia (AUC), the largest paramilitary group known in Colombia. Initially, 

the paramilitary project in the country is explained briefly, its ideology and its particular relation 

with violations of human rights and breaches of international humanitarian law in its areas of 

operation. Also, describes the categories of crimes that International Criminal Law recognize, 

especially crimes against humanity, making some considerations for the recognition of that 

category in the colombian legal system. Finally, the documented events of sexual violence 

related with the case of the BCB are summarized and analyzed through the axial codification 

methodology, demonstrating their systematic character and determinating its recognition as a 

crime against humanity. It concludes with the implications of having such recognition from a 

practical conception of the human rights, and with recommendations for the approach of these 

events by the judicial authorities. 

 

Keywords: Crime against humanity, sexual violence, systematic character, paramilitary 

groups, Bloque Central Bolívar (BCB).  
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Introducción 

Cualquier colombiano de mediana edad ha reconocido en su propia vida o en la de sus 

allegados los efectos del conflicto interno armado. De nada sirve que se señale 

reiteradamente que algunos grupos han sido particularmente golpeados por el mismo, 

después de todo, y aunque haya sido a través de la lectura de alguna noticia o en el relato 

de un conocido, todos los nacionales han sido remontados al terror de la guerra a través 

de los ojos de algún compatriota. 

Son más de cincuenta años de un conflicto armado que en un principio quiso reivindicar la 

lucha agraria e impulsar reformas sociales y que al día de hoy, lejos de mantener la 

confrontación en los términos originales, ha involucrado en intereses predominantemente 

financieros a grupos guerrilleros, fuerza pública, grupos de seguridad privados al servicio 

del narcotráfico, paramilitares y recientemente los reductos que dejó el proceso de 

desmovilización de estos últimos. Así pues, ha sido la población civil la más afectada por 

el conflicto, valga decir, principalmente desde el origen de la violencia paramilitar.  

Sujetos individuales y colectivos han visto vulnerados sus derechos en todas las latitudes 

del territorio nacional. De acuerdo con el Registro Único de Víctimas, al día de hoy en cifras 

oficiales se señala la existencia de más de 7,3 millones víctimas, dentro de las cuales más 

de 8000 lo son por eventos relacionados con la libertad y la integridad sexual.  

El presente trabajo caracteriza la ocurrencia de eventos de violencia sexual para una de 

las grandes subestructuras de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), la más grande 

estructura paramilitar conocida en el país, a saber, para el Bloque Central Bolívar (BCB), 

durante el período de existencia del mismo: 2000 – 2006; así, pretende hacer un barrido 

sobre la ocurrencia documentada de dichos eventos y del contexto en el cual se 

produjeron. Si bien se persigue elaborar una caracterización que involucre la estructura de 

manera general, no se desconoce que documentadamente las principales víctimas de tales 

eventos han sido mujeres, de esta forma, la línea teórica que acá se despliega reconoce y 

se ciñe principalmente a los derechos que se vulneran con los eventos a este grupo 

poblacional. 
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La importancia de dicha caracterización radica en que desde la constitución de las 

Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) el 18 de abril de 1997, como movimiento 

nacional integrado por las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), 

Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio y Autodefensas Campesinas de los 

Llanos Orientales, que consolidó nacionalmente el proyecto paramilitar, los eventos de 

violencia sexual cometidos por este grupo se destacaron en el conjunto de acciones que 

fueron ejecutadas por la organización en el contexto de la guerra. Dado que los 

mencionados eventos tuvieron gran alcance y dejaron cientos de víctimas, desde el 

Derecho Penal Internacional, en virtud del contexto en que se desarrollaron, podrían ser 

vistos como crímenes de guerra y por tanto entrarían en la competencia de la Corte Penal 

Internacional (CPI) (al margen de la salvedad hecha por Colombia según el artículo 124 

del Estatuto de Roma para el conocimiento de los mismos por parte de la Corte Penal 

Internacional solo desde el 1 de noviembre de 2009). 

Valga señalar que la activación de la competencia de la Corte Penal Internacional por 

determinados casos o situaciones está sujeta a algunas condiciones, así, “si un Estado 

cuenta con un sistema judicial que funcione no será necesario acudir ante la Corte” 

(Valencia, 2003). Adicionalmente, el artículo 53.2.c del Estatuto de Roma señala que se 

realizará una investigación si el fiscal llega a la conclusión de que habría fundamento para 

el enjuiciamiento puesto que "no redundaría en interés de la justicia, teniendo en cuenta 

todas las circunstancias, entre ellas la gravedad del crimen, los intereses de las víctimas y 

la edad o enfermedad del presunto autor y su participación en el presunto crimen" (Corte 

Penal Internacional, 2002), a este respecto es importante destacar que como menciona 

Reyes (2005),  

En particular, la misión del Fiscal de la Corte de investigar o enjuiciar no puede verse 

afectada so pretexto de existir una situación que pueda afectar la seguridad internacional 

o existencia de un proceso de reconciliación nacional (...) Por lo cual, se considera a la 

situación de seguridad o estabilidad como una causal para no iniciar una investigación o 

enjuiciamiento, puesto que en vez de permitir la paz, se está engendrando situaciones que 

pueden llegar a explosiones de violencias mayores que aquellas que se quieren evitar. (p. 

6). 

Ya en 2007 la Fiscalía de la Corte adoptó una postura oficial sobre la cuestión del interés 

de la justicia contenida en un documento de política, afirmando que cada caso debe ser 

evaluado a la luz de su contexto y del objetivo del Estatuto de Roma que es, entre otros, 

acabar con la impunidad (ICC-OTP, 2007); así pues, en un contexto como el colombiano, 
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aun reconociendo la gravedad que desde el ámbito jurídico implican los eventos de 

violencia sexual cometidos por el Bloque Central Bolívar, existe la posibilidad de que no 

sea admitida la jurisdicción de la Corte.  

Aun con lo anterior, más allá de la competencia del tribunal y aunque al día de hoy no fuese 

del interés la justicia internacional la investigación y enjuiciamiento de los principales 

responsables por crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad (categorías en las 

que tentativamente se recogerían los eventos que el presente trabajo analiza), en el 

presente texto se acude a dichas categorías por permitir evaluar la ocurrencia de los 

mencionados eventos desde su extrema gravedad y destacando elementos que en un 

análisis aislado o desde otra perspectiva pasarían inadvertidos.  

Así, con un alcance más amplio al que brindaría la posible caracterización de los 

mencionados eventos como crímenes de guerra, es preciso indagar si para una de las 

grandes estructuras que componían las AUC en el momento de su desmovilización, el 

Bloque Central Bolívar (BCB), dichos eventos pueden aproximarse a los crímenes de lesa 

humanidad en atención a lo señalado en el artículo 7 del Estatuto de Roma que dispone 

entre los mismos la “violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 

esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable” 

(Corte Penal Internacional, 2002), lo anterior en tanto que si se consideran los eventos 

descritos como ejemplos de dicha categoría, los mismos tendrán una valoración más grave 

que aquellos que se realizan por móviles subjetivos y podrían comportar penas de mayor 

envergadura que otros tipificados como delitos comunes, convencionales o cometidos por 

fuera de contextos de ataques sistemáticos o generalizados. 

Los elementos descritos se destacan en la recién sancionada Ley 1719 de 18 de junio de 

2014 que exhorta a que la imputación por los eventos de violencia sexual se vea desde los 

elementos descritos, y en virtud de esto, considerarlos como de lesa humanidad (lo que 

los hará imprescriptibles); para tal efecto, el presente escrito tenderá a analizar al menos 

uno de los elementos constitutivos de los crímenes de lesa humanidad, el que se refiere a 

su naturaleza organizada, es decir, su carácter sistemático, lo que repercutiría en mostrar 

la violencia sexual (para el período y grupo armado establecido) como claro patrón de 

violación a los derechos humanos de las víctimas (al margen de la discusión entre principio 

de legalidad y jurisdicción penal internacional a la que se dedicará un extenso apartado). 

Ahora bien, si en el momento de la imputación no se lograra sostener que se trata eventos 

sistemáticos, la posibilidad queda restringida a que el estudio de los eventos de violencia 

sexual cometidos por los miembros del Bloque se avoque al derecho interno y se ciña a 
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los tipos penales que describen cada situación de manera individual, lo que implica imputar 

una pena que sea razonable y proporcional a su ejecución sancionada con base en la 

legislación nacional. 

Por lo anterior, con el presente texto se pretende establecer qué características de los 

eventos de violencia sexual cometidos por los miembros del Bloque Central Bolívar (BCB), 

en el período 2000-2006, permiten describirlos como sistemáticos, de tal forma que se 

pueda aproximar su ocurrencia a la categoría de crímenes de lesa humanidad. Para esto 

será preciso (1) identificar las características de los eventos de violencia sexual cometidos 

por parte del Bloque Central Bolívar (BCB) para el período 2000 – 2006, (2) describir los 

delitos de lesa humanidad a partir de su carácter sistemático, diferenciándolos de los 

demás crímenes en el Derecho Penal Internacional y (3) contrastar las características de 

los eventos de violencia sexual cometidos por el Bloque Central Bolívar (BCB), en el 

período 2000 – 2006, frente a lo que se entiende por el carácter sistemático de los crímenes 

de lesa humanidad. 

Queriendo obtener la caracterización descrita, se propone en el texto una metodología que 

involucra los lineamientos de la codificación axial presentados bajo la Teoría 

Fundamentada de Glaser y Strauss (1967) en tres fases: 

(1) detallando el accionar por parte de los miembros del BCB sobre eventos de violencia 

sexual a partir de los datos obtenidos en la recolección de fuentes secundarias, como 

artículos académicos, informes de organizaciones estatales, informes de organizaciones 

no gubernamentales, prensa y pronunciamientos jurisprudenciales sobre el Bloque y de la 

extracción de aspectos particulares de la ocurrencia de dichos eventos en estructura, 

agrupando los mismos y estableciendo categorías a partir de las regularidades que se 

presenten para los casos estudiados; (2) extrayendo tres categorías por comparación 

constante que servirán para dar explicación al fenómeno, seleccionando una cuarta como 

central y que va a ser relacionada con primeras identificando las variables que conducen 

a su ocurrencia o desarrollo (condiciones causales), propiedades (de la categoría central) 

o lo que define que el fenómeno (los eventos de violencia sexual por parte del BCB) se 

configure (contexto), las condiciones estructurales que influyen sobre el fenómeno o lo que 

sería: otros eventos relacionados (condiciones intervinientes) y consecuencias del 

fenómeno; finalmente, (3) se concluye con el esbozo de un diagrama o modelo (paradigma 

codificado) donde se muestran las relaciones entre todos los elementos dispuestos 

derivados del análisis anterior (que serán las categorías o temas de información 

identificados a partir de las fuentes consultadas que se relacionan con las características 
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de los eventos de violencia sexual cometidos por el BCB) en aras de lograr la 

conceptualización y establecer los vínculos entre las diferentes categorías, descubriendo 

así patrones que permitan dar cuenta de un elemento sistemático, o no, para los eventos 

de violencia sexual estudiados. 

Habiendo descrito los propósitos, ha de señalarse que la hipótesis que guía el presente 

estudio es que los eventos de violencia sexual, en el entendido de que cometidos por los 

miembros de las AUC tuvieron un amplio alcance y se registran en cada una de las grandes 

estructuras paramilitares que hicieron parte del proceso de desmovilización, para el caso 

del Bloque Central Bolívar (BCB) se caracterizaron por ser una práctica común, organizada 

y que perseguía unas finalidades,  es decir, sistemática, elemento que permite caracterizar, 

en virtud de la categoría establecida en el Derecho Penal Internacional, estos eventos 

como crímenes de lesa humanidad, aun cuando sobre la práctica no se haya definido si su 

juzgamiento se hace posible en la jurisdicción penal interna o sirve simplemente como 

concepto para la imputación de responsabilidades por la comisión de tales eventos como 

sostienen algunos autores. 

Finalmente, para dar respuesta a los interrogantes hasta acá planteados, el presente texto 

se estructura en cuatro grandes partes que se proceden a describir. En un primer apartado 

se hace una reconstrucción académica de lo que constituyó el proyecto paramilitar en 

Colombia entre 1997 y 2006, considerando ideología y relación de las estructuras que 

hicieron parte del proceso de desmovilización con los eventos de violencia sexual, 

adicionalmente, en este apartado se ponen en consideración los crímenes y las categorías 

de los mismos que dispone el Derecho Penal Internacional. En un segundo apartado se 

enarbola la reconstrucción conceptual que permitiría entender la violencia sexual como 

crimen de lesa humanidad, en ese entendido se toma como referente la concepción 

práctica de los derechos humanos planteada por Charles Beitz abordando el impacto de 

la violencia sexual contra las mujeres en conflictos armados enfatizando en el caso 

colombiano; por otro lado se aborda el tema de la violencia sexual como crimen de lesa 

humanidad realizando algunas consideraciones sobre las implicaciones jurídicas de dicha 

categoría para el caso colombiano. En un tercer apartado se sintetizan y analizan los 

principales hallazgos a partir de la metodología planteada, sobre la relación entre los 

eventos de violencia sexual por parte del BCB y lo sistemático como elemento 

característico de los crímenes de lesa humanidad. Se cierra el presente documento con 

las conclusiones del análisis. 





 

1. Aproximación al proyecto paramilitar y a las 
categorías de delitos propuestas por el 
Derecho Penal Internacional 

1.1 El proyecto paramilitar 

1.1.1 Estructura de las AUC (consolidación y desmovilización 
1997 – 2006). 

Una buena síntesis de lo que constituyó el fenómeno paramilitar en Colombia entre 1997 

y 2006, se encuentra en la Sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer 

Morelo Castro y José Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros (2011) 

proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, donde se señala que los 

grupos paramilitares organizados en la estructura de las Autodefensas Unidas de 

Colombia (AUC), tuvieron su origen en la conformación por parte de agricultores, 

empresarios y narcotraficantes de grupos campesinos armados para contrarrestar el 

accionar guerrillero en zonas donde resultaba notorio el abandono institucional. 

Señala también el Tribunal que muchos de estos grupos de “autodefensa” contaron con el 

apoyo de las autoridades nacionales, quienes en 1965 expidieron el Decreto 3398, 

convertido en legislación permanente por la Ley 48 de 1968, donde se autorizaba que los 

comandantes de las fuerzas militares entregaran armas de su uso privativo a los civiles, 

“situación que posteriormente fue revivida con el Decreto ley 356 de 1994, que autorizó la 

creación de grupos de seguridad y vigilancia comunitarios y privados, que fueron objeto de 

revisión constitucional” (2011, p. 3). La estrategia autodefensiva con el tiempo surtiría un 

giro hacía una política de ataque indiscriminado contra la población civil que se fortalecería, 

especialmente entre 1980 y 2000, con el apoyo de algunas unidades de la fuerza pública 

en las zonas remotas del país, situación que fue puesta de presente por organismos 

internacionales como la Corte Interamericana de Derechos Humanos con ocasión de las 

masacres de Mapiripán (15 de septiembre de 2005), Pueblo Bello (31 de enero de 2006), 

Ituango (1 de julio de 2006), entre otras. 
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Es señalado por el Tribunal que es en los años noventa cuando los grupos paramilitares 

se consolidan en el país con el fortalecimiento de sus estructuras “mediante la 

jerarquización y el aumento de su capacidad logística, de entrenamiento y de reacción, 

participando en las diversas formas y propósitos del ejercicio de la violencia, desde aquella 

asociada al narcotráfico, hasta labores de protección y crimen selectivo”. (Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 4). De esta forma, la violencia contra la población 

civil se intensificó de una manera descomunal, así es como la violencia paramilitar, que en 

un principio se instauró supuestamente para contrarrestar el accionar de la guerrilla, 

funcionó desde entonces para expulsar a miles de colombianos de sus parcelas 

apoderándose de sus tierras a favor de grandes terratenientes o incluso de empresarios 

regionales.  

Es en el año 1997 cuando los grupos de autodefensa que hasta entonces se encontraban 

más estructurados: Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), 

Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio y Autodefensas Campesinas de los 

Llanos Orientales, se consolidan en las denominadas Autodefensas Unidas de Colombia 

(AUC) que a la postre se unen a otros grupos de autodefensa distribuidos en todo el 

territorio nacional y que llegan a consolidar una macroestructura con un mismo propósito. 

Como ya se señalaba, las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) de manera recurrente 

utilizaron el discurso “antisubversivo” para encubrir el accionar deliberado contra la 

población civil que así se convertía en víctima de múltiples delitos como homicidios, 

desapariciones forzadas y torturas. Una vez consolidada como macroestructura, la 

organización en su proceso de expansión llevaría a cabo la repartición del territorio 

nacional mediante la creación de jurisdicciones, del mismo modo se dispondría en una 

estructuración interna jerárquica descendente y de corte castrense lo que además le 

valdría, como lo señala el Tribunal, “de la ayuda -por acción y omisión- de amplios sectores, 

autoridades y funcionarios, incluidas algunas unidades de la Fuerza Pública, y de otras 

organizaciones ilegales” (p. 5), dicha ayuda se reconoce por su importancia para autores 

como Otero (2008), en que algunos de los representantes de la línea dura de combate a 

la subversión en el ejército fueron llamados a calificar servicios en abril de 1999 por su 

relación con el paramilitarismo. 

Para algunos autores las AUC nunca fueron una organización autónoma y centralizada 

similar a las organizaciones guerrilleras aunque lograron proyectar esa imagen, en virtud 

de eso dicha representación tuvo acogida en ciertos sectores de la sociedad colombiana. 
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Así por ejemplo, Cruz (2009) muestra como las AUC se identifican con una postura elitista 

por recoger los esfuerzos de defensa de grupos regionales con estatus, con estabilidad 

social y en esa medida  

El discurso de los paramilitares, como se ha venido afirmando, busca justificar sus 

acciones y articular ciertos sectores a su causa con el fin de conseguir legitimidad. En tal 

sentido, es un discurso orientado a públicos específicos, aquellos que pueden tener acceso 

a su información y, sobre todo, a aquellos que no son testigos directos de su ejercicio de 

la violencia. (Cruz, 2009, p. 98). 

Lo que reviste también en la idea de proyectar la intención de implementar un proyecto 

político, es decir, de mostrar un acuerdo ideológico mínimo. 

Adicionalmente, Velásquez (2007) muestra cómo el paramilitarismo corresponde a una 

ideología de terrorismo de Estado con sus naturales variaciones dependiendo de las 

circunstancias de cada momento, claro ejemplo de ello lo presenta el autor en la política 

de paz impulsada por el presidente Belisario Betancur Cuartas (1982-1986), cuando los 

militares, la derecha y los narcotraficantes consideraron que el Estado había otorgado 

ventajas inadmisibles a las organizaciones subversivas, considerándose “obligados a 

asumir la defensa del establecimiento y para ello impulsaron, crearon y financiaron grupos 

paramilitares como estrategia contrainsurgente” (p. 138). 

Aun cuando el poder la de la organización parecía expandirse cada vez más, desde el año 

2000 las AUC se dispusieron a participar en el proceso de paz con el gobierno colombiano 

cuando estaban compuestas por 40 estructuras (ODDR, 2012), 34 de las cuales de 

desmovilizarían entre noviembre de 2003 y agosto de 2006. Para tal negociación, las 

estructuras de las Autodefensas se organizaron en seis grupos, a saber: Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), Bloque Central Bolívar (BCB), Autodefensas 

Campesinas del Magdalena Medio (ACMM), Alianza Oriente (AO), Estructuras 

Independientes (EI), y Anillos de Seguridad (AS). 

 Por su parte, cada una de las anteriores estructuras se subdividió de la siguiente 

forma: (1) Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU):  1 Autodefensas 

Campesinas del Sur del Magdalena e Isla de San Fernando (ACSMISF), 2 Bloque Cacique 

Nutibara (BCN), 3 Bloque Catatumbo (BC), 4 Bloque Centauros (BC), 5 Bloque Conjunto 

Calima (BCC), 6 Bloque Córdoba (BC), 7 Bloque Héroes de Granada (BHG), 8 Bloque 

Héroes de Tolová (BHT), 9 Bloque Héroes y Mártires de los Montes de María (BHMM), 10 

Bloque Metro (BM), 11 Bloque Mineros (BM), 12 Bloque Norte (BN), 13 Bloque Pacífico 
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(BP), 14 Bloque Suroeste Antioqueño (BSA), 15 Bloque Tolima (BT), 16 Bloque Bananero 

(BB), 17 Bloque Noroccidente Antioqueño (BNA), 18 Frente Capital (FC), 19 Frente Contra 

Insurgencia Wayúu (FCIW), 20 Frente Héctor Julio Peinado Becerra (FHJPB), 21 Frente 

La Mojana (FM), 22 Frente Resistencia Tayrona (FRT); (2) Bloque Central Bolívar (BCB): 

1 Bloque Libertadores del Sur (BLS) desmovilizado con 689 hombres el 30 de julio de 2005, 

2 Bloque Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y Magdalena Medio (BNA) desmovilizado el 

12 de diciembre de 2005 con 1922 hombres, 3 Bloque Santa Rosa del Sur (BSS) 

desmovilizado el 31 de enero de 2006 con 2519 hombres, 4 Bloque Sur del Putumayo 

(BSP) desmovilizado el 1 de marzo de 2006 con 504 hombres, 5 Bloque Vencedores de 

Arauca (BVA) desmovilizado el 23 de diciembre de 2005 con 548 hombres, 6 Frente 

Cacique Pipintá (BCP) que no se presentó a la ceremonia de desmovilización,  7 Frente 

Héroes y Mártires de Guática (FHMG) desmovilizado el 15 de diciembre de 2005 con 552 

hombres, 8 Frente Vichada (FV) desmovilizado el 24 de septiembre de 2005 con 325 

hombres, 9 Frentes Próceres del Caguán, Héroes de los Andaquíes y Héroes de Florencia 

(FPC) desmovilizados el 15 de febrero de 2006 con 552 hombres; (3) Autodefensas 

Campesinas del Magdalena Medio (ACMM): 1 Autodefensas Campesinas de Puerto 

Boyacá (ACPB), 2 Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM), 3 Bloque 

Cundinamarca (BC), 4 Bloque Héroes de Gualivá (BHG); (4) Alianza Oriente (AO): 1 

Autodefensas Campesinas de Meta y Vichada (ACMV), 2 Autodefensas Campesinas del 

Casanare (ACC), 3 Frentes Héroes de los Llanos y Héroes de Guaviare (FHLL-HG); (5) 

Estructuras Independientes (EI): 1 Autodefensas Campesinas de Ortega (ACO), 2 Bloque 

Élmer Cárdenas de las Autodefensas (BEC-AU) y Anillos de Seguridad (AS), (ODDR, 

2012). 

1.1.2 La violencia sexual contra las mujeres en el marco del 
conflicto armado colombiano y su prevalencia en los grupos 
paramilitares.  

Muchos autores coinciden en indicar que en el conflicto armado se reproducen estereotipos 

y prejuicios que agudizan las formas de discriminación, los cuales han favorecido la 

vulneración de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. Hurtado (2005, 

citada en Ministerio de la Protección Social – UNFPA, 2011), señala que ante una situación 

de profundización de inequidades sociales o una confrontación armada, las poblaciones 

que experimentaban condiciones de privación anteriores a esta situación, sufren las 
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mayores afectaciones; fenómeno que resulta evidente en Colombia, en donde la 

discriminación y exclusión tradicional se ha agravado con la degradación del conflicto 

armado que sitúa en la actualidad a las mujeres, especialmente a los sectores rurales, 

indígenas y marginales, en una especial condición de vulnerabilidad, lo que repercutió, 

especialmente desde principios de los años noventa, en afectaciones a la población civil 

por parte de los grupos paramilitares. 

De acuerdo con el Ministerio de la Protección Social – UNFPA (2011), el uso de la violencia 

sexual como arma de guerra en la confrontación armada en Colombia es cada vez más 

evidente. El control físico de las mujeres (que incluye retención, violación, prostitución y 

explotación sexual, también en el caso de niñas, adolescentes y niños) hace parte del 

control simbólico de un territorio, de su población, por lo general la intimidación y la 

amenaza directa obligan a las mujeres a guardar silencio y a no denunciar, fenómeno que 

contribuye a la falta de información pública sobre éste tipo de violencia en el marco del 

conflicto armado relacionado con  

La minimización sobre la importancia de ese tipo de hechos por parte de mujeres y 

hombres, el pudor culturalmente inculcado a las mujeres en torno a todo lo atinente a su 

sexualidad, el miedo a la estigmatización que debe adicionalmente afrontar aquella que 

han sido victimizada sexualmente, la desconfianza hacia el sistema judicial por parte de 

las víctimas, y el desconocimiento por parte de algunas autoridades sobre la gravedad de 

éstos hechos de guerra y la necesidad de actuar decididamente ante ellos a favor de las 

víctimas. (Ministerio de la Protección Social – UNFPA, 2011, p. 36). 

La violencia sexual como arma de guerra también ha sido ejemplificada por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (2006) al señalar que los ataques, masacres, 

homicidios contra comunidades se acompañaban de violaciones, abusos sexuales y 

mutilaciones de índole sexual cuyo objetivo era castigar o generar terror no solo en las 

comunidades sino en las mujeres acusadas de colaborar con el enemigo, o forzar su 

desplazamiento. La Comisión ha destacado con preocupación que “en muchas ocasiones, 

la violación y la mutilación sexual han precedido a las masacres y homicidios, sin embargo, 

las estadísticas estatales no las registran como tales, quedando registradas como tortura 

u homicidios” (2006, p. 21), del mismo modo es preciso señalar que las mujeres se han 

mostrado como blanco directo de la confrontación armada en razón a sus relaciones 

afectivas como hijas, madres, esposas, compañeras, o hermanas de alguno de los 

miembros de los grupos que participan en el conflicto. 
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La Defensoría del Pueblo (2010) también ha reconocido que la violencia paramilitar ha 

afectado principalmente a mujeres, jóvenes y niños y lo ejemplifica cuando señala cómo 

en algunos casos los paramilitares imponían códigos de comportamiento de obligatorio 

acatamiento y quienes se rehusaran a seguirlos (en especial jóvenes) podían ser 

señalados como objetivo militar o ser víctimas de otros actos de violencia. 

Así mismo, exponían listas de personas en los postes como señalamiento, se acusaba a 

los jóvenes de ingerir sustancias psicoactivas, se condenaban las opciones sexuales 

diversas como la homosexualidad o bisexualidad, y de igual manera el uso de ciertos tipos 

de vestido en las jóvenes. (Defensoría del Pueblo, 2010, p. 10). 

Como se ha expuesto, la violencia sexual, en especial la ejercida por grupos paramilitares 

persiguió múltiples objetivos, autoras como Céspedes-Báez (2010) señalan el despojo de 

bienes inmuebles como uno de los menos estudiados y de mayor prevalencia, “los 

testimonios recogidos en la última década dan cuenta de que en ciertos contextos ésa es 

la herramienta utilizada para producir el desplazamiento y consiguiente abandono de los 

inmuebles” (p. 276).  

Por otro lado, múltiples organizaciones han llamado la atención sobre la ausencia de un 

registro adecuado que contabilice las víctimas de violencia sexual (en cualquier contexto). 

Ya para el año 2009 Oxfam Intermón indicaba que si bien frente a la violencia sexual 

derivada del conflicto tampoco existe un registro adecuado, sí puede hablarse de la 

constancia de que todos los grupos armados (guerrillas, fuerzas públicas y paramilitares) 

se han visto involucrados en dichos delitos. Frente a esta ausencia de registros concretos 

sobre la violencia sexual contra mujeres y su discriminación por los actores armados que 

la cometen, es preciso referirse ahora a los datos presentados por la Corte Constitucional 

colombiana en el Auto 092 de 2008, donde de los 183 testimonios de ataques sexuales 

contra mujeres en el marco del conflicto ocurridos desde 1993, se atribuye el 58% a 

paramilitares, el 23% a fuerzas públicas, el 8% a las guerrillas y en el 11% restante se 

desconoce al autor. 

Igualmente, en el documento Mujeres y guerra: Víctimas y resistentes en el Caribe 

Colombiano, para un universo de 63 registros de eventos de violencia sexual, 60 de los 

cuales ocurrieron entre 1991 y 2005, se señala que los integrantes de grupos armados, en 

particular los paramilitares en las versiones libres de proceso de Justicia y Paz, niegan que 

estos eventos hayan tenido lugar en áreas bajo su dominio o que sus hombres las 

cometieran en medio de las estrategias armadas para conquistar territorios. El mismo 
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documento consigna que para el caso de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y 

Urabá (ACCU), se distingue entre dos tipos diferentes de violaciones sexuales que bien 

pueden hacerse extensivas a las demás estructuras paramilitares: (1) violaciones sexuales 

estratégicas y ocurridas en eventos estratégicos dentro de las cuales se distinguen las 

violaciones que revisten en sí mismas un significado estratégico de aquellas que ocurren 

en contextos estratégicos; en cualquier caso, la violación sexual estratégica no siempre se 

configura siendo ordenada por la comandancia pero sí porque se ejecuta como parte 

inherente de repertorios de dominio o de acciones coordinadas y planeadas por la 

comandancia; (2) violaciones oportunistas cuya característica es que ocurren por fuera de 

eventos planeados por la organización, este tipo de violación se distingue de otras porque 

el responsable saca provecho de la indefensión de la víctima y de la innegable ventaja que 

le ofrece ir armado y estar respaldado por toda una organización armada, como se señala 

en el documento “responden únicamente a un deseo de dominio y vejación de lo femenino” 

(2011, p. 226). 

Otras instituciones, como la Ruta Pacífica de las Mujeres (2013), dan cuenta a través de 

entrevistas de distintos eventos de violencia sexual en el marco del conflicto armado 

colombiano en distintas zonas de la geografía nacional, enfatizando en que en las llamadas 

audiencias libres a los grupos paramilitares “sólo un 0,14% de los hechos reconocidos 

corresponden a delitos sexuales, mientras que es mucho mayor la proporción de 

asesinatos o ejecuciones extrajudiciales confesados” (p. 356), adicionalmente se señala 

que frente a los eventos con connotación sexual en los grupos paramilitares,  

La militarización y control territorial por parte de los paramilitares conllevó en muchas zonas 

la imposición de reglas de comportamiento siguiendo su ideología autoritaria y patriarcal. 

Dichas reglas incluían el modo de vestir, los horarios, las formas de relacionarse hombres 

y mujeres o el control de actividades cotidianas. (Ruta Pacífica de las Mujeres, 2013, p. 

364). 

Actualmente, de acuerdo al artículo “El aterrador expediente de violencia sexual de las 

Farc” publicado por el diario El Tiempo en su edición digital de 6 de abril de 2015, en los 

despachos de la Fiscalía de Justicia Transicional reposan 152 casos de violencia de 

género cometida por las FARC, estructura para la que un total de 160 desmovilizados 

recibirán sentencia este año. Así mismo, en el Registro Único de Víctimas hay un total de 

8.394 personas incluidas por estos eventos, para todos los actores armados (88% 

mujeres), además, en el proceso de Justicia y Paz con las AUC se han consignado más 
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de 2.000 víctimas para esta estructura. Destaca el artículo que el tema ha sido puesto 

sobre la mesa en el proceso de paz adelantado en La Habana (Cuba) con el objeto de que 

las FARC reconozcan la comisión de este tipo de hechos. 

1.2 Las estructuras que hicieron parte del proceso de 
desmovilización y su relación particular con los 
eventos de violencia sexual 

Hace parte de los alcances que se pretenden con este texto el análisis general de los 

eventos de violencia sexual cometidos entre 2000 y 2006 por parte del Bloque Central 

Bolívar (BCB), que se abordará en la tercera parte del escrito, sin embargo, de la 

recopilación bibliográfica adelantada sobre las demás grandes estructuras paramilitares a 

continuación se recogen los principales hallazgos respecto a sus características en los 

eventos de violencia sexual en los que se vinculan. 

1.2.1 Estructuras de las AUC y su relación con los eventos de 
violencia sexual en los territorios bajo su dominio: ACCU, 
ACMM y AO. 

Vale la pena destacar que en la literatura académica y los documentos institucionales hay 

múltiple información sobre la estructura paramilitar Autodefensas Campesinas de Córdoba 

y Urabá (ACCU), en particular sobre delitos de violencia sexual cometidos por la misma, a 

diferencia de lo que ocurre para las demás estructuras paramilitares. 

De acuerdo con el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 

en Sentencia al postulado Edgar Ignacio Fierro Flores por el delito de Homicidio y otros 

(2011), entre los años 1980 y 1995, las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 

(ACCU), dirigidas por Carlos Castaño y Salvatore Mancuso, incursionaron en la costa 

atlántica colombiana bajo el supuesto de combatir los grupos guerrilleros que para 

entonces operaban en la Serranía del Perijá y sus municipios aledaños en el departamento 

del Cesar. Posteriormente, adscrito a las ACCU, se conformaría la estructura denominada 

Bloque Norte, al mando de Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, para operar en Cesar, 

Magdalena, Guajira y Atlántico.  

De esa manera, el Bloque Norte se establece, en principio, con el objetivo de hacer 

“oposición política y militar al aparato armado subversivo en las mismas condiciones de 
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provocación y agresión planteadas por las organizaciones guerrilleras”, como fue 

consignado en el capítulo III de los Estatutos de Constitución de las Autodefensas Unidas 

de Colombia, lo cual explica las políticas implementadas por el Bloque para sembrar terror 

en las poblaciones que se consideraban de influencia subversiva. (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 6).  

El Bloque Norte se organizó en estructuras conocidas como frentes, que a su vez 

desplegaban su accionar criminal mediante comisiones, el Bloque se integró en total por 

14 frentes y llegó a tener un número aproximado de 4.759 miembros.  

El departamento del Magdalena se destaca como un departamento donde el accionar de 

Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) presentó agudas características 

pues cuando el Bloque Norte (BN) toma forma bajo la jefatura de Rodrigo Tovar Pupo, 

alias ‘Jorge 40’ se despliegan dos grandes estrategias; la primera, de construcción de 

alianzas; la segunda, el uso de repertorios de terror. En este período los eventos de 

violencia asociados a la guerra aumentan con la entrada del Bloque Norte, también los 

casos relativos a castigos y regulación social, contexto en el cual se destacan prácticas 

como el castigo a las mujeres, de acuerdo con la Comisión Nacional de Reparación y 

Reconciliación (2011), por resistirse a “sus enamoramientos”. 

Entre las características más generales de los eventos de violencia sexual imputados a 

paramilitares, se destaca el hecho de que se realizan por hombres armados como castigo 

a mujeres lideresas o que desobedecen sus reglas, “las violaciones expresan el propósito 

del Bloque Norte, no sólo de dominar militarmente la región, sino también de regular las 

relaciones sociales en zonas bajo su dominio y convertirse en autoridad indisputada”. 

(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, 2011, p. 255). 

Las violaciones oportunistas, descritas en el apartado anterior, arrojan un número 

importante de registros en las investigaciones para el caso de las ACCU, la mayoría de las 

cuales ocurre en el período de las negociaciones de las AUC con el gobierno Uribe y se 

concentran en la zona rural de Santa Marta y toda la zona del Parque Tayrona, de dominio 

de Hernán Giraldo, comandante del Frente Resistencia Tayrona, quien ejercía influencia 

en la Sierra Nevada de Santa Marta, sobre la troncal que conduce a La Guajira. Este 

comandante hace de la zona donde establece su dominio un lugar de arraigo social, hecho 

que lo hace ser reconocido por los habitantes de la región y zonas aledañas. 

Por otro lado, algunos documentos como el de Caicedo y Méndez (2013), señalan que 

frente a los patrones seguidos por el Bloque Norte en la comisión de delitos sexuales, su 
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perpetración le permitió a este grupo alcanzar objetivos militares, obtener ventajas sobre 

el enemigo o evidenciar su poder militar y político. El mismo documento sostiene que los 

delitos sexuales cometidos en contra de mujeres en la región en que operaba otra las 

subestructuras de las ACCU, el Bloque Catatumbo, responden a una política diseñada al 

interior del grupo en donde se promovía y toleraba la comisión de violencia sexual en 

contra de las mujeres, práctica que, se sostiene, resultaba común a todas las estructuras 

paramilitares con el propósito de obtener información, como medio de castigo, para causar 

terror en las víctimas y en la comunidad general, entre otras finalidades. 

El Centro Nacional de Memoria Histórica (2013) señala, como por ejemplo “en el caso de 

Bahía Portete las mujeres fueron cruelmente atacadas y torturadas en lugares abiertos, y 

sus cuerpos inertes fueron abandonados en sitios visibles” (p. 280), por miembros de las 

ACCU. Si bien para las demás estructuras paramilitares no se encuentra una información 

tan vasta como con las ACCU, a continuación se describen algunos de los principales 

hallazgos documentados sobre las mismas. 

El documento VIII Informe sobre violencia sociopolítica contra mujeres, jóvenes y niñas en 

Colombia (Mesa de Trabajo “Mujer y conflicto armado”, 2008) es muy acertado al señalar 

que históricamente la violencia contra las mujeres no aparece dentro de los delitos más 

graves y que por el contrario se considera un tema relegado a lo privado, por dicha razón  

Resulta difícil hablar de reparar los delitos contra la libertad e integridad sexual de las 

mujeres cometidos en medio del conflicto armado. Si ya causa dificultad hablar de 

reparación integral para todas las víctimas, resulta más difícil aún acudir a esta para que 

sean reparados crímenes de violencia sexual. (Mesa de Trabajo “Mujer y conflicto armado”, 

2008, p. 74). 

Asimismo señala que todos los grupos que han participado en las hostilidades en el 

conflicto armado colombiano han cometido crímenes de violencia sexual y agrega que 

dichos actos son cometidos como estrategia de guerra y para producir temor en las 

comunidades. Dichos crímenes se han centrado acusadamente sobre lideresas y mujeres 

pertenecientes a organizaciones campesinas, muchas veces bajo el estigma de que la 

víctima sostiene relaciones afectivas con un miembro de un grupo enemigo y para obtener 

información, finalmente indica que los eventos de violencia sexual se producen de manera 

concomitante con hechos de tortura, toma de rehenes o desaparición forzada. 

 Así por ejemplo, en el caso de las mujeres del Magdalena Medio los textos 

muestran cómo el control económico, político y militar de los paramilitares en la región 
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genera serios límites a su seguridad, autonomía y posibilidades de participación aunado a 

que en los documentos de contexto consultados se encuentran documentados tan solo 

algunos eventos de violencia sexual para cada una de las subestructuras que componían 

las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM) y Alianza Oriente (AO). 

1.2.2 Eventos de violencia sexual en los territorios bajo el dominio 
del Bloque Central Bolívar (BCB). 

Dado que el presente texto versa sobre el Bloque Central Bolívar (BCB), se hará preciso 

para los objetivos que se persiguen caracterizar su accionar de forma exhaustiva, no 

obstante, en el presente apartado se presenta una caracterización general que se 

complementará en el tercer capítulo del texto con el análisis de resultados.  

En primer lugar hay que señalar que la fundación del Bloque Central Bolívar (BCB) tuvo 

como contexto las protestas realizadas en el sur de Bolívar en contra de una zona de 

despeje en esta región para un eventual proceso de paz con el ELN, entonces se forjó un 

movimiento que le apostó a las elecciones de Congreso por medio del movimiento 

Convergencia Popular Cívica al tiempo que Carlos Castaño ordenó asesinar a alias ‘Camilo 

Morantes’, comandante de las entonces denominadas Autodefensas Unidas de Santander 

y Sur del Cesar (Ausac), por sus presuntos desmanes, atrocidades e injusticias en la 

región. Por este evento los hombres de aquel quedan dispersos, por lo que en el año 2000 

Carlos Castaño ordena la fusión de todos los grupos de autodefensa que delinquían en el 

sur de Bolívar, Santander, Puerto Berrío, Yondó, Bajo Cauca y Nariño bajo el nombre de 

Bloque Central Bolívar (BCB). Este Bloque tuvo desde su creación a alias ‘Macaco’ como 

jefe general, a alias ‘Julián Bolívar’ como jefe militar, y a alias ‘Ernesto Báez’ como jefe 

político y desde ese entonces tuvo injerencia en el sur de Bolívar y en varias áreas de 

Santander, Norte de Santander y Boyacá, ya en 2001 se extendería a Risaralda y Caquetá.  

Si bien inicialmente el BCB siguió los estatutos definidos en 1997 para las AUC, tras el 

retiro de Carlos Castaño de la jefatura principal de dicha organización, en junio de 2002 

decide independizarse, reformando sus reglas y reformulando funciones a su interior 

(fecha situada en el 7 de junio de 2002, de acuerdo a lo señalado por el portal web Verdad 

Abierta en su artículo titulado Los tentáculos del Bloque Central Bolívar), no obstante, el 

BCB conservaría excelentes lazos de solidaridad y respeto mutuo con las AUC. La fecha 
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de 14 de octubre de 2000 ha sido señalada como la del acta de constitución del Bloque 

por parte de la Fiscalía General de la Nación. 

Además de sus subestructuras nacionales, el BCB intentó tener un frente internacional 

para delinquir en Venezuela conocido como el José Antonio Páez, idea que se desvaneció 

en el año 2003. 

Como ya se mencionaba, el BCB estuvo compuesto por las subestructuras Bloque 

Libertadores del Sur (BLS), Bloque Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y Magdalena Medio 

(BNA), Bloque Santa Rosa del Sur (BSS), Bloque Sur del Putumayo (BSP), Bloque 

Vencedores de Arauca (BVA), Frente Cacique Pipintá (BCP) (que no se presentó a la 

ceremonia de desmovilización), Frente Héroes y Mártires de Guática (FHMG), Frente 

Vichada (FV), Frentes Próceres del Caguán, Héroes de los Andaquíes y Héroes de 

Florencia (FPC), donde entre todos y de acuerdo a las cifras del Informe Ejecutivo sobre 

el Proceso de Paz con las Autodefensas (Presidencia de la República, Oficina del Alto 

Comisionado Para la Paz, 2006), desmovilizaron más de 7600 hombres en un proceso 

cuyo inicio puede situarse desde el 5 de diciembre de 2002, momento en el cual el Bloque 

anuncia un “cese unilateral, incondicional e indefinido de hostilidades” (p. 5). 

Si bien las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) comandadas por los 

hermanos Carlos y Vicente Castaño Gil, concentran el mayor número de investigaciones 

por abuso sexual, 478 cometidos a través de 16 bloques, la siguiente gran estructura es el 

Bloque Central Bolívar con 111 investigaciones (de acuerdo al artículo “Cúpula de Auc, a 

responder por 624 crímenes sexuales” publicado por el diario El Tiempo en su edición 

digital de 18 de septiembre de 2013). Respecto al accionar del BCB en los eventos de 

violencia sexual, en sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo 

Castro y José Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros (2011), se 

indica que los miembros del Bloque Vencedores de Arauca, adscrito al Bloque Central 

Bolívar, no respetaron la naturaleza de bienes protegidos que en virtud del DIH se 

predicaba, así por ejemplo, en el puesto de salud de la vereda Caracol y en algunas 

escuelas de la región una vez abandonados se convirtieron en lugares para la práctica de 

tortura, la comisión de crímenes sexuales y de aparcamiento de los miembros del grupo.  

En la sentencia se condena a José Rubén Peña Tobón, comandante de la Compañía 

Centauros del Bloque Vencedores de Arauca de las AUC, como coautor impropio del delito 

de acceso carnal violento contra persona protegida; condena que se sustentó en que 

detuvo a dos mujeres jóvenes y ordenó que una de ellas fuera llevada donde se encontraba 
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uno de sus patrulleros y conminada a tener relaciones sexuales con este; el Tribunal 

admite la participación de más de un sujeto en la comisión del tipo penal. Sobre el Bloque 

Vencedores de Arauca bien vale mencionar que muchos de los eventos de violencia sexual 

que se le imputan se relacionan con amenazas a la población y posterior el desplazamiento 

de la comunidad.  

Ejemplos de documentación de casos como el anterior hacen parte del despliegue del 

Bloque Central Bolívar como una de las más grandes estructuras paramilitares, donde la 

estigmatización constituía uno de los motivos recurrentes de ataque y como justificación 

para castigar y eliminar al supuesto enemigo. Así por ejemplo, como lo señala el Centro 

Nacional de Memoria Histórica (2012), los desmovilizados y comandantes del Bloque Sur 

del Putumayo, adscrito en su momento al Bloque Central Bolívar, mencionan haber 

ejecutado una serie de mecanismos orientados a acabar a todo aquel del que se 

sospechara era guerrillero, así, se destaca que se esperaba que “las mujeres cumplieran 

con satisfacer los apetitos sexuales de los combatientes, “servir de mujeres”, proveer sexo 

a los armados” (p. 166), a su vez se describe en el documento cómo integrantes del Bloque 

Sur Putumayo ejercieron la violación sexual como castigo contra mujeres señaladas de 

pertenecer a las filas guerrilleras o de haber sostenido relaciones afectivas y sexuales con 

miembros de las FARC.  

El documento V Informe sobre Violencia Sociopolítica contra Mujeres Jóvenes y Niñas en 

Colombia (Mesa de Trabajo “Mujer y conflicto armado”, 2005), señala como hasta 2004 y 

aún después de anunciar un cese hostilidades a finales de 2002, los integrantes del BCB 

seguían cometiendo abusos contra la población con especial incidencia en la vida de las 

mujeres, de la siguiente forma:  

Además de estas acciones, los paramilitares continúan realizando retenes a la población, 

bloqueando y confinando algunas comunidades rurales que consideran apoyo de grupos 

guerrilleros, regulando mediante la imposición de “códigos de conducta” los horarios de la 

gente, la forma de vestir de las mujeres, las visitas que reciben en sus casas y hasta las 

personas con quienes ellas pueden tener relaciones amorosas, y amenazando a quienes 

no acogen sus normas o se oponen a ellas. Todos estos hechos restan credibilidad a los 

anuncios del cese unilateral al fuego y hostilidades, y a la posible desmovilización del 

bloque Central Bolívar. (Mesa de Trabajo “Mujer y conflicto armado”, 2005, p. 15). 

 Es importante destacar que en los informes Basta Ya, La Verdad de las Mujeres, 

además de los informes sobre violencia sociopolítica contra mujeres, jóvenes y niñas en 
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Colombia, títulos del IV al X, editados por la Mesa de Trabajo “Mujer y conflicto armado”, 

entre 2005 y 2012, hay contadas referencias a casos particulares de violencia sexual por 

parte de grupos paramilitares contra las mujeres en diversas regiones del territorio 

nacional, no obstante, de manera rigurosa se seguirá el análisis de la línea jurisprudencial 

y otros documentos institucionales que abordan con más detalle la ocurrencia de eventos 

de violencia sexual por parte del BCB. Sobre los mismos, se elabora una lectura global en 

el tercer capítulo del presente texto con el ánimo de distinguirlos en función del lugar del 

territorio colombiano donde fueron ejecutados y caracterizándolos para el Bloque Central 

Bolívar entre los años 2000 y 2006, según corresponda, en función de las subestructuras 

responsables de su ocurrencia, a saber, las siguientes:  

 Bloque Libertadores del Sur (BLS) en el departamento de Nariño en municipios 

como Andes, Sotomayor, Cumbitara, Policarpa, Leyva, El Rosario, Iscuandé, La Llanada, 

Taminango, Samaniego, El Tambo, Barbacoas, Tumaco, Llorente; Bloque Nordeste 

Antioqueño, Bajo Cauca y Magdalena Medio (BNA) en los departamentos de Antioquia, 

Cauca, Bolívar, Cesar, Santander; Bloque Santa Rosa del Sur (BSS) en el departamento 

de Bolívar; Bloque Sur del Putumayo (BSP) en el departamento de Putumayo en los 

municipios de San Miguel, El Placer, Valle del Guamuéz, Puerto Asís, La Dorada, La 

Hormiga, Puerto Caicedo, El Tigre, Santa Ana, Orito; Bloque Vencedores de Arauca (BVA) 

en los departamentos de Arauca y Casanare; Frente Cacique Pipintá (BCP) (que no se 

presentó a la ceremonia de desmovilización) en el departamento de Caldas en los 

municipios de Neira, Manizales y Chinchiná; Frente Héroes y Mártires de Guática (FHMG) 

en el norte del departamento de Risaralda y en Chocó; Frente Vichada (FV) en el 

departamento de Vichada; Frente Próceres del Caguán en el departamento del Caquetá 

en los municipios de Florencia, Morelia, Albania, Curillo, Valparaiso, Solita y Puerto Torres; 

Frente Héroes de los Andaquíes en el departamento del Caquetá en los municipios de 

Solita, Valparaíso, Morelia, Puerto Torres y Frente Héroes de Florencia (FPC) en todo el 

departamento de Caquetá. 

1.3 Delitos en el Derecho Penal Internacional 

Habiendo hecho una descripción general del proyecto paramilitar en Colombia y de sus 

principales características entre los años 2000 y 2006, se procede a dar término al presente 

apartado abordando las categorías de delitos dispuestas en el Derecho Penal Internacional 
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y dentro de éstas la de crímenes de lesa humanidad, desde la que se hará la respectiva 

lectura de los eventos documentados para el BCB en función de una de sus características: 

lo sistemático. 

Tal como lo señala Olásolo (2014), la labor legislativa impulsada desde la Organización de 

las Naciones Unidas, el Comité Internacional de la Cruz Roja y la actividad jurisprudencial 

de los tribunales internacionales penales provocó que una parte muy importante de dicha 

normativa adquiriera naturaleza consuetudinaria de ius cogens, “y por ende el más alto 

rango normativo existente en el Derecho internacional” (p. 3). Es en este marco que surgen 

y se desarrollan los deberes de los Estados a no incurrir a través de sus agentes en graves 

violaciones de derechos humanos (dentro de las que se encuentran los crímenes 

internacionales) para quienes se encuentren bajo su jurisdicción, como en la necesidad de 

adoptar todas las medidas que se encuentren a su disposición para prevenirlos; 

obligaciones con las que correlativamente surgen los derechos de estas víctimas a la 

verdad, la justicia y la reparación. 

De esta forma, Olásolo (2014) plantea que la puesta en marcha de la Corte Penal 

Internacional (CPI) puede interpretarse como un paso fundamental para la declaración y 

realización de la responsabilidad internacional penal de los líderes políticos, militares y 

económicos que desde el poder estatal, o no estatal, planean, promueven y favorecen con 

sus acciones u omisiones el desarrollo de violencia sistemática o a gran escala constitutiva 

de genocidio, lesa humanidad y crímenes de guerra. En ese sentido, los Estados parte 

establecen por voluntad propia un órgano jurisdiccional internacional encargado de  

(i) Recordarles sus deberes de investigación y enjuiciamiento de los máximos 

responsables de los crímenes internacionales y de reparación a las víctimas; (ii) 

incentivarles en el cumplimiento de estas obligaciones; y (iii) asumir el mismo dicho 

cumplimiento cuando compruebe la inacción, falta de disposición o falta de capacidad de 

los propios Estados Partes. (Olásolo, 2014, p. 6). 

1.3.1 La regulación de los crímenes en el Derecho Penal 
Internacional. 

En línea con lo anterior, Faúndez (2007) describiendo la jurisdicción universal señala que 

en el Derecho Internacional ésta surge por la necesidad de los Estados de garantizar 

derechos mínimos a sus ciudadanos, lo que va de la mano del principio de universalidad 
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de los Derechos Humanos, según el cual todos los Estados tienen el deber de promoverlos 

y respetarlos. De esta forma, el principio de jurisdicción universal, también llamado 

principio de la justicia mundial, se ha ido recogiendo para un número paulatinamente 

ampliado de delitos en los tratados internacionales, también en las legislaciones internas, 

donde excluyendo el territorio en el cual se comete el delito se atiende al contenido de la 

infracción y al bien jurídico conculcado, persiguiendo los crímenes que ofenden a la 

comunidad internacional en su conjunto. 

Visto así, es la creación de una Corte Penal Internacional mediante el Estatuto de Roma 

la cima de la cooperación de los Estados en el ámbito internacional y su puesta en marcha 

sea quizá el avance jurídico más importante en lo que va del siglo XXI, cuya finalidad es 

“amparar a las víctimas de posibles violaciones a los derechos humanos, así actúa en 

forma subsidiaria cuando no funcionen por distintas razones las jurisdicciones de los 

Estados” (Faúndez, 2007, p. 162). Si bien hay antecedentes históricos de índole variada, 

la doctrina apunta a que la celebración de los juicios de los tribunales de guerra en 

Núremberg y Tokio, inmediatamente después de la Segunda Guerra Mundial, constituyó 

un paso decisivo para el desarrollo del Derecho Penal Internacional que a su vez adquirió 

un nuevo impulso a principios de los años noventa con la creación de los tribunales penales 

internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda, a los que puede agregarse el Tribunal 

Mixto Nacional Internacional de Sierra Leona creado en el 2000.  

Frente al funcionamiento de la Corte Penal Internacional, como lo señala Valencia (2003), 

“si un Estado cuenta con un sistema judicial que funcione no será necesario acudir ante la 

Corte” (p. 8), y ante este tribunal, para la investigación y el juzgamiento serán el Estatuto 

de Roma, los Elementos de los Crímenes y sus Reglas de Procedimiento y Prueba, los 

documentos que se utilizarán. Es relevante mencionar que el Estatuto contiene 

importantes principios de derecho penal, mencionados por Valencia (2003), tales como: la 

competencia de la Corte recae en las personas naturales por igual sin distinción alguna 

basada en el cargo oficial; la Corte no será competente respecto de los que fueren menores 

de dieciocho años en el momento de la presunta comisión del crimen; los crímenes de la 

competencia de la Corte no prescribirán; una persona será penalmente responsable y 

podrá ser penada por un crimen de la competencia de la Corte únicamente si actúa con 

intención y conocimiento de los elementos materiales del crimen. 
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 Como ya se adelantaba, la sanción del Estatuto de Roma que creó la Corte Penal 

Internacional en 1998 marca un hito en la consolidación de esta rama del derecho 

(Villalpando, 2009 y Valencia, 2003).  

La ejecución de un Derecho Penal Internacional es por ahora un proceso que implica “un 

entramado de convenciones, comités y tribunales internacionales que no solo intenta 

controlar la acción abusiva de los Estados u organizaciones en el poder sino que, además, 

pretende castigar las más graves violaciones de los derechos fundamentales” (Villalpando, 

2009, p. 17). Así, de manera concreta, el Derecho Penal Internacional además de regular 

el funcionamiento de los mencionados tribunales, define los crímenes internacionales.  

Por exceder el propósito del presente escrito hacer un recuento exhaustivo de todos los 

crímenes, a continuación se exponen de manera sucinta los crímenes de guerra, genocidio 

y crimen de agresión, dejando una exposición más detallada para la categoría de crímenes 

objeto del texto, crímenes de lesa humanidad. 

1.3.2 Crímenes de guerra, genocidio y crimen de agresión. 

Autores como Pérez-León (2007) definen los crímenes de guerra, en términos generales, 

como las violaciones serias del Derecho Internacional Humanitario (DIH), el cual regula la 

conducción de hostilidades durante un conflicto armado, que generan responsabilidad 

internacional individual siendo que los perpetradores pueden ser juzgados ya sea por 

tribunales nacionales o internacionales. De acuerdo con el autor, “los crímenes de guerra 

constituyen la más antigua de las categorías de crímenes de Derecho Internacional (DI)” 

(p. 290); uno de los rasgos esenciales de los crímenes de guerra es que una conducta 

(acción u omisión) necesita haber sido cometida no sólo durante un conflicto armado sino 

también en conexión con él, para mayor claridad, el Tribunal Penal Internacional para la 

ex Yugoslavia (TPEY) en el caso Tadic describió los cuatro elementos fundamentales de 

un conflicto armado: 1) la fuerza o violencia armada; 2) la prolongación en el tiempo; 3) el 

factor organizativo del grupo participante en el conflicto armado y; 4) la inclusión del 

conflicto armado entre grupos en adición a las clásicas concepciones de conflicto armado 

internacional (CAI) o de conflicto armado no internacional (CANI).  

Los crímenes de guerra fueron los primeros en ser perseguidos por el Derecho 

Internacional, la historia nos remonta a los Juicios de Leipzig, como consecuencia del 

Tratado de Versalles donde se encontraron culpables a soldados alemanes por la violación 

http://es.wikipedia.org/wiki/Crimen_de_guerra
http://es.wikipedia.org/wiki/Crimen_contra_la_humanidad
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de las costumbres de la guerra. También hay referencia a tales crímenes en los Estatutos 

de los Tribunales de Nüremberg y Tokio. 

Por otro lado, el Estatuto de Roma contempla en su artículo 6° el crimen de genocidio, 

definición que como señala Gómez-Robledo (2002) se encuentra en forma idéntica en el 

artículo III de la Convención para la Prevención y Sanción del delito de Genocidio del 9 de 

diciembre de 1948 y que sería introducida por el profesor Raphael Lemkin en 1944 “a partir 

del vocablo griego genos (raza, tribu, nación) y de la raíz latina cide (matar)” (p. 924).   

Finalmente, para el año 2010, los Estados miembros de la Corte Penal Internacional (CPI) 

se pusieron de acuerdo sobre lo que constituye el delito de agresión, de tal suerte se 

acordó enmendar el estatuto de Roma estableciendo el mencionado crimen como la 

planificación, preparación, iniciación o ejecución, por una persona en una posición efectiva 

de controlar o dirigir la acción política o militar de un Estado, de un acto de agresión que 

por sus características, gravedad y escala, constituya una violación manifiesta de la Carta 

de las Naciones Unidas. Asimismo se acordó que la Corte Penal Internacional (CPI) podrá 

ejercer su jurisdicción sobre crímenes de agresión, pero únicamente aquellos cometidos 

después de un año de que 30 estados hayan ratificado la enmienda, lo que puede no 

suceder sino hasta el 2017. 

1.3.3 Crímenes de lesa humanidad. 

Céspedes-Báez (2010), señala que los crímenes de lesa humanidad, como la mayoría de 

las normas de derecho internacional que proscriben violaciones masivas de derechos 

humanos, encuentran su fuente originaria en la costumbre internacional, aunque con la 

redacción de los estatutos para los tribunales penales internacionales de la ex Yugoslavia 

y Ruanda la definición de crimen de lesa humanidad fue objeto de desarrollos significativos, 

pues gracias a los mismos se desprendió que en la redacción del artículo 7 del Estatuto 

de Roma, se entendiese que no era necesario que la conducta fuera sistemática y 

generalizada, sino que bastaba que se presentara una de esas características, siempre y 

cuando estuviera dirigida contra una población civil. De acuerdo con la precisa definición 

del artículo 7 del Estatuto de Roma, el crimen de lesa humanidad precisa de (i) un ataque 

(ii) generalizado o sistemático, (iii) en contra de una población civil (iv) en que el 

perpetrador actúe con conocimiento de dicho ataque. Los anteriores elementos constituyen 

lo que la doctrina ha llamado el contexto entendido como las características que trazan la 
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línea entre lo que es un delito común y uno de lesa humanidad. La prueba del contexto 

constituye en sí misma la esencia de este crimen internacional.  

Por otro lado, autores como Huertas (2013) llaman la atención sobre el hecho de que en 

un principio el crimen contra la humanidad estaba atado a los crímenes de guerra, dada la 

relación que tenía uno con el otro y que no se podía considerar que se pudiesen generar 

crímenes contra la humanidad sin que en medio existiera un conflicto armado. Sin 

embargo, ya en la década de los noventa con la creación del Tribunal Penal Internacional 

para la ex Yugoslavia (TPEY) y el Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR), se 

darían las pautas para la creación de la Corte y el listado de los tipos penales que protegen 

bienes jurídicos de carácter internacional. 

El artículo 7 del Estatuto menciona que el crimen de lesa humanidad es: 

Cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 

generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: 

a) Asesinato;  

b) Exterminio;  

c) Esclavitud;  

d) Deportación o traslado forzoso de población;  

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 

fundamentales de derecho internacional;  

f) Tortura;  

g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 

forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; 

h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos 

políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el 

párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al 

derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo 

o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;  

i) Desaparición forzada de personas;  

j) El crimen de apartheid;  

k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 

sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.  

2. A los efectos del párrafo 1:  
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a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que implique 

la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de 

conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o 

para promover esa política;  

b) El “exterminio” comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, entre 

otras, la privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, encaminadas a causar 

la destrucción de parte de una población;  

c) Por “esclavitud” se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre 

una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de 

personas, en particular mujeres y niños;  

d) Por “deportación o traslado forzoso de población” se entenderá el desplazamiento 

forzoso de las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en 

que estén legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;  

e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean 

físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin 

embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente 

de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas;  

f) Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se 

ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica 

de una población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. En 

modo alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno 

relativas al embarazo;  

g) Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos 

fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del 

grupo o de la colectividad;  

h) Por “el crimen de apartheid” se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a 

los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado 

de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales 

y con la intención de mantener ese régimen;  

i) Por “desaparición forzada de personas” se entenderá la aprehensión, la detención o el 

secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, 

apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privación de libertad o dar 



Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 27 

 

 

información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas 

fuera del amparo de la ley por un período prolongado.  

3. A los efectos del Estatuto “se entenderá que el término “género” se refiere a los dos 

sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El término “género” no tendrá 

más acepción que la que antecede. (Corte Penal Internacional, 2002). 

Como lo señala Olásolo (2013) los delitos de lesa humanidad pasaron a integrar el derecho 

internacional consuetudinario desde 1950 cuando  

La Comisión de Derecho Internacional presentara a la Asamblea General de las Naciones 

Unidas su Proyecto de Código de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad y 

adquirieron la condición de imprescriptibles, desde la aprobación (1968) y entrada en vigor 

(1970) de la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los 

crímenes de lesa humanidad. (p. 36). 

El mismo autor agrega en otro texto que con la aprobación de los Estatutos del TPIY 

(1993), el TPIR (1994) y la CPI (1998), la regulación del fenómeno de lesa humanidad ha 

adquirido el valor de norma de ius cogens, en tal sentido, los Estados que forman parte de 

la comunidad internacional  

(1) Han aceptado que en situaciones de violencia sistemática o generalizada contra la 

población civil, los valores paz y justicia deben ir necesariamente de la mano (sin que el 

segundo pueda quedar desplazado por el primero), (2) han subrayado la necesidad moral 

y legal de combatir su impunidad, y (3) han afirmado que la justicia penal es una condición 

necesaria para obtener una paz sostenible en el tiempo, para alcanzar la reconciliación y 

para promover la democracia. (Olásolo, 2014, p. 55). 

La última acepción ha sido reiterada en la constante jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. 
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2. Violencia sexual en el marco de los 
conflictos armados y como crimen de lesa 
humanidad 

2.1 La concepción práctica de los derechos humanos 

Para abordar el tema de la violencia sexual como crimen de lesa humanidad en los eventos 

perpetrados por una de las grandes estructuras paramilitares, se considera en el presente 

texto como referente teórico la concepción practica los derechos humanos de Charles Beitz 

(2009), propuesta que apunta a que los derechos humanos se dimensionen desde lo que 

en terreno se lleva a cabo para su protección y donde uno de los elementos que permiten 

caracterizar tal derecho como humano es el grado en que la comunidad internacional 

aboga por su garantía, así, a continuación se exponen algunas de las principales líneas 

teóricas de su propuesta y de la de algunos autores afines dando sentido a la importancia 

de la lectura de los eventos de violencia sexual como crimen de lesa humanidad en los 

términos que define el Derecho Penal Internacional. 

En el texto La Idea de los Derechos Humanos (Beitz, 2009) el autor expone la concepción 

de los derechos humanos internacionales, continuación de la teoría de justicia social 

internacional que presentaría en su primer libro Teoría Política y Relaciones 

Internacionales (1979). La característica central de la concepción de derechos humanos 

elaborada se aprecia en el modo en que relaciona la práctica internacional de los derechos 

humanos en su obra, desarrollando la doctrina y la práctica internacional de los derechos 

humanos tal como se encuentran en la realidad. Busca entonces identificar las funciones 

discursivas que cumple la apelación a los derechos humanos dentro del contexto político 

internacional. 

Beitz (2009) ofrece un modelo que selecciona entre las múltiples características que posee 

la práctica, aquellas que son centrales. En dicho modelo se considera que los responsables 

primarios por la satisfacción de los derechos humanos son los Estados; cuando éstos 

incumplen su responsabilidad, la comunidad internacional actúa como garante por la 

satisfacción de dichos derechos; entonces hay dos niveles de responsabilidad: 1) los 

Estados (principales responsables) y 2) la comunidad internacional (como garante). 
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 El modelo que propone el autor consta de tres elementos que evocan algunos de los 

principios del Derecho Penal Internacional:  

1) El objetivo de los derechos humanos es proteger ciertos intereses individuales 

especialmente importantes en contra de las amenazas que de modo predecible son 

engendradas por la existencia de Estados. 2) Los principales destinatarios de las 

exigencias contenidas en los derechos humanos sean los Estados. 3) El fracaso de los 

Estados a la hora de satisfacer las exigencias contenidas en los derechos humanos, sea 

una razón para que la comunidad internacional actúe procurando su protección. (Beitz, 

2009, p. 13).  

De acuerdo con lo expuesto, que exista un derecho humano implica que un Estado no sólo 

debe respetar el interés protegido por ese derecho a la hora de conducirse sino que 

adicionalmente brindar protección contra las amenazas al interés que provengan de 

agentes no-estatales que se encuentran dentro del territorio sobre el que ejerce control; 

por otro lado, se considera que si un Estado no respeta un interés protegido por un derecho 

humano (por acción u omisión) la comunidad internacional puede exigir su cumplimiento. 

Siendo el Estado el principal responsable por la garantía de los derechos humanos, la 

postura del autor se sitúa en las denominadas concepciones institucionales. 

Es así como una comprensión interaccional de los derechos humanos, entendida como los 

fundamentos por medio de los cuales las personas individuales pueden hacer reclamos a 

otras personas (donde todas las personas al tener derechos humanos tienen también la 

responsabilidad de respetar tales derechos), es rechazada por Beitz y al tiempo por autores 

como Thomas Pogge (2012). Ambos se acogen a lo que se denomina una comprensión 

institucional donde los derechos humanos justifican reclamos dirigidos de modo directo a  

las instituciones y prácticas compartidas de las que hace parte el titular de los derechos. 

La concepción institucional no solo cuestiona cuáles son los agentes primarios en la 

protección de los derechos humanos sino que también se sitúa frente a cuáles son los 

fundamentos de la preocupación o el interés por estos, así, Pogge (2012) sostiene que 

apoyar un esquema institucional que, pudiendo ser evitado, permite que las personas 

sufran los tipos de privaciones frente a las cuales los derechos humanos son una 

protección, es una forma incorrecta de actuar. En la obra de Pogge (2012) se reconoce 

que existen numerosas declaraciones de derechos humanos, y todas las constituciones 

políticas contemporáneas reconocen formalmente los derechos fundamentales (incluidos 

los sociales) y consagran garantías judiciales para su efectivo cumplimiento, no obstante, 
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en una línea argumentativa que parece seguir a autores como Santos (2002) y a Sassen 

(2010), sostiene el autor que el sistema económico y político global crea o mantiene 

sistemas institucionales que contribuyen a la violación sistemática, masiva y reiterada de 

los derechos de las poblaciones menos favorecidas. 

Cuando Pogge (2012) argumenta que la violación de derechos implica de manera directa 

a los titulares de los deberes mediante el diseño y la imposición de disposiciones 

institucionales que hacen que algunos seres humanos no tengan acceso seguro a los 

objetos de sus derechos humanos, está señalando que el orden económico y político que 

se impone al resto del mundo es responsable de una injusticia global que se traduce en la 

imposibilidad de hacer efectivos los derechos humanos; en esta misma línea Santos (1998) 

señala que las personas no son pobres sino empobrecidas, toda vez que son hechas 

víctimas por una economía capitalista mundial que “es estructuralmente injusta en el 

sentido en que su operación normal produce injusticia social tanto interna como 

internacionalmente” (p. 223). 

Autores como los reseñados sostienen que las violaciones a derechos humanos se 

mantienen en un círculo vicioso de estructuras políticas y económicas inalteradas a las que 

hace falta atacar, no obstante, siguiendo las posturas escépticas reseñadas, tal ataque 

debe hacerse a los problemas que el discurso de los derechos humanos plantea en la 

actualidad y que van más allá de su simple acepción retórica, por tanto se habría de optar 

por una propuesta donde se busque la efectivación de los derechos humanos que hoy día 

se encuentran consagrados pero en un enfoque desde la base, esto es, con una exigencia 

efectiva a los Estados y demás responsables en la garantía de los derechos humanos y a 

los que, siguiedo a Beitz, cabría implicaciones. 

En el anterior entendido, para Beitz (2009) el objetivo valioso que persigue la práctica 

internacional de los derechos humanos es de tipo precautorio, esto es, consiste en 

contrarrestar las amenazas o peligros que son engendrados por el sistema de Estados, lo 

que convierte a la práctica de los derechos humanos es una revisión introducida al sistema 

de Estados con el objeto de subsanar los problemas estructurales que de acuerdo con los 

autores descritos éste posee. 

En su obra el autor señala que para que un derecho sea considerado como humano se 

hace necesario mostrar que protege un interés que reviste importancia, que sería algo 

bueno que este interés estuviese protegido por el Estado y que existen cursos de acción 

internacional que probablemente sirvan para proteger el interés en cuestión. 
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Pretendiendo defender la práctica contemporánea de los derechos humanos frente 

aquellos que la atacan, y siguiendo a Rawls, Beitz (2009) toma la idea de que los derechos 

humanos son una “doctrina política” elaborada para alcanzar ciertos fines y cumplir ciertas 

funciones, con lo que se compromete en la tarea de ofrecer una justificación de la práctica 

de los derechos humanos actualmente existente. 

2.1.1 Los derechos humanos de las mujeres desde una 
concepción práctica. 

En La idea de los Derechos Humanos, Beiz (2009) señala que desde 1948 el derecho de 

los tratados de derechos humanos se ha desarrollado de manera preferente por las 

mujeres y los niños y destaca la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer (CEDCM) como la más ambiciosa al respecto señalando 

que antes de la CEDCM la doctrina de los derechos humanos podría plausiblemente haber 

sido criticada por no poner la atención suficiente en la situación de las mujeres. 

 Los derechos humanos de la mujer son objeto de especial atención para el autor, en tanto 

que son parte de un tratado específico porque es un hecho histórico el que la 

discriminación en contra de la mujer ha sido una característica tan dominante de la mayoría 

de las sociedades humanas que se necesitan medidas especiales para eliminarla y señala 

que resulta de fundamental importancia reconocer que la estructura de la vida social puede 

producir circunstancias en las cuales los intereses de las mujeres son vulnerables a 

amenazas diferentes de las que pesan sobre los intereses de los hombres; amenazas que 

no se limitan al ámbito del hogar sino que pueden tener lugar en cualquier otro ámbito 

como las relaciones laborales o en la justicia penal (por ejemplo en el fracaso sistemático 

a la hora de perseguir penalmente los ataques sexuales). 

Si al fenómeno descrito se le da una mirada histórica desde el origen de los derechos 

humanos, es preciso hacer la remisión a las categorías de análisis planteadas por Saskia 

Sassen (2010), para sostener que la consolidación de los derechos humanos se ha ligado 

íntimamente a las luchas en torno a dos posiciones: el sostenimiento de los derechos para 

unos pocos ciudadanos, que generalmente representan el foco de autoridad y el orden 

tradicional en las naciones, frente al reconocimiento de los derechos para todos los 

ciudadanos dentro de un Estado que implica desde luego su extensión a grupos 

tradicionalmente excluidos. 



32 Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 

 
 

Sostiene Sassen (2010) que no se puede dar cuenta de un fenómeno cualquiera 

limitándose únicamente al estudio de las características de dicho fenómeno, lo que 

denomina la trampa de endogeneidad, y apunta a evitar tal trampa valiéndose de tres 

componentes transhistóricos con el propósito de examinar cómo se ensamblaron en 

estructuras históricas diferentes, se trata del territorio, la autoridad y los derechos. Estos 

tres componentes permiten, para efectos de su obra, desarticular lo nacional y lo global 

examinando en cada uno el proceso de configuración de tales componentes en “épocas 

históricas distintas y sus posibles desplazamientos e inserciones en diversos ámbitos 

institucionales” (pág. 24).  

En la obra de Sassen (2010) se evidencia que en los siglos XIX y XX hubo énfasis en el 

reconocimiento de los derechos ya no solo como burgueses sino para todos los 

ciudadanos, al tiempo se destaca que desde estos siglos hubo una referencia al concepto 

de territorio, esta vez mediante el establecimiento de acuerdos en procura de alcanzar la 

seguridad internacional (Beitz ya alude a un acuerdo internacional para la protección). La 

implementación de nuevos instrumentos y la extensión del debate de los derechos 

humanos del ámbito universal, abstracto tal vez, de la Declaración de los Derechos del 

Hombre y del Ciudadano al ámbito particular y concreto de las legislaciones nacionales, 

en referencia a los marcos normativos internacionales, no ha permitido cerrar la brecha a 

la hora de hacer efectivos los derechos para todos los ciudadanos. 

Sobre este punto, en La Invención de los Derechos Humanos, Hunt (2009) hace un buen 

recuento de lo que significó establecer y plasmar los derechos de los pueblos a través de 

la Declaración de independencia en Estados Unidos de 4 de julio de 1776 y en la 

Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789; señala que éstas no 

se constituyeron únicamente como manifestación pública y formal de la voluntad de unas 

poblaciones, sino que se dieron como parte de una serie de procedimientos que 

perseguían el cambio en la autoridad o mostraban la intención de apoderarse de la 

soberanía. 

Al ocuparse del tema de los derechos de las mujeres, Hunt (2009) señala que siempre 

tuvieron, en términos de reconocimiento, el último lugar frente a los derechos de otros 

grupos; sus derechos nunca fueron objeto de debate, hecho que se explica la autora en 

que las mujeres no eran una minoría a la que se persiguiese sino que ocupaban un lugar 

de opresión que no rayaba con los parámetros de la época. Así, es preciso insistir en que 

la acción de declarar los derechos precipitó, en los años subsiguientes a la declaración, la 
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inclusión de grupos que se encontraban hasta entonces común y naturalmente 

discriminados, hecho que frente a las declaraciones de 1776 y 1789, implicó arduas luchas 

y, como señala la autora “la potente combinación de teoría (la declaración de los derechos) 

y práctica (en este caso, la revuelta y la rebelión abiertas)” (pág. 168). 

Si se sigue con Sassen (2010) la idea acerca de que la lucha por los derechos es propia 

de los últimos siglos, vale retomar con Santos (2002) el presupuesto de que los derechos 

humanos han venido siendo utilizados para avanzar tanto en formas hegemónicas como 

contra-hegemónicas de globalización.  

Mientras los derechos humanos sean concebidos como derechos humanos universales, 

tenderán a funcionar como un localismo globalizado, como una forma de globalización 

desde arriba. Concebidos, como lo han sido, como universales, los derechos humanos 

siempre serán un instrumento del “choque de civilizaciones” descrito por Samuel 

Huntington, es decir, de la lucha del Oeste contra los demás. Su competencia global será 

obtenida a costa de su legitimidad local. (Santos, 2002, p. 66). 

Sin dejar de lado lo controversial que ha sido, y aún hoy día, el reconocimiento de los 

derechos de las mujeres, partiendo de la idea de que “es mejor concebir a los derechos 

humanos como protecciones contra tipos comunes o predecibles de amenazas y no como 

protecciones indeterminadas de intereses básicos” (Beitz, 2009, p. 174), el autor señala 

que es apropiado considerar a los derechos humanos de las mujeres como asuntos que 

son objeto de preocupación especial debido a que ciertos intereses importantes de las 

mujeres están sujetos a formas específicas de abuso de género, como la prostitución o la 

trata de mujeres; dichas formas de abuso siguen un patrón toda vez que abusos similares 

son predecibles en circunstancias similares en sus características relevantes, son 

sistemáticos en el sentido que las circunstancias en las que ocurren están arraigadas en 

características de las sociedades y culturas que en mayor o menor medida son resistentes 

al cambio, así  

Los patrones de subordinación sustentados por estas características de las sociedades 

ayudan a explicar por qué las mujeres, de manera típica, enfrentan ciertos tipos de 

amenazas a sus intereses que no enfrentan, de manera típica, los hombres. Es por esta 

razón que aunque es posible que existan unos pocos derechos humanos que puedan ser 

vistos como protecciones de intereses que pertenecen distintivamente a las mujeres, los 

«derechos humanos de la mujer» considerados como un objeto especial de preocupación 

tiene un dominio más amplio. (Beitz, 2009, p. 177). 
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La anterior afirmación plantea el debate acerca de que el reconocimiento de una clase 

especial de derechos humanos de las mujeres sería problemático si se adoptase una 

posición estricta acerca de la universalidad de los derechos; señala el autor que siguiendo 

la concepción tradicional de los derechos naturales o fundamentales como modelo 

parecería incoherente plantear que puede haber un derecho “humano” que sólo puede ser 

reclamado por un subconjunto específico de seres humanos. Por otro lado, la falta de 

neutralidad de los derechos humanos de la mujer, según Beitz, puede generar dudas sobre 

si estos derechos son apropiados para servir como fundamento de la acción política 

internacional pues existen problemas prácticos así como de principio: por un lado, los 

esfuerzos externos por promover los derechos humanos de las mujeres constituirían una 

interferencia en prácticas culturales profundamente arraigadas, mientras que la cuestión 

de principio es si una interferencia de este tipo es objetable sobre la base de razones 

análogas a aquellas que surgen en los casos de paternalismo injustificado.  

Sobre el tema del reconocimiento de prácticas culturales, Santos (2002) ha sostenido que 

los derechos humanos no son universales en su aplicación, pues responden más bien a 

que el concepto de derechos humanos descansa sobre un conjunto de presuposiciones 

indistintamente occidentales (naturaleza humana universal con características de 

racionalidad, dignidad absoluta e irreducible, y otras). Para el autor basta con mirar la 

historia de los derechos humanos en el periodo de posguerra para concluir que las políticas 

sobre el tema sirven a los intereses económicos y geopolíticos de los Estados 

hegemónicos, lo que ha repercutido en que el discurso de los derechos humanos sirva a 

intereses ajenos a los que profesa. 

No obstante, para Beitz (2009), los derechos de la mujer no son culturalmente neutrales, 

lo que no significa que estos derechos no pertenezcan a un catálogo de derechos 

humanos, pues en cada uno de los casos los intereses protegidos constituyen algún tipo 

de combinación de intereses relacionados con la seguridad física y material y el ejercicio 

de una capacidad elemental para dirigirse a uno mismo. Los derechos humanos de las 

mujeres no buscan solamente prohibir ciertas formas de conducta por parte del Estado, 

sino que además pretenden cambiar los patrones de creencias y de comportamiento dentro 

de la sociedad y la cultura circundante.  

Señala el autor que la estructura de responsabilidades de primer nivel que se obtiene como 

resultado es compleja, por ejemplo, la protección contra los ataques sexuales exigiría no 

sólo una legislación penal sino también la eliminación de prácticas discriminatorias en la 
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investigación y la persecución judicial de los delitos; lo que lo lleva a sostener que sin los 

correspondientes cambios en las prácticas sociales es improbable que los cambios en el 

derecho sean exitosos para las mujeres y demás grupos históricamente discriminados. 

Entonces, la primera preocupación desencadenada por un reconocimiento del nivel y la 

profundidad del cambio exigido por parte de los derechos humanos de las mujeres es que 

las acciones internacionales que se necesitarían para tener éxito probablemente serían 

objetablemente invasivas, no obstante, las formas de confrontación exitosas lo que 

ejecutan es el ofrecimiento de información y de la persuasión en lugar de la imposición de 

sanciones. La segunda preocupación respecto a este campo es que los objetivos de los 

derechos humanos de las mujeres pueden estar más allá del alcance de cualquier 

estrategia de acción factible que esté disponible para los agentes externos cuando por 

ejemplo se sabe que puede ser poco lo que algún agente externo pueda hacer para 

cambiar la conducta de un gobierno que se resiste a transformaciones en creencias 

convencionales. Frente a esto último, señala el autor que la doctrina de los derechos 

humanos puede extralimitarse al incluir un derecho indeterminado al cambio social y 

cultural, no obstante, a reglón seguido manifiesta  

Pero esto, claramente, es un caso especial. La mayoría de los derechos humanos de las 

mujeres son pasibles del mismo rango de acciones protectoras y correctivas por parte de 

los agentes externos que la mayoría de los otros derechos civiles y políticos, por lo que el 

problema relacionado con la factibilidad en el caso especial no necesita ser particularmente 

problemático para los derechos humanos de las mujeres en tanto clase de derechos. 

(Beitz, 2009, p. 180). 

Es preciso terminar esta breve mención señalando que entender la práctica de los 

derechos humanos como parte del orden normativo global significa que los mismos hacen 

parte del conjunto de normas que, en mayor o menor medida, son ampliamente aceptadas 

como estándares reguladores de la conducta en diversas partes del espacio político global, 

a los que los agentes pueden recurrir para justificar y criticar las acciones y las políticas 

propuestas o llevadas a cabo (o no llevadas a cabo) por los gobiernos. Se debe reconocer 

desde esta postura que en presencia de desigualdades de poder políticamente 

significativas, los Estados que tienen una influencia mayor en las instituciones 

internacionales tenderán a prevalecer y darán forma a las interpretaciones prevalecientes 

del derecho (como ya lo señalaba Santos). De ese modo, el derecho bien puede ser usado 

para hacer aquello que beneficia a las potencias más fuertes. 
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Dando por superada la discusión sobre derechos «naturales» o «fundamentales», la 

concepción práctica de los derechos humanos sostiene que éstos operan a un nivel de 

razonamiento práctico intermedio, sirviendo para consolidar y dotar de relevancia a 

diversos tipos de razones para la acción. Su contenido normativo es hasta cierto punto 

indeterminado y su aplicación es frecuentemente controvertida en tanto se trata de 

circunstancias históricamente contingentes (como ya lo señalaba Sassen) y que se 

modulan en virtud de la vida política global. 

De la postura teórica expuesta valga destacar, además de su pertinencia para el problema 

que en este texto se plantea en tanto enarbola los principales debates sobre los derechos 

de las mujeres abordando el tema de la violencia sexual en el contexto jurídico 

internacional, el hecho de que permite concebir los derechos humanos como normas o 

estándares reguladores de la conducta que cobran forma en leyes o principios y que son 

aceptados como estándares prácticos críticos a los que los agentes pueden recurrir para 

justificar o criticar las acciones de la autoridad. Así pues, concebir de esta forma los 

derechos humanos e interpretar a esta luz la violencia sexual ocurrida sobre las mujeres 

en un contexto particular como el colombiano, bajo el dominio de un grupo paramilitar en 

específico, invita a reconocer el contenido de la violación a sus derechos desde la 

protección, atendiendo a buscar un responsable por la violación a tales derechos y 

acudiendo a la comunidad internacional como garante (lo que en este caso particular se 

pone de manifiesto en el uso de la categoría de crimen de lesa humanidad propia del 

Derecho Penal Internacional siempre que tales hechos llegaran a la instancia de la Corte 

Penal Internacional). 

2.2 Violencia sexual contra las mujeres en el marco de los 
conflictos armados 

Habiendo establecido un referente conceptual que por su importancia invita a concebir los 

derechos humanos de grupos particulares como las mujeres desde lo que en la práctica 

se hace para protegerlos, a continuación se aborda una de las principales conductas que 

alude a la vulneración de tales derechos: la violencia sexual; se finaliza el capítulo 

considerando las implicaciones de considerar tal tipo de violencia como crimen de lesa 

humanidad en el conflicto armado colombiano y algunas propuestas desde la 

jurisprudencia comparada para hacerlo. 
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2.2.1 ¿Qué se entiende por violencia sexual? 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (2002), la violencia sexual abarca el 

sexo bajo coacción de cualquier tipo incluyendo el uso de fuerza física, las tentativas de 

obtener sexo bajo coacción, la agresión mediante órganos sexuales, el acoso sexual 

incluyendo la humillación sexual, el matrimonio o cohabitación forzados incluyendo el 

matrimonio de menores, la prostitución forzada, comercialización de mujeres, el aborto 

forzado, la denegación del derecho a hacer uso de la anticoncepción o a adoptar medidas 

de protección contra enfermedades, los actos de violencia que afecten a la integridad 

sexual de las mujeres tales como la mutilación genital femenina y las inspecciones para 

comprobar la virginidad.  

Por su parte, las manifestaciones de violencia contra la mujer afectan sus derechos 

sexuales y reproductivos utilizando la sexualidad como medio de ejercer poder sobre la 

víctima. En este sentido, la violencia sexual comprende prácticas lesivas así como 

actividades de regulación de la vida social de las mujeres.  

Por abarcar una categoría amplia que no solo implica violación y que es acorde con la 

mayoría de textos consultados, en palabras de Jean (2009) la violencia sexual “incluye la 

violación, el ataque sexual sin penetración, la mutilación, la esclavitud sexual, la 

prostitución forzada, la esterilización forzada y el embarazo forzado” (p. 1), y se diferencia 

de la categoría más amplia de violencia de género, que ocurre debido al género de la 

víctima y donde no necesariamente hay contacto sexual. García-Moreno (2000), señala 

que la violencia de género atañe además al análisis de factores tan dispersos como todos 

los actos u omisiones peligrosos para la mujer o que contribuyen a subordinarla e incluye 

una subcategoría denominada “violencia estructural”, que se compone de elementos como 

la pobreza y un acceso desigual a los servicios de salud y a la educación. De cualquier 

forma, como ya se mencionaba, las manifestaciones de violencia contra la mujer afectan 

sus derechos sexuales y reproductivos utilizando la sexualidad como medio de ejercer 

poder sobre la víctima. Bermúdez (2006) reseña cómo en el Tribunal Penal Internacional 

para Ruanda (TPIR) se consideró como crimen de lesa humanidad la violación sexual, 

entendida como un atentado contra la seguridad de la mujer, e incluyó en su definición 

también el desnudo forzado y la penetración sexual por la fuerza. 
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2.2.2 La violencia sexual en los conflictos armados. 

En el terreno de los conflictos armados, autoras como León y Díaz (2007) señalan que el 

número de vidas civiles que éstos han cobrado en el último siglo supera el de los 

combatientes, mientras que en términos generales también ha venido aumentando la 

incidencia de eventos como lesiones personales y desplazamientos forzados con especial 

recalo en la población femenina y menor de edad. Al respecto, sostienen que  

El haz de abusos contra civiles ha comprendido diversas modalidades, entre ellas, 

prácticas de violencia sexual, incluidos patrones con impactos sobre la capacidad 

reproductiva de las personas. Con frecuencia tales abusos han tenido por propósito 

controlar a la población o castigarla, sembrar el terror para expulsar población y facilitar el 

control territorial y sus recursos, o incluso han tenido la intencionalidad de eliminar parcial 

o totalmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso determinado.  (…) A medida que 

los enfrentamientos directos entre combatientes se reducen, las estrategias y acciones 

sobre población civil se incrementan con el fin de alcanzar objetivos políticos, militares o 

económicos. (León y Díaz, 2007, p. 54). 

Frente a estas situaciones de violencia, diversos autores (León y Díaz, 2007 y Tambiah, 

2004) coinciden en afirmar que si bien el discurso de los derechos humanos en situaciones 

de conflicto armado está bien adaptado para responder a las mismas, en particular a la 

violencia sexual invocando lo acordado internacionalmente, es claro que en casi todos los 

lugares de conflicto armado el discurso de los derechos humanos es impugnado o 

controvertido, en el nivel local los defensores de los derechos humanos ante la coacción 

armada de la que no escapan se muestran menos dispuestos a participar de manera 

proactiva para promover y defender esos derechos. Tambiah (2004) señala cómo el control 

de la conducta sexual ha sido un aspecto importante en las luchas anticoloniales y 

poscoloniales del sur de Asia, lo que ha conllevado afectaciones particulares a las mujeres 

no solo en lo referido a su sexualidad sino en términos sociales, económicos y culturales. 

Siendo la violencia sexual una de las armas de guerra más extendidas en los conflictos 

armados contemporáneos, su eficacia se ha mostrado tal, como instrumento de terror, que 

acorde con Villellas (2010) “por sí misma explica su presencia en un elevado número de 

contextos afectados por la violencia armada y política alrededor del mundo” (p. 3). 
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2.3 Violencia sexual como crimen de lesa humanidad 

Para autores como Cardoso (2011) y Núñez del Prado (2012), algunas decisiones del 

Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) y del Tribunal Penal Internacional 

para Ruanda (TPIR) son contempladas como innovadoras en razón del tratamiento de los 

crímenes sexuales en los conflictos armados, por un lado al considerar que son 

instrumentos para cometer genocidios, y por el otro porque consideran que constituyen 

crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. Dichas decisiones representaron un 

paso hacia el acceso igual de las mujeres a la justicia, en un escenario marcado por la 

desatención histórica hacia los crímenes sexuales. Así, se destaca el asunto Akayesu (del 

TPIR), como referente por considerar que la violación y otras violencias sexuales (las 

mutilaciones sexuales, por ejemplo) son actos de genocidio. 

Por otro lado, los tribunales también tienen jurisdicción para procesar y juzgar crímenes de 

guerra. En el estatuto del TPIY, están previstos en el artículo 2º (graves infracciones a los 

Convenios de Ginebra de 1949) y en el artículo 3º (infracciones a las leyes y costumbres 

de la guerra). Ninguna previsión expresa de violencia sexual consta en los referidos 

artículos; no obstante, la interpretación del Tribunal posibilitó la consideración de actos de 

esa naturaleza como crímenes de guerra (por ejemplo, la tortura). En lo que se refiere al 

análisis de la violencia sexual como crimen de guerra, el primer punto destacable es la 

comprensión de la violación y otras violencias sexuales como el crimen de guerra de 

tortura.  

En ese orden de ideas, para Cardoso (2011), la principal contribución de los tribunales 

(TPIY y TPIR) “se refiere al avance significativo en el reconocimiento de las violencias 

sexuales (violación, fellatio forzada, desnudez forzada, situaciones de esclavitud) como 

crímenes internacionales graves, especialmente en vista de la negligencia histórica que 

marca el tratamiento internacional” (p. 25). Se reconoce entonces que la interpretación de 

estos tribunales superó el tratamiento tradicional dado a la violación por el derecho 

internacional humanitario como un crimen contra el honor y la familia, viniendo a 

contemplar que ese delito viola la integridad física y la libertad sexual de las agredidas, 

como también el principio de la dignidad humana, núcleo esencial del derecho internacional 

humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos. 

En la misma línea de Cardoso (2011), para Núñez del Prado (2012) es claro que en los 

fallos de los tribunales penales internacionales no hay un criterio uniforme para determinar 
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cuáles son los elementos que componen la definición de violación sexual, por lo que al 

elaborar la definición de violación sexual, así como al momento de enmarcarla en otras 

modalidades de crimen, los tribunales se enfrentaron a una ardua tarea pues no contaban 

con ninguna base jurídica en el marco internacional para usar de referencia, así, la tarea 

más difícil fue la de encontrar una definición de los actos que constituyen violación sexual, 

para luego enmarcar estos actos constitutivos de violación sexual dentro de las 

definiciones de las otras modalidades de crimen.  

Por otro lado, respecto a los crímenes de lesa humanidad, el Estatuto de Roma en su 

artículo 7 regula de forma expresa la violencia sexual, aumentando el número de actos 

constitutivos de la misma respecto a los estatutos de los tribunales penales internacionales 

dado que estos se refieren únicamente a la violación. Dichos actos se consignan en el 

acápite “g” como “violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 

esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable” 

(Corte Penal Internacional, 2002), configurando la enumeración convencional más 

completa hasta el momento sobre las conductas que constituyen violencia sexual, lo que 

para la autora es consecuencia de las extensas y progresistas sentencias emitidas por los 

tribunales penales internacionales “en materia de violencia sexual, y en general, para el 

Derecho Penal Internacional, lo cual contribuyó de manera significativa al desarrollo del 

derecho internacional” (Núñez del Prado, 2012, p. 43). 

En un muy completo recuento de lo que constituye la violencia sexual en el marco de los 

conflictos armados, Viseur (2010) elabora un detallado resumen de los pronunciamientos 

jurisprudenciales más importantes a la hora de considerar a la violencia sexual como 

crimen de lesa humanidad. Así pues, señala que desde la Segunda Guerra Mundial la 

violación empieza a ganar terreno en el plano internacional como crimen contra la 

humanidad. En primer lugar, la violación fue aceptada como forma expresa de crimen de 

lesa humanidad mediante la incorporación de los crímenes internacionales a los códigos 

militares y a leyes nacionales. En fecha más reciente, “el reconocimiento de la violación 

como crimen en el plano internacional se vio reforzado por las menciones que de él hicieran 

las cortes y tribunales internacionales, así como por sus interpretaciones jurídicas 

modernas” (p. 12).  

Adicionalmente, Viseur (2010) señala que las actividades precursoras (como informes, 

resoluciones y reuniones) de las cortes y tribunales penales internacionales con mandato 

especial creados en la década de los 90 previeron la inclusión de los delitos de violencia 
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sexual como violaciones de importancia central para el DIH y para el Derecho Penal 

Internacional, incluyendo dichos delitos dentro de los crímenes de lesa humanidad. Así, al 

autor en su recuento recopila las disposiciones de los instrumentos constitutivos que 

crearon la jurisdicción temática de estos organismos internacionales (Corte Penal 

Internacional para la ex-Yugoslavia y la Corte Penal Internacional para Ruanda, la Corte 

Especial para Sierra Leona, Paneles Especiales sobre Delitos Graves en Timor del Este y 

Salas Especiales de los tribunales de Camboya) y establecieron que los siguientes 

crímenes de agresión sexual pueden constituir la base de cargos penales: 

a) El Estatuto del Tribunal para la ex-Yugoslavia en su artículo 5(g) menciona la violación 

como crimen de lesa humanidad;  

b) El Estatuto del Tribunal para Ruanda en su artículo 3(g) menciona la violación como un 

crimen contra la humanidad, y en su artículo 4 a la violación, la prostitución forzada y los 

abusos deshonestos de cualquier clase como violaciones graves al artículo 3 común a las 

Convenciones de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de 

guerra y a su Protocolo Adicional II del 8 de junio de 1977; 

c) Los Paneles Especiales: en su Sección 6(1)(b)(xxii) y 6(i)(e)(vi) mencionan la violación, 

la esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada 

o cualquier otra forma de violencia sexual como actos que constituyen infracciones graves 

a las Convenciones de Ginebra y violaciones serias al artículo 3 común a las cuatro 

Convenciones de Ginebra; 

d) El Estatuto de la Corte para Sierra Leona en su artículo 2(g) menciona la violación, la 

esclavitud sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado y cualquier otra forma de 

violencia sexual como crímenes contra la humanidad, y en su artículo 3(e) se refiere a los 

abusos contra la dignidad personal, en particular el trato humillante y degradante, la 

violación, la prostitución forzada y cualquier forma de abuso deshonesto como violaciones 

graves al artículo 3 común a las Convenciones de Ginebra del 12 de agosto de 1949 para 

la protección a las víctimas de guerra y de su Segundo Protocolo Adicional del 8 de junio 

de 1977. 

e)  El Estatuto de las Salas Especiales de Camboya en su artículo 9 enumera los crímenes 

de lesa humanidad, tal como los definió el Estatuto de Roma en 1998. (Viseur, 2010, p. 

13). 

Más allá de las referencias explícitas a la violación y otras formas de violencia sexual, las 

interpretaciones jurídicas posteriores en los instrumentos de los tribunales citados han 
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dispuesto que la base para una sentencia de violencia sexual también puede estar en otras 

disposiciones que no se refieren explícitamente a los crímenes de agresión sexual, así por 

ejemplo, el autor muestra cómo la jurisprudencia del Tribunal Penal Internacional para la 

ex-Yugoslavia (TPIY) y del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) constituye 

una muestra del alcance legal de varias disposiciones, entre ellas las que se refieren al 

genocidio o la tortura para proscribir actos de violencia sexual. 

Viseur (2010) hace además un recorrido cronológico de las sentencias que se han 

pronunciado sobre el crimen de la violación, considerando con especial detalle el caso 

Akayesu, del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) donde se aborda la 

violación como delito de lesa humanidad y como elemento del genocidio, y el caso AFRC 

en la Corte Especial para Sierra Leona que caracterizó a la violación como crimen de lesa 

humanidad y crimen de guerra.  

En el caso Akayesu, la Sala de Primera Instancia mencionó siete incidentes de violación y 

violaciones múltiples por lo que encontró responsable al imputado. 

Esta condena fundacional por violación como crimen de lesa humanidad produjo la primera 

definición de los elementos legales que constituyen el delito de violación proporcionada 

por un foro judicial internacional. Esos elementos eran “la invasión física de naturaleza 

sexual, cometida contra una persona en circunstancias de coerción”. En contraste con los 

elementos “tradicionales” del delito de violación en el plano nacional, la sentencia de 

Akayesu se abstiene de mencionar el requisito de que la víctima haya comunicado al 

perpetrador por vía física o verbal su falta de consentimiento para la invasión física de 

naturaleza sexual. (Viseur, 2010, p. 21). 

En este caso los jueces no se internaron en una discusión prolongada acerca del 

consentimiento toda vez que en el lugar en que ocurrieron las violaciones, primaban 

circunstancias de coerción. 

En su primer veredicto, de junio de 2007, la Corte Especial para Sierra Leona respecto al 

caso ARFC, delibera con base en las evidencias presentadas contra los tres acusados por 

hechos ocurridos en diversas localidades de Sierra Leona en el curso de su conflicto 

armado. La Sala de Primera Instancia de la Corte para Sierra Leona escuchó numerosos 

relatos de testigos acerca de hechos de violencia sexual y condenó a los acusados por 

violación como crimen de lesa humanidad y por ultrajes contra la dignidad personal como 

crimen de guerra.  
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La sala de Primera Instancia estableció los elementos para el delito de violación como 

crimen de lesa humanidad de la siguiente manera: 

1. Penetración no consensuada, por superficial que sea, de la vagina o el ano de la víctima 

por el pene del perpetrador o por cualquier objeto utilizado por el perpetrador o de la boca 

de la víctima por el pene del perpetrador; y  

2. La intención de llevar a cabo dicha penetración sexual y el conocimiento de que la misma 

ocurre sin consentimiento de la víctima. (Viseur, 2010, p. 27). 

El autor finaliza su recuento histórico señalando que desde el 19 de junio de 2008, en 

Resolución 1820, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas reconoció el hecho de que 

la violencia sexual es verdaderamente una preocupación en materia de seguridad. En ésta 

se señala que las mujeres y las niñas son tomadas como blanco particular en los eventos 

de violencia sexual y reconoce que este tipo de violencia logra exacerbar de manera 

significativa los conflictos y obstaculizar los procesos de paz.  

El Consejo exigió que todas las partes de los conflictos armados tomen medidas 

inmediatas y apropiadas para proteger a la población civil incluyendo, entre otras, la 

aplicación de medidas apropiadas de disciplina militar y la afirmación del principio de la 

responsabilidad de los mandos; capacitación para las tropas sobre la prohibición 

categórica de todas las formas de violencia sexual contra la población civil; 

desmantelamiento de los mitos que alimentan la violencia sexual; y estudio de los 

antecedentes del personal de las fuerzas armadas y de seguridad teniendo en cuenta 

hechos de violencia sexual cometidos en el pasado. El texto reconoce los desarrollos 

jurisprudenciales en referencia a la violencia sexual como crimen de lesa humanidad, 

crimen de guerra y elemento del genocidio. (Viseur, 2010, p. 33). 

Al margen de lo ya descrito, la violencia sexual supera lo consignado en el Estatuto de 

Roma y la jurisprudencia de los Tribunales y constituye todas las formas de agresión sexual 

incluyendo, como lo señala el CICR (2010) y recientemente la Corte Constitucional (2015), 

la amenaza de cometerlas, de este modo, instituciones como Solidaridad Internacional 

(2005) han destacado que judicializar la violencia sexual como crimen de lesa humanidad 

demanda un mayor esfuerzo probatorio, “al tener que corroborar la violación sexual como 

un patrón de violación a los derechos humanos de las mujeres durante un período concreto 

de tiempo, e identificar a los actores inmediatos y mediatos (la cadena de mando)” (p. 44), 

lo que necesita ineludiblemente de que las mujeres rompan su silencio y se sostengan a 

lo largo del proceso. Otro aspecto que resulta crucial es la formación de jueces y fiscales, 
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que colaboren con la investigación y procesamiento de los casos de violación sexual como 

crimen de lesa humanidad y la promoción de equipos interdisciplinarios en las instituciones 

que representan las víctimas que contribuyan a generar confianza con éstas. 

2.3.1 Violencia sexual en el conflicto armado colombiano e 
implicaciones de su consideración como crimen de lesa 
humanidad. 

Ya en el contexto del conflicto armado colombiano la violencia sexual ha sido documentada 

para todos los actores del conflicto, preocupando los altos índices de impunidad y gran 

posibilidad de que las mujeres en razón a su condición de víctimas por estos delitos sean 

revictimizadas. Autoras como Fiscó (2005) han señalado con preocupación que si bien 

Colombia cuenta en la actualidad con un marco normativo dotado de herramientas jurídicas 

para la garantía y protección de los derechos humanos de las mujeres como la Convención 

para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer desde 1982, el 

Protocolo Adicional II de la Convención de Ginebra desde 1994, la Convención de 

Derechos Humanos de Viena desde 1993, la Convención de Belén do Pará ratificada 

desde 1996, la tipificación en el Código Penal de los delitos contra personas y bienes 

protegidos por el DIH (título II) y la penalización de distintas modalidades de violencia 

sexual, estos progresos normativos no se han traducido en una buena situación de disfrute 

de los derechos de las mujeres en el país.  

Acorde con Galvis (2009), la violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto 

interno armado colombiano se puede encontrar en al menos cuatro contextos, así: 1) 

contexto de ataque (acciones que buscan mejorar la posición militar); 2) contexto de 

privación de la libertad (en el marco de una detención legal, de un retén, o de un secuestro); 

3) contexto de ocupación (cuando uno de los actores armados ostenta el control de una 

zona geográfica y ejerce autoridad en ella); finalmente, 4) contexto intrafilas (alude a las 

normas de comportamiento que se siguen al interior de los grupos armados o la violencia 

sexual contra las compañeras). 

Si bien en diversas instancias judiciales se ha resaltado el hecho de que los delitos de 

connotación sexual han sido una constante en el marco del conflicto armado interno 

colombiano y su alta frecuencia está también demostrada a través de diversos estudios 

llevados a cabo por organizaciones dedicadas al tema, con especial preocupación se ha 

destacado la participación de los grupos paramilitares en estos delitos, quienes escudados 
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en el discurso “antisubversivo” ejercieron acciones deliberadas contra la población civil a 

la que en la mayoría de circunstancias tildaron arbitrariamente de informante o 

colaboradora de la contraparte convirtiéndose en víctimas de múltiples delitos, entre ellos 

y con gran incidencia, los crímenes sexuales. 

El trabajo de Caicedo y Cols. (2009) reseña la violencia sexual como un arma de y para la 

guerra cuyo ejercicio posibilita alcanzar un objetivo; cuando cumple con un fin el acto de 

violencia sexual adquiere otra connotación adicional: tortura. Algunos de los fines 

reseñados por la autora en el ejercicio de la violencia sexual en el marco de un conflicto 

interno armado colombiano son: Dominar, como demostración de superioridad por parte 

de quien la ejerce; Regular, con el propósito de normar relaciones lo que implica 

prohibiciones y sanciones en torno al ejercicio autónomo; Callar, con el objeto de disuadir 

a una persona u organización de continuar con funciones de denuncia o investigación; 

Obtener información; Castigar, como retaliación frente a un grupo u organización; 

Expropiar, cuando se comete con el fin de expulsar o despojar a una persona de sus 

bienes; Exterminar, con el objeto de disuadir o separar una organización o colectivo. 

Pero, ¿cuáles son entonces las deliberaciones jurídicas para considerar ciertos delitos 

como crímenes de lesa humanidad en el ordenamiento jurídico colombiano? Para 

empezar, baste señalar que en el derecho comparado los intentos de caracterizar la 

violencia sexual como crimen de lesa humanidad se recrean en múltiples casos en 

Latinoamérica; uno de los más emblemáticos ha sido el caso peruano. Así, Dador (2007) 

señala como en el informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR), sobre la 

violencia armada interna en Perú entre 1980 y 2000, se indica que la violencia sexual 

contra las mujeres constituye un crimen de lesa humanidad al alcanzar carácter de 

generalizado en unos casos y de sistemático en otros, esta consideración, como ya se 

señalaba en el anterior apartado, conlleva ciertos retos como suponer un mayor estándar 

probatorio. 

Así pues, de acuerdo con Dador (2007), en el caso del Perú los actos de violación a los 

derechos humanos bien podrían calificarse como sistemáticos al contener una extensión 

geográfica ya que “es posible sostener que los casos de tortura y trato degradante a través 

de la violencia sexual constituyeron una práctica extendida en determinados 

departamentos (Ayacucho, Huancavelica, Huanuco, Apurimac, Junín, Cusco, San Martín 

Ucayali)” (p. 31); afirmación que toma cuerpo en los 449 casos de violencia sexual 

registrados por la CVR y en el registro de las 40 bases militares y centros de detención 
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donde se perpetraron agresiones sexuales, también en la omisión de investigación y 

sanción, donde en el caso peruano de acuerdo al informe de Defensoría del Pueblo de 

Perú, a pesar de las denuncias, no se conoce de sanciones a estos infractores. Dador 

(2007) sostiene que a pesar de los elementos anteriores, la jurisprudencia nacional del 

Perú ha hecho primar en la judicialización el principio de legalidad: se aplica la norma 

nacional vigente en el momento de la comisión de la violación.  

Por otro lado, Villanueva (2007) describe también para el caso peruano, el Informe Final 

de la CVR contiene varias secciones dedicadas a la violencia sexual contra la mujer, de 

manera general se puede afirmar que la CVR tuvo conocimiento de más de 500 casos de 

violación sexual ocurridos en al menos en 15 departamentos del país con una mayor 

incidencia entre 1984 y 1990. 

En atención a la características descritas para los casos de violencia sexual en los distintos 

tomos, la primera parte de la sección Violencia contra la Mujer del Tomo VI del Informe 

Final de la CVR señala que esa violencia constituye crimen de lesa humanidad, pues 

puede calificarse en algunos casos como generalizada y en otros como sistemática, ya en 

las conclusiones de la misma sección se sostiene que la violencia sexual fue una práctica 

generalizada perpetrada por agentes del Estado y también se señala que la violación 

sexual como tortura fue una práctica persistente y reiterada. Adicionalmente, en la misma 

sección del Tomo VI se concluye que la violencia sexual afectó a un número importante de 

mujeres detenidas porque estaban real o presuntamente involucradas personalmente en 

el conflicto armado o sus familiares lo estaban, no obstante, de los testimonios que reporta 

la sección  

No se puede hablar de una práctica sistemática o generalizada de violencia sexual por 

parte de los grupos subversivos, pero sí “de graves transgresiones al derecho internacional 

humanitario, específicamente a las normas mínimas de humanidad recogidas en el artículo 

3º común a los Convenios de Ginebra y las normas del Código Penal peruano. (Villanueva, 

2007, p. 214).  

Así pues, pese a la caracterización de los eventos de violencia sexual por parte de la CVR 

como crímenes de lesa humanidad directamente o enunciando sus características, acorde 

a las autoras consultadas es claro que ha primado el principio de legalidad para la 

imputación de responsabilidades, postura que, como se describirá, en el caso colombiano 

ha marcado la línea académica (la enunciación en la categoría con fines netamente 

descriptivos). 
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Ahora bien, en el caso colombiano aunque el Código Penal consagra varios delitos que 

también están enunciados en el Estatuto de Roma como crímenes de lesa humanidad, 

tales como la tortura, la violación sexual, la esclavitud sexual, la prostitución forzada, la 

detención arbitraria, el desplazamiento forzado, estos no pueden ser considerados como 

crímenes de lesa humanidad de conformidad con lo establecido por el Derecho Penal 

Internacional, ya que carecen del elemento de contexto que es indispensable para predicar 

la existencia de tal tipo de crimen, esto es, la exigencia de que el mismo se cometa en el 

marco de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil. Así, de acuerdo 

con Fernández (2011), el Estado colombiano está en mora de cumplir con la obligación 

internacional de ajustar la legislación interna a la normativa internacional, en lo que tiene 

que ver con la tipificación de los crímenes de lesa humanidad y su elemento de contexto, 

pues el derecho penal colombiano está edificado sobre el principio de legalidad, lo que 

exige que una ley en sentido formal que señale el delito y la pena que se le asocia a su 

comisión.  

Señala la autora que así las cosas, los jueces de la República deben enfrentarse a dos 

opciones, que en ningún caso, son compatibles con los compromisos internacionales 

asumidos: 1) juzgar a los responsables de los crímenes de lesa humanidad con los tipos 

del derecho penal clásico o 2) aplicar de manera directa los crímenes de lesa humanidad 

consagrados en Estatuto de Roma, “lo que implicaría desconocer las obligaciones que 

tiene el Estado de garantizar el principio de legalidad consagrado por la Carta Política y 

los tratados de derechos humanos” (Fernández, 2011, p. 27). 

Bien vale recordar que la Corte Constitucional en la sentencia C-578 de 2002, mediante la 

cual se revisó la exequibilidad del mencionado tratado internacional, estableció que  

El ámbito del Estatuto de Roma se limita exclusivamente al ejercicio de la competencia 

complementaria atribuida a la Corte Penal Internacional y a la cooperación de las 

autoridades nacionales con ésta, el tratado no modifica el derecho interno aplicado por las 

autoridades judiciales colombianas en ejercicio de las competencias nacionales que les 

son propias dentro del territorio de la República de Colombia. (Corte Constitucional, 

República de Colombia, 2002). 

En un pronunciamiento más reciente (sentencia C-290 de 2012), sobre la 

imprescriptibilidad dispuesta en el Estatuto de Roma, por oposición a lo consignado en la 

Carta Política, la Corte señaló que 
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Consagrar la imprescriptibilidad de la acción penal, viola el artículo 2º numeral 1º del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas y el artículo 24 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos, instrumentos internacionales que, al tenor 

del artículo 93 superior, prevalecen en el orden interno. (Corte Constitucional, República 

de Colombia, 2012). 

Y en otro apartado en el que también se trae a colación la sentencia C-578 de 2002 se 

señala que la Constitución Política consagra la prohibición de que en Colombia existan 

penas y medidas de seguridad imprescriptibles, donde la única excepción a esa prohibición 

la prevé el Estatuto de Roma, en el caso colombiano mediante Acto Legislativo 02 de 2001, 

“que según lo determinó la Corte Constitucional al revisar dicho Estatuto, se circunscribe 

al ámbito de competencia asignado a la Corte Penal Internacional para los delitos 

sometidos a su jurisdicción” (Corte Constitucional, República de Colombia, 2012), a lo que 

hay que agregar que en la propia sentencia C-290 de 2012 la Corte concluye sobre la 

imprescriptibilidad de los crímenes de competencia de la CPI que en tal materia  

Se está en presencia de un “tratamiento diferente”. La Corte en sentencia C- 578 de 2002 

estimó que el artículo 29 del Estatuto de Roma, según el cual “Los crímenes de 

competencia de la Corte no prescribirán”, constituía un tratamiento diferente, lo cual 

significa, de conformidad con el Acto Legislativo 02 de 2001, que se está en presencia de 

una regulación aplicable exclusivamente en el ámbito de competencia de la CPI, sin que 

modifique o cambie la legislación interna. (Corte Constitucional, República de Colombia, 

2012). 

Así las cosas, la definición de los crímenes de lesa humanidad y sus respectivas penas 

opera para el ámbito de la competencia de la Corte Penal Internacional y no para el 

derecho interno, razón por la cual no es posible que las autoridades judiciales sigan 

insistiendo en la tesis de la aplicación directa del Estatuto de Roma, máxime cuando 

estamos frente a principios constitucionales que se deben respetar como es el principio de 

legalidad. En esa medida, en Colombia no se encuentran expresamente tipificados los 

crímenes de lesa humanidad. Además, señala Fernández:  

En el ordenamiento jurídico colombiano rige el principio de legalidad para el 

establecimiento de los delitos y de las penas, razón por la cual no es posible aplicar de 

manera directa el Estatuto de Roma, pues a pesar de que este proporciona los elementos 

definitorios y característicos de los crímenes de lesa humanidad como son su carácter 
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general y sistemático, no establece una garantía penal que establezca la respectiva 

sanción penal. (2011, p. 30).  

Concluye entonces la autora que la ausencia en estricto sentido de tipos penales 

específicos que consagren los crímenes de lesa humanidad no puede ser sustituida por la 

aplicación directa del Derecho Penal Internacional, pues en Colombia no solo debe 

garantizarse la persecución de los crímenes internacionales sino que igualmente debe 

respetarse la garantía del principio de legalidad. En caso de investigar y juzgar crímenes 

de lesa humanidad se estaría desconociendo el principio de legalidad, es decir, 

convirtiendo el derecho penal en un instrumento de violación de los derechos humanos y 

las garantías judiciales, propiciando que el Estado colombiano pueda comprometer su 

responsabilidad internacional ante organismos como la Corte IDH. Lo anterior significa que 

en Colombia los crímenes de lesa humanidad deben ser juzgados de conformidad con los 

tipos penales clásicos o tradicionales que establece el Código Penal, lo que deja en 

evidencia la falta de capacidad jurídica del Estado colombiano para llevar a cabo la 

persecución penal de dichos crímenes, situación que generaría la posibilidad que la CPI, 

en virtud del principio de complementariedad, asumiera el conocimiento de un caso 

llevando a cabo la persecución penal. 

En la misma línea argumentativa de Fernández (2011), para Forer y Díaz (2011), la 

categoría crimen de lesa humanidad nunca se ha tipificado expresamente en la legislación 

penal colombiana (no obstante, como se expondrá más adelante, con la Ley 1719 de 2014, 

artículo 16, se verá un señalamiento expreso de considerar la violencia sexual como crimen 

de lesa humanidad en virtud del contexto para lograr una adecuada tipificación cuando se 

cumplan los requisitos contemplados en la legislación internacional), aun así, los autores 

sostienen que en aras de garantizar el cumplimiento de los estándares internacionales 

relativos a la investigación, juzgamiento y sanción de las graves violaciones a derechos 

humanos, los funcionarios judiciales deberán acudir no solo a la jurisdicción interna sino a 

todos los instrumentos de los que permite proveerse el bloque de constitucionalidad, 

imputando en principio delitos nacionales que retomen la descripción de los crímenes 

internacionales que se quieren perseguir (como los crímenes de lesa humanidad para 

efectos del presente escrito).  

Sostienen entonces que si en el derecho interno se contienen tipos penales que describen 

a la situación de hecho de la que se trate, así como una pena que sea razonable y 

proporcional a su ejecución, se deberá imputar y sancionar con base en la legislación 
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nacional. Ahora, si a la luz del derecho internacional la conducta reviste un carácter como 

el de crimen de lesa humanidad, dicha acepción debe desarrollarse en el texto de la 

sentencia y resaltarse en el curso del proceso, destacando las características de 

sistematicidad o generalidad. El elemento que se destaca en tal declaratoria del delito 

como crimen de lesa humanidad es su imprescriptibilidad que no se puede negar o 

desconocer y que marcha en plena armonía con el Estatuto de Roma. 

Ahora bien, sin desconocer la imprescriptibilidad que dispone el Estatuto para los crímenes 

que contiene, en el ordenamiento jurídico colombiano la Constitución ha consagrado que 

no pueden existir penas imprescriptibles (artículo 28), y así lo han ratificado algunas 

sentencias de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, sin embargo, autores 

como Huertas y Cols., (2010), indican que una nueva corriente jurídica adopta la posición 

de darle un valor preponderante a lo establecido por el Derecho Penal Internacional, y al 

interés de proteger los derechos humanos por la figura del bloque de constitucionalidad, 

postura que coincide con lo que platean Forer y Díaz (2011) y que se muestra como 

intermedia aludiendo al apego a tal categoría en términos netos de imputación. 

Para el propósito del presente escrito vale recordar que la línea jurisprudencial que se 

sigue para la caracterización de los hechos cometidos por el BCB se cierran al marco de 

las actuaciones procesales por la Ley de Justicia y Paz, analizando las sentencias y actas 

de imputación así como múltiples informes institucionales y académicos que se remiten 

principalmente a dicho marco jurisprudencial.  

Valga anotar que Criales (2011), sobre la Ley de Justicia y Paz y su posible colisión con 

principios del Estatuto de Roma señala que en primer lugar la Corte Penal Internacional se 

desarrolla dentro del marco epistemológico de la justicia retributiva con tres fundamentos 

básicos: que los crímenes de mayor gravedad para la humanidad no queden sin castigo; 

poner fin a la impunidad de esos crímenes y garantizar la justicia internacional, mientras 

que los principios de la Ley de Justicia y Paz están fundados en la verdad, la justicia y la 

reparación dentro del marco conceptual de la Justicia Transicional  y con base en la 

alternatividad penal. Señala entonces que la justicia retributiva, fundamento de Estatuto de 

Roma, riñe con el fundamento de la justicia transicional, “en virtud de los fines que persigue 

cada una de ellas: la primera busca la imposición del castigo y la erradicación de la 

impunidad y la segunda busca la imposición de un castigo mínimo para buscar la paz” (p. 

78). 
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Las anteriores consideraciones no pasan inadvertidas en el proceso de Justicia y Paz, ya 

en la sentencia al postulado Rodrigo Pérez Alzate por el delito de Homicidio en persona 

protegida y otros, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá (2013) analiza el 

concepto de legalidad en el ámbito del Derecho Penal Internacional, en aras de 

fundamentar la decisión sobre el postulado. Se señala en la sentencia que los instrumentos 

internacionales sobre derechos humanos no equiparan el principio de legalidad penal con 

ley en sentido formal, sino que los tratados internacionales, la costumbre internacional e 

incluso los principios generales de derecho pueden ser fuente del derecho penal, 

flexibilizando el principio. 

Lo que les permite a los Estados investigar y juzgar al autor de comportamientos 

constitutivos de delitos internacionales, aunque no se encuentren tipificados dentro de la 

legislación interna del Estado donde se perpetraron o donde es nacional el inculpado. Lo 

anterior conlleva una flexibilización del Principio de Legalidad. (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 167). 

Por lo anterior, se sostiene que en un contexto de ampliación del concepto de ley “hay que 

recordar que nuestro país ha suscrito convenciones internacionales que sancionan delitos 

internacionales, entre ellos las graves infracciones al derecho internacional humanitario” 

(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 268). En la sentencia se 

reconoce que todos los hechos cometidos por Rodrigo Pérez Alzate durante su militancia 

en el Bloque Central Bolívar pueden ser catalogados como crímenes de guerra y de lesa 

humanidad, siempre que se acrediten los presupuestos necesarios para ello teniendo 

como fundamento los instrumentos internacionales sobre derechos humanos suscritos por 

Colombia, la costumbre internacional e incluso los principios generales de derecho. 

Así al momento de su comisión no existiera norma interna que los calificara de esta 

manera, toda vez que por virtud del artículo 93 de la Constitución Nacional, forman parte 

del Bloque de Constitucionalidad y en consecuencia, prevalecen en el orden interno. Ahora 

bien, la calificación de las conductas como delitos contra el Derecho Internacional 

Humanitario o Crímenes de Lesa Humanidad, no impide la aplicación del principio 

constitucional de legalidad de los delitos y de las penas, lo que significa que al momento 

de la individualización de la sanción penal, se debe imponer al postulado la que se 

encontraba vigente al momento de la comisión de la conducta o la que resulte más 

favorable a sus intereses, cuando esté prevista por una norma posterior. (Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 288). 
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En la sentencia se dispone que para cada uno de los hechos formulados sobre el postulado 

se haga una descripción de los mismos con fundamento en las normas nacionales e 

internacionales, clasificándolos teniendo en cuenta los móviles, patrones de criminalidad 

del Bloque Central Bolívar y sus formas de operar. 

En procura de ir finalizando la presente disertación, convenga aludir a que para el tema de 

violencia sexual el debate anteriormente expuesto parece verse superado, de momento, 

con la sanción de la Ley 1719 de 2014 de 18 de junio de 2014, por la cual se modifican 

algunos artículos de las leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y se adoptan medidas para 

garantizar el acceso a la justicia de las víctimas de violencia sexual, particularmente de 

aquella ocurrida con ocasión del conflicto armado, que establece que en concordancia con 

el Estatuto de Roma los delitos de violencia sexual deberán ser declarados por la autoridad 

judicial como crímenes de lesa humanidad (como verdad judicial, artículo 15), cuando se 

cumplan los requisitos contemplados en la legislación internacional, con esta condición la 

acción penal sería imprescriptible en los siguientes términos:  

Artículo 16: Modifíquese el inciso segundo del artículo 83 de la ley 599 de 2000 modificado 

por la ley 1426 de 2010 en los siguientes términos: El término de prescripción para las 

conductas punibles de desaparición forzada, tortura, homicidio de miembro de una 

organización sindical, homicidio de defensor de Derechos Humanos, homicidio de 

periodista y desplazamiento forzado será de treinta (30) años. En las conductas punibles 

de ejecución permanente el término de prescripción comenzará a correr desde la 

perpetración del último acto. La acción penal para los delitos de genocidio, lesa humanidad 

y crímenes de guerra será imprescriptible. (Congreso de la República, 2014).   

Adicionalmente, la Ley amplía tipificaciones penales a delitos propios del conflicto armado 

como el embarazo forzado, la esterilización y la desnudez forzada; finalmente establece 

que el Estado debe presumir la vulnerabilidad de las víctimas de violencia sexual con 

ocasión del conflicto armado obligándose a su protección y pone en los jueces e 

investigadores la obligación de determinar con base en las circunstancias o la conducta 

del grupo si se produjo o no el delito. Por su parte, en el Auto 009 de 2015, la Corte 

Constitucional señala sobre la Ley que además ésta  

Reconoce que la violencia sexual contra las mujeres, muchas veces no sólo está orientada 

a lesionar los bienes jurídicos de integridad y libertad sexual, sino también a lesionar o 

restringir el ejercicio de los Derechos Políticos, en este sentido la Ley contempla un 

agravante cuando la conducta constitutiva de violencia sexual, se encuentra motivada en 
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el ánimo de reprimir o silenciar a las mujeres lideresas. (Corte Constitucional, República 

de Colombia, 2015). 

Dicha ley probablemente sea objeto de algún otro pronunciamiento por parte de la Corte 

Constitucional pues frente al artículo 16 parece existir una nueva interpretación (sobre la 

imprescriptibilidad), contraria al mismo artículo 28 de la Constitución, que rebasa los 

alcances de este trabajo explicar. 

Algunos trabajos académicos se han querido dar a la tarea de interpretar eventos de 

violencia sexual ocurridos en el marco del conflicto armado colombiano como crimen de 

lesa humanidad, así, el grupo de trabajo Mujer y género, por la verdad, la justicia, la 

reparación y la reconciliación (2008), señala que la dogmática penal tiene características 

que dificultan la investigación de los crímenes contra las mujeres y su juzgamiento, hecho 

que se ha hecho evidente en el marco de la Ley de Justicia y Paz, donde los funcionarios 

estatales han señalado que hay dificultades para tipificar algunos crímenes de violencia 

sexual como crímenes atroces susceptibles de investigación y juzgamiento. 

 Así por ejemplo, se señala que para los funcionarios no es claro si los actos de violencia 

sexual que no constituyen violación sexual pueden tipificarse como crímenes de lesa 

humanidad, especialmente porque muchos de ellos se cometieron antes de que Colombia 

ratificara el Estatuto de Roma, tratado en el que la violencia sexual en sentido amplio se 

reconoce como crimen atroz. Con este argumento, indican que esos actos sucedieron bajo 

un orden normativo en el que la violación sexual era el único crimen de violencia sexual 

que se penalizaba. Frente a esta problemática, en el documento se defiende, en línea con 

los autores expuestos y con lo dispuesto en la Ley 1719 de 2014, la postura de manejar 

como parámetro básico para la tipificación de los crímenes los estándares de género 

reconocidos por el Estatuto de Roma. 

Por otro lado, Caicedo (2009) con unas recomendaciones más claras esboza una 

propuesta de judicialización de la violencia sexual que contempla 3 escenarios que se 

explican a continuación:  

1), Judicialización de la violencia sexual como acto de violencia sexual en sí mismo y como 

tortura: teniendo en cuenta que en los eventos de violencia sexual la víctima no tuvo opción 

para disponer de su cuerpo y su sexualidad libremente, es claro que las violencias sexuales 

infligen daños y sufrimientos físicos y psicológicos a las víctimas, no solamente mientras 

se comete el acto sino a futuro. Por ello, señala Caicedo (2009) “si bien la violencia sexual 

debe ser reconocida como un delito sexual, también es una forma de tortura, en el que se 
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constituye el elemento material causando el daño y/o sufrimiento y una finalidad (como 

castigarla, intimidarla o coaccionarla)” (p. 20) y soporta su afirmación en los 

pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Tribunal Penal 

Internacional para Ruanda y el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia.  

2), Adecuación típica: si bien, como se señalaba anteriormente, por principio de legalidad, 

no es posible juzgar a nadie por acciones que no han sido tipificadas previamente a su 

comisión como delitos, es necesario analizar los hechos del caso que se conoce y 

adecuarlos a la descripción típica que mejor corresponda. Para ello deben tenerse en 

cuenta dos aspectos: la vigencia y la prescripción del delito. 

 3), Visibilización de la gravedad: los delitos que se cometen con ocasión de un conflicto 

armado, ya sea interno o internacional, tienen una valoración más grave que aquellos que 

se realizan por móviles subjetivos pues se constituyen en crímenes de guerra o violaciones 

graves al Derecho Internacional Humanitario y comportan penas de mayor envergadura 

que demás tipificados como delitos comunes, convencionales o cometidos en tiempos de 

paz. Para el caso colombiano, señala la autora, se puede hablar de violación y tortura como 

delitos contra personas protegidas por el derecho internacional humanitario si éstos 

ocurrieron en el marco del conflicto armado, en relación con él y si los hechos sucedieron 

después del 24 de octubre de 2000, fecha en la que entró a regir el actual Código Penal 

Ley 599 de 2000, pero si los hechos ocurrieron en una fecha anterior no podrán 

presentarse como crímenes de guerra. 

No obstante, y este es el punto central de la propuesta de Caicedo (2009), y que coincide 

con la ya reseñada Ley 1719 de 18 de junio de 2014 y con varios de los autores acá 

descritos, es importante lograr que en la formulación de imputación fáctica se haga 

evidente la situación del contexto como marco en el que se cometieron esos hechos, y se 

aventura a sostener que: 

Las violencias sexuales que se han cometido en Colombia lo han sido en contextos de 

ataques sistemáticos o en contextos que se repiten de tal forma que pueden configurar 

una situación de generalidad (…) no cabe la menor duda de que la mayoría de los casos 

de violencia sexual cometidos contra mujeres son delitos de lesa humanidad por cuanto 

se han cometido de manera sistemática o generalizada o en el marco de ataques 

sistemáticos o generalizados. (Caicedo, 2009, p. 21). 

Un caso reconocido de abordaje de la violencia sexual y de su categorización dentro de 

las características de los crímenes de lesa humanidad es el que trae el Auto 092 de 2008 
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donde la Corte Constitucional, entre otras cosas acomete el fenómeno de la violencia 

sexual en contra de las mujeres en el contexto del conflicto armado colombiano, así 

Céspedes-Báez (2010) realiza un análisis jurisprudencial cuya base es la consideración de 

la Corte de que la violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto interno 

armado es “habitual, sistemática y extendida”, aseveración que remite inmediatamente a 

los elementos del crimen de lesa humanidad (aunque en el Auto no hay una afirmación 

precisa sobre que la violencia sexual constituya un crimen de lesa humanidad).   

Céspedes-Báez (2010) sostiene que el alto tribunal previo a aceptar, frente al acervo 

probatorio de instituciones gubernamentales y no gubernamentales, la ocurrencia de 183 

hechos específicos ocurridos entre los años 1993 y 2008, afirma que las prácticas de 

violencia sexual son sistemáticas y generalizadas sin especificar en qué consisten estos 

elementos y cómo se manifiestan en el contexto colombiano. Para la autora, la Corte en 

su afán de reconocer y darle visibilidad a una situación recurrente en el conflicto armado 

colombiano, se refirió a ésta en palabras que tienen significados específicos en la doctrina 

del derecho internacional sin detenerse a verificar si el ámbito de sus funciones le permitía 

utilizarlas de manera categórica como una realidad dada sin tener la competencia para 

verificar en los hechos si se cumple con los criterios de lo que se denomina generalizado 

y sistemático (competencia que la autora atribuye a los abogados litigantes, los expertos o 

la Fiscalía). Así, critica la afirmación de la Corte en cuanto a que la violencia sexual contra 

las mujeres en el marco del conflicto armado colombiano es habitual (generalizada) y 

sistemática, pues no tiene fundamento jurídico y fáctico y desconoce que tales calificativos 

requieren del establecimiento del contexto en el que han ocurrido (o el elemento 

internacional del crimen). 

Ahora bien, las propuestas expuestas persiguen la caracterización de la violencia sexual 

como crimen de lesa humanidad, pero en términos jurídicos al día de hoy ¿qué 

implicaciones hay respecto a la ocurrencia de eventos de violencia sexual por parte del 

BCB? Es preciso recordar que Colombia hace parte de las situaciones bajo examen de la 

Corte Penal Internacional, en ese marco, en noviembre de 2012 la Fiscalía de dicha corte 

presentó su segundo informe, en el cual se subrayó la existencia de un fundamento 

razonable para creer que los distintos actores involucrados en el conflicto armado habían 

cometido delitos de lesa humanidad desde el 1 de noviembre de 2002, fecha de entrada 

en vigor del Estatuto de Roma al país, asimismo, destaca Olásolo (2014)  
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La Fiscalía confirmó que había venido recogiendo información sobre el desarrollo de las 

actuaciones nacionales con respecto a estos delitos, a efectos de determinar en el marco 

de su análisis de admisibilidad sobre la situación en Colombia, si las mismas: (i) incluían a 

quienes tenían presuntamente una mayor responsabilidad en su comisión (máximos 

responsables); y (ii) se estaban llevando a cabo de manera realmente genuina (es decir, 

sin adolecer de una falta de disposición o de capacidad por parte del Estado colombiano). 

(p. 41).  

En el mencionado informe, la Fiscalía de la CPI estudia cómo se ha desarrollado el 

fenómeno de la lesa humanidad en Colombia, llegando a la conclusión de que existe un 

fundamento razonable para creer que, desde el 1 de noviembre de 2002, todos los actores 

implicados en el conflicto armado colombiano han cometido delitos de lesa humanidad 

mencionando entre estos la comisión de asesinatos, desplazamientos forzados, 

detenciones arbitrarias, torturas y abusos sexuales.  

La Fiscalía de la CPI pone particular énfasis en que la violación y otras formas de violencia 

sexual ha generado cerca de 35.000 víctimas entre los años 2001 y 2009 en los 

departamentos de Antioquia, Cauca, Córdoba, Arauca, Nariño, Tolima, Risaralda, Quindío, 

Valle del Cauca y Norte de Santander. Tal como destaca el autor,  

Las víctimas de estos delitos incluyen a mujeres y niñas que: (i) han sido reclutadas 

forzosamente; (ii) son familiares de miembros de los grupos armados; (iii) son percibidas 

como relacionadas con miembros de los grupos contrarios; (iv) obstruyen el reclutamiento 

forzado de sus hijos e hijas; (v) pertenecen a comunidades indígenas; (vi) tienen una 

orientación sexual cuestionada; (vii) son presuntas portadoras de enfermedades de 

transmisión sexual como el SIDA; (viii) son miembros de organizaciones defensoras de 

derechos humanos; y (ix) rechazan obedecer las instrucciones del actor armado con mayor 

influencia en el área. (Olásolo, 2014, p. 44).  

De acuerdo con el autor, para la Fiscalía de la CPI, la comisión a gran escala de estos 

delitos, el gran número de víctimas y la manera organizada de su comisión muestran el 

carácter generalizado y sistemático de los actos de violencia sexual cometidos por los 

actores armados contra la población civil, además se debe destacar que la Fiscalía de la 

CPI ve también con particular preocupación las escasas actuaciones nacionales 

desarrolladas por delitos con connotación sexual y que contrasta con el alto número de 

víctimas que han sido identificadas. 
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Así, de acuerdo con el informe de la Fiscalía de la CPI, y frente a la posibilidad de que el 

caso particular de los grupos paramilitares, y dentro de estos el BCB, llegase ante la Corte 

Penal Internacional, Olásolo (2012) en un texto previo sostenía que se debe recordar que 

dicha estructura hizo parte del proceso de Justicia y Paz, que con la Ley 975 de 2005 

impone junto con las penas principales y accesorias que correspondan conforme a la 

normativa penal ordinaria, una pena alternativa para quienes además de desmovilizarse, 

cumplan con las condiciones establecidas en la propia Ley de Justicia y Paz, esto es, la 

privación de la libertad entre cinco y ocho años de acuerdo con la gravedad de los delitos.  

Así, es preciso considerar en un eventual análisis de admisibilidad de los casos cobijados 

por la Ley ante la CPI si es posible demostrar que en las actuaciones nacionales realizadas 

en aplicación de la Ley 975 de 2005 concurre alguna de las circunstancias previstas en el 

artículo 20 (3) del Estatuto de Roma, es decir, que se han dirigido a sustraer al acusado 

de su responsabilidad penal “o no han sido sustanciadas de manera independiente o 

imparcial ni son compatibles con la intención de hacer comparecer a la persona de que se 

trate ante la justicia” (Olásolo, 2012, p. 143).  

Aunque las dificultades para probar que concurre alguna de las circunstancias del 

mencionado artículo del Estatuto son evidentes si se tiene en cuenta que a diferencia de 

los denominados indultos a priori, la pena alternativa prevista en la Ley de Justicia y Paz 

solo exime parcialmente de responsabilidad penal, no obstante, en opinión del autor sería 

un error excluir esta posibilidad y en cambio habría que estudiarse con cuidado la 

ocurrencia de las circunstancias desde factores tales como los plazos que se conceden a 

la Fiscalía Nacional de la Justicia y de la Paz para la investigación, los medios materiales 

con los que se dota a la misma (frente a la magnitud de las actividades delictivas objeto) y 

otros. 

El último pronunciamiento jurídico sobre la violencia sexual en el marco del conflicto interno 

armado está dado por el Auto 009 de 2015, de seguimiento a la sentencia T-025 de 2004, 

y su anexo complementario, en dichos productos jurídicos la Corte reconoce que persisten 

los actos de violencia sexual cometidos por actores armados contra mujeres desplazadas 

y además expone que tales actos de violencia sexual o la amenaza de su ocurrencia siguen 

siendo causa de desplazamiento forzado para las víctimas y sus núcleos familiares. Un 

fenómeno que gana visibilidad es el aumento de violencia intrafamiliar para con mujeres 

que han sido víctimas de violencia sexual.  
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Frente a las motivaciones de los grupos para cometer los eventos de violencia sexual la 

Corte, siguiendo un juicioso análisis académico, señala que en los paramilitares, 

Las principales motivaciones para perpetrar actos de violencia sexual fueron: (i) atacar a 

las mujeres en condición de liderazgo en las comunidades, (ii) destruir el circulo afectivo 

de los considerados como enemigos, (iii) castigar las conductas que consideraban 

transgresoras de su orden, (iv) las prácticas culturales naturalizadas y, (v) el interés de 

generar prácticas que cohesionaran sus filas e identidades violentas. En el caso de las 

guerrillas, la mayoría de episodios de violencia sexual ocurrieron con ocasión a: (i) 

extorsiones a la población campesina, (ii) el secuestro de civiles y, (iii) la pertenencia a las 

filas. En el caso de la fuerza pública, este tipo de actos se presentaron con ocasión a: (i) 

la alianza con los paramilitares, (ii) la estigmatización de las poblaciones como guerrilleras 

y, (iii) la puesta en indefensión de sus víctimas mediante las armas. Y finalmente, en el 

caso de los grupos pos-desmovilización, el modus operandi de la violencia sexual se 

encuentra relacionado con: (i) el ataque y amedrentamiento de defensoras de derechos 

humanos, lideresas de víctimas y reclamantes de tierras, (ii) la expansión territorial y el 

ejercicio de control social, y (iii) la sustitución o la supresión de la autoridad del Estado en 

las regiones periféricas del país. (Corte Constitucional, República de Colombia, 2015). 

Ahora bien, la Corte también señala cómo estos eventos pueden leerse desde lo 

sistemático. A partir de la recopilación documental que recoge en el Auto enfatiza en que 

existirían indicios de que independientemente del actor que comete el hecho, los eventos 

de violencia sexual contra mujeres no se dieron como producto de una situación fortuita 

relacionada netamente con los combatientes de baja jerarquía “sino que por el contrario, 

fue producto de los incentivos y las sanciones deliberadas de las altas cúpulas o jerarquías 

de las organizaciones hacia la totalidad de sus combatientes” (Corte Constitucional, 

República de Colombia, 2015). 

La Corte destaca que algunas afectaciones de género con connotación sexual han sido 

padecidas particularmente por mujeres niñas y adolescentes, por parte de grupos 

armados, alrededor de proyectos mineros extractivos en algunas zonas del país o por ser 

personas con identidad de género o preferencias sexuales diversas.  

Entre los factores que potencian el riesgo de violencia sexual para las mujeres en condición 

de desplazamiento forzado, la Corte destaca unos contextuales: (i) presencia de actores 

armados en los territorios, y (ii) ausencia o debilidad institucional frente a los fenómenos 
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de violencia sexual contra las mujeres; frente a unos subjetivos relacionados con: (i) edad, 

(ii) pertenencia étnica o racial, y (iii) condición de discapacidad. 

En el documento anexo al Auto (2015), la Corte sostiene que la violencia sexual contra 

mujeres desplazadas perpetrada por actores armados sigue siendo una expresión 

exacerbada de los contextos de discriminación y del padecimiento histórico de la violencia 

de género, donde lo femenino se percibe en inferioridad y donde la discriminación hacía la 

mujer se normaliza o tolera socialmente. 

Finalmente, en el referido Auto, la Corte señala que si bien el considerar que la violencia 

sexual en la Ley 1719 de 2014 representa un avance decisivo, aún restan importantes 

correctivos a desarrollar, en primer lugar, “la Ley 1719 de 2014 tan sólo hace referencia al 

crimen de lesa humanidad como verdad judicial, pero no brinda elementos conceptuales 

que permitan investigar, enjuiciar y sancionar la violencia sexual como crimen de lesa 

humanidad” (Corte Constitucional, República de Colombia, 2015); y por último,  

Exigir de manera adicional que los actos de violencia sexual se cometan “en desarrollo al 

conflicto armado”, puede conllevar a interpretaciones restrictivas que sólo tipifiquen la 

violencia sexual como parte del conflicto armado, cuando los actos de violencia sexual 

concurran con las hostilidades, hipótesis fáctica que en el conflicto armado colombiano es 

discutible, toda vez que los actos de violencia sexual son también perpetrados por fuera 

de las hostilidades, sin que esto signifique la ruptura de su nexo próximo y suficiente con 

el conflicto armado. (Corte Constitucional, República de Colombia, 2015). 

2.3.2 El carácter sistemático de los crímenes como elemento 
definitorio. 

Para efecto del presente texto, el elemento que permitirá definir si los delitos de violencia 

sexual cometidos por el BCB constituyen crímenes de lesa humanidad es su carácter 

sistemático, así, Céspedes-Báez (2010) señala que la sistematicidad en los crímenes de 

lesa humanidad hace referencia al aspecto cualitativo en el que predomina la naturaleza 

organizada de los actos de violencia, de manera tal que tras los actos individuales pueda 

discernirse un patrón; así, la sistematicidad se evidencia en el plan preconcebido o en el 

fin común que se persigue con el ataque, ya sea destruir, perseguir o debilitar una 

comunidad. Para la autora, basta que un solo acto sea cometido en el contexto adecuado 

para que se considere crimen de lesa humanidad, porque la conducta no es el ataque, sino 
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parte del mismo. Esa política o plan pueden provenir del Estado o de cualquier otro grupo 

u organización de particulares. Dador (2007) expone cómo la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, en los informes de Uruguay en 1978 y Chile en 1974, estableció que 

son tres las características que deben verificarse para que determinados actos de violación 

a los derechos humanos puedan calificarse como sistemáticos: extensión geográfica, 

reiterancia de la práctica violatoria y omisión de investigación y sanción. 

Muchos autores entonces interpretan la sistematicidad en virtud de la búsqueda de un 

patrón, así por ejemplo, Wolffhügel (2011) señala que el elemento sistemático de los 

crímenes de lesa humanidad lo constituye la naturaleza organizada del ataque por un lado 

y por el otro, la improbabilidad de su ocurrencia al azar, tanto es así que de ese elemento 

podría inferirse la existencia de la política de un Estado.  

El autor señala cómo con ocasión de las órdenes de arresto en contra de Jean Pierre 

Bemba Bombo (situación de la República Centro Africana) y Ahmad Muhammad Harun y 

Ali Muhammad Ali Abd-Al-Rahman (situación de Darfur, Sudan) se encuentra la primera 

evaluación, contenida en una orden de arresto, respecto de los elementos contextuales del 

crimen de lesa humanidad. Allí, la Sala de Cuestiones Preliminares (SCP) I “enfatiza que 

los actos adscritos al crimen de lesa humanidad deben llevarse a cabo como parte de un 

ataque generalizado o sistemático con miras a excluir actos de violencia aislados” 

(Wolffhügel, 2011, p. 2). En el caso de la orden de arresto contra Jean Pierre Bemba, la 

SCP III reiteró no sólo el carácter cuantitativo del elemento generalizado, entendido como 

la gran escala del ataque y el número de personas que son objeto del mismo, sino que “de 

cara a la sistematicidad, sostuvo que ésta se caracteriza por la naturaleza organizada de 

los ataques y la improbabilidad de que ocurran al azar” (Wolffhügel, 2011, p. 3). 

En el caso contra Germain Katanga y Mathieu Ngudjolo (situación de la República 

Democrática del Congo), la SCP I al formular el elemento contextual del crimen de lesa 

humanidad tuvo en cuenta los hechos sucedidos entre enero de 2001 y enero de 2004, en 

los cuales los grupos armados de Lendu y Ngiti conocidos como las FNI (Fuerzas 

Nacionales Integracionistas) y las FRPI (Fuerzas Revolucionarias Patrióticas de Ituri), 

llevaron a cabo más de diez ataques, en los cuales se causó el asesinato de civiles en un 

número importante. En el análisis, la SCP I aclara el carácter alternativo de los elementos 

generalizado y sistemático señalando que basta con la demostración de uno de los dos, 

señala que lo determinante, en cuanto al primero, es que el destinatario del ataque sea un 

número significativo de personas mientras que será sistemático “si hace parte de un plan 
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organizado, según una política común, de forma tal que constituya una no accidental 

repetición de conductas criminales similares” (Wolffhügel, 2011, p. 5). 

En la primera orden de arresto emitida en contra de Omar Al Bashir, la SCP I a la hora de 

explicar los elementos generalizado y sistemático, reiteró lo dicho en la confirmación de 

cargos contra Katanga, donde “el ataque debe ser masivo, frecuente, llevado a cabo por 

una colectividad con considerable seriedad y dirigido directamente en contra de una 

multiplicidad de víctimas, esto es, población civil (…) objetivo principal del ataque y no una 

víctima incidental” (Wolffhügel, 2011, p. 6). 

En otro caso, la orden de arresto formulada en contra de Muammar Abu Gaddafi, Saif Al-

Islam Gaddafi y Abdullah Al-Senussi, se verificó el carácter sistemático del ataque llevado 

a cabo por las Fuerzas de Seguridad considerando el siguiente modus operandi:  

(i) Buscar en las casas a los presuntos disidentes y posteriormente detenerlos; (ii) Disparar 

con armas a los civiles que se reunían en lugares públicos; y, (iii) Asegurar que tales 

eventos fueran cubiertos. Al mismo tiempo, en relación con la generalidad, la Sala afirmó 

que dentro de un lapso menor a dos semanas, en el mes de febrero de 2011, cientos de 

civiles fueron asesinatos, heridos, arrestados y hechos prisioneros por tales fuerzas. 

(Wolffhügel, 2011, p. 7).  

Las nociones de generalizado y sistemático han sido entonces reiteradas por las diversas 

Salas de manera más o menos uniforme al comprobar, con base en el material probatorio 

alegado por la Fiscalía, la existencia o no de los diferentes elementos contextuales del 

crimen de lesa humanidad.  

Por otra parte, autores como Gutiérrez han ligado lo sistemático a un objetivo político o a 

la persecución de un fin, 

Lo sistemático del ataque puede asumir formas diversas tales como la existencia de un 

objetivo político, un plan de ataque o una ideología cuyo fin fuese perseguir o debilitar una 

comunidad; perpetrar en gran escala un acto criminal contra un grupo de civiles o la 

comisión continua y repetida de actos inhumanos vinculados unos con otros; el uso de 

significativos recursos públicos o privados, sea militares u otros; o la implicancia de 

políticos o militares de alto rango en la concepción y ejecución de un plan metódico. El 

plan no necesita que se formalice o se declare expresamente pero ha de poder inferirse 

del contexto en el que se desarrollan los hechos. (Gutiérrez, 2001, p. 7).  

Como ya se ha reiterado, lo característico de los crímenes de lesa humanidad es su 

carácter alternativo de los elementos generalizado y sistemático, este requisito para 
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Gutiérrez (2001) no implica que deban darse ambas condiciones acumulativamente, en 

este sentido,  

La existencia de una política contra una determinada comunidad, el establecimiento de 

instituciones para implementar dicha política, el hecho de que se involucren políticos o 

militares de alto rango, el empleo de importantes recursos financieros, militares u otros, y 

el grado que alcance un repetido, invariable y continuo tipo de violencia contra una 

población civil en particular, se cuentan entre los factores que pueden demostrar tanto la 

generalidad como lo sistemático de un ataque. (Gutiérrez, 2001, p.3). 

El carácter alternativo también es abordado por Schneider y Taborda (2011) quienes 

señalan que cuando se alude a que el ataque debe ser “generalizado o sistemático”, 

implica que todo crimen debe formar parte de una política que va más allá del caso 

particular, establecida por la organización. Es de resaltar, siguiendo a los autores, que el 

hecho de que Colombia haya realizado una declaración según el artículo 124 del Estatuto, 

sobre los crímenes de guerra, no debe significar que los mismos, cometidos durante la 

vigencia de dicha declaración, queden impunes, puesto que la mayoría de esos crímenes 

podrán ser investigados y sancionados como crímenes de lesa humanidad, “siempre y 

cuando se pueda demostrar que se trata de un ataque sistemático o generalizado contra 

la población civil. Probar eso será el punto clave en cualquier acusación” (p. 338). 

Por último, es necesario enfatizar en una de las características distintivas de los crímenes 

expuesta por Gutiérrez (2001) al señalar que si bien no es necesario para que el crimen 

se configure como de lesa humanidad que sea el Estado el que organice o planifique, de 

algún modo estos crímenes se vinculan a éste, sea porque los tolera, los alienta o de algún 

otro modo apoya el comportamiento criminal, de este modo, puede ser hallado culpable un 

individuo que actúe a título privado si su acto se dirige contra la población civil, si tiene la 

intención de cometerlo y si sabe que tal acto forma parte del contexto más amplio del 

ataque sistemático o generalizado. 
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3. Violencia sexual como crimen de lesa 
humanidad en el Bloque Central Bolívar 
(BCB), elementos para su configuración 

En el marco de los elementos descritos en el apartado anterior, sobre la configuración de 

los eventos de violencia sexual como crímenes de lesa humanidad, con particular énfasis 

en el elemento sistemático, en el presente capítulo se da lugar al análisis de resultados 

que se basa en los pronunciamientos jurisprudenciales emitidos en el marco del proceso 

de Justicia y Paz contra miembros del BCB y en algunos otros informes institucionales que 

serán reseñados, en esta etapa se espera dar cuenta de las principales características de 

modus operandi del Bloque y reunir elementos que permitan sostener que algunos de los 

eventos cometidos por la estructura en contra de la población civil se pueden concebir 

como delitos de lesa humanidad, a partir de las categorías que se extraen para dar cuenta 

de lo sistemático. 

Ahora bien, en aras de dar soporte a lo que hasta el momento ha aventurado a sostener 

el texto: los eventos de violencia sexual cometidos por el BCB en el período 2000-2006 

como hechos con características de sistemáticos, a continuación se presentan los 

principales hallazgos a partir del análisis de las sentencias y actas de imputación de cargos 

que, en el marco del proceso de Justica y Paz, sobre el referido Bloque se han emitido a 

la fecha; es importante destacar que la gran mayoría de tales pronunciamientos se refieren 

a imputaciones por delitos diferentes a violencia sexual (en la primera parte del análisis, 

por ejemplo, se retoman los delitos de concierto para delinquir agravado y constreñimiento 

al sufragante donde se han producido más textos), no obstante, en los referidos 

pronunciamientos se da cuenta del accionar delictivo del BCB en toda su plenitud y de las 

características propias de sus ataques, factores que bien son abordados en detalle en el 

análisis de los patrones de ocurrencia de los eventos de violencia sexual para las 

subestructuras del BCB de acuerdo a lo que ha sido caracterizado por la Fiscalía General 

de la Nación. 

Siguiendo la propuesta metodológica que se había planteado, en una codificación abierta 

inicial se seleccionaron por comparación constante de los apartados referentes a la línea 

jurisprudencial y a los informes leídos, tres categorías que explican la ocurrencia de 
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eventos de violencia sexual para el BCB, a saber: Momento (estatus de poder), Propósito 

y Motivo. 

Tabla 1: Categorías iniciales que explican la ocurrencia de eventos de violencia sexual en 

el BCB. 

Categorías que explican la 
ocurrencia de los eventos 

Contenido 

Momento 
(estatus 
de poder) 

Bajo el 
amparo de un 
estado de 
coacción 
constante o 
con ocasión 
de la 
ostensión de 
las armas y su 
soberanía en 
los lugares de 
ocurrencia. 

El BCB establece control territorial a través de 
eventos de violencia contra la mujer, abusos 
sexuales, despojo de bienes muebles e inmuebles, 
exacciones o contribuciones arbitrarias. Lo hace 
también a través de su participación en narcotráfico 
y la captación de bandas criminales. 
El BCB, al igual que las demás estructuras de las 
AUC se impuso por la fuerza de la violencia en las 
regiones en las que incursionó, esta fuerza 
intimidatoria estaba dada por lo numeroso de sus 
ejércitos a través de los cuales ejercía control social 
y dominio en los cascos urbanos para posicionarse 
como autoridad. 
El BCB, en zonas donde se desarrolla el conflicto de 
manera activa, ejecuta una serie de actos 
inhumanos de extraordinaria magnitud, como 
masacres y desplazamientos a gran escala, lo que 
significa que no se trató de actos aislados o 
esporádicos de violencia, producto del azar; 
adicionalmente, algunos actos de terrorismo son 
atribuibles al control de las armas que tenía el BCB, 
se destacan las amenazas de violencia como pintar 
las paredes con letreros alusivos a las AUC. 
Para el BCB destaca el ataque a bienes con 
carácter civil y que no le representaban ventaja 
militar alguna. 
El BCB logró un estado generalizado de angustia, 
inseguridad y temor en las poblaciones en las que 
se posicionó. Del mismo modo, el BCB generaba un 
medio agresivo en las zonas de injerencia, lo que 
facilitaba la elaboración y ejecución de distintas 
conductas ilícitas o totalmente arbitrarias por parte 
de los miembros del Bloque, quienes valiéndose de 
su condición militar doblegaron la voluntad de la 
población civil, particularmente de las mujeres que 
fueron víctimas de violencia sexual.  
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Propósito Castigar 
conductas que 
se consideran 
transgresoras 
de su orden. 

El BCB mantuvo como línea de ejecución el matar o 
desaparecer personas que según el grupo 
pertenecían a la subversión o tenían vínculos con 
esta. Del mismo modo quiso matar o desaparecer 
personas que según la agrupación ilegal 
pertenecían a bandas de delincuencia común o 
expendedores o consumidores de droga y a quienes 
no compartían la ideología o políticas del grupo. 
El propósito del BCB fue arrasar ciudadanos u 
organismos que se opusieran a consolidar su poder 
y expansión a través de castigos contra la población 
civil acusada de colaborar con la subversión, 
especialmente contra las mujeres señaladas de 
colaborar con ésta.  
El BCB ejerció diferentes tipos de violencias 
orientadas a romper los supuestos vínculos con la 
subversión, como amenazas de muerte y destierro; 
se castigó también a las mujeres como mecanismo 
para romper y prevenir el supuesto contacto de las 
pobladoras con la subversión o a aquellas que 
ostentaban cualquier tipo de relación familiar o 
afectiva que, supuestamente, pudiera servir para 
suplir información a la guerrilla. 
El BCB desarrolló una serie de castigos contra 
mujeres detenidas en los retenes, acusadas de 
portar un atributo que las calificaba como 
“guerrilleras” o “desconocidas”; aquellas que 
carecían de cédula, que no podían decir el número 
de identificación al revés, que portaban ropa o 
signos corporales que las marcaban como 
“enemigas”, fueron amenazadas y obligadas a 
recoger basura, cocinar y lavar uniformes para los 
armados.  
El BCB establece la violación sexual como castigo 
contra mujeres señaladas de pertenecer a las filas 
guerrilleras o de haber sostenido relaciones 
afectivas y sexuales con miembros de las FARC, de 
este modo, habitar en una zona donde las FARC 
tenían presencia o no lograr atestiguar vínculos con 
el pueblo, significó el abuso sexual a manos de 
paramilitares. La violación tuvo un carácter punitivo, 
orientándose a castigar la supuesta identidad de las 
víctimas o su pertenencia a la subversión. Estos 
hechos llegaron a involucrar no solo mujeres de la 
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población civil sino mujeres de las FARC capturadas 
en combate. 
En el BCB el homicidio respondió a las directrices 
trazadas desde la cúpula de la organización 
consistente en exterminar a los grupos subversivos, 
sus auxiliadores, e incluso simpatizantes y agredir a 
quienes fueran considerados indeseables para la 
comunidad; no solo se trataba de dar muerte a todas 
las personas que eran señaladas de pertenecer o 
ser colaboradores de los grupos insurgentes sino 
también a miembros de sindicatos o integrantes de 
bandas delincuenciales. 
La mayoría de hechos ejecutados por el BCB 
forman parte de ataques dirigidos contra la 
población civil donde se resalta que la finalidad 
perseguida por los grupos de autodefensa era 
contrarrestar los grupos guerrilleros convirtiendo a 
la población civil en el objetivo primario e inmediato 
del ataque y no en una mera víctima incidental o 
colateral. Así, era usual que los miembros del BCB, 
infligieran dolores a las personas estigmatizadas de 
ser guerrilleros o colaboradores de los grupos 
subversivos, con el fin de obtener información de 
ellas o castigarlas. 
La política por parte del BCB estuvo encaminada a 
combatir a la subversión mediante la realización de 
homicidios de presuntos miembros o auxiliadores de 
la guerrilla; los homicidios de los miembros de las 
diferentes organizaciones sindicales o gremiales así 
como los periodistas o defensores de derechos 
humanos, no estaban determinados como uno de 
sus objetivos, pese a ello fueron atacados por ser 
considerados simpatizantes de los grupos 
guerrilleros o de izquierda, además de abanderar la 
defensa de causas laborales o sociales; 
adicionalmente, los hombres jóvenes solían cargar 
con el estigma de ser asociados a los grupos 
guerrilleros. 
 

Motivo Neutralizar y 
cohesionar el 
orden social 
alrededor de 
los designios 
del grupo. 

El BCB en su propósito de hacer cumplir sus 
designios, optó por matar o desaparecer personas 
que según el grupo, eran familiares de miembros de 
la subversión o adeptos a esta, incluso por matar a 
sus propios integrantes siempre que estos se salían 
de sus lineamientos o por indisciplina. 



Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 67 

 

 

Los miembros del BCB dieron su aval y apoyo 
irrestricto a diversos líderes, introduciéndose de 
esta manera en la actividad proselitista de la 
comunidad, diseñando y ejecutando una estrategia 
política orientada a infiltrar instancias municipales, 
departamentales e incluso nacionales, para facilitar 
su injerencia en los asuntos sociales y públicos. 
Los miembros del BCB y representantes de la 
institucionalidad establecieron una relación de 
cooperación donde el aporte del político a la causa 
paramilitar consistía en poner la función pública a su 
servicio, potenciando así la acción en los demás 
frentes del grupo armado. 
El BCB en su modus operandi no dejaba nada 
librado al azar en la tarea de penetrar a las 
comunidades para producir agregados electorales; 
en ese orden de ideas, incidieron los pequeños 
municipios sometiendo e intimidando a los 
habitantes para obligarlos a votar por determinado 
candidato. 
La cohesión y el llamado al orden por parte del BCB 
también se dio sobre sus propios integrantes, así, 
las niñas que fueron reclutadas por el BCB sufrieron 
daños emocionales, al construir su identidad sexual 
y personal en un entorno sumamente patriarcal y 
jerarquizado como la estructura armada en donde 
se promueven valores machistas como la fuerza y 
la violencia. 
EL BCB cometió homicidios selectivos de presuntas 
prostitutas, miembros de bandas delincuenciales, 
expendedores y consumidores de sustancias 
alucinógenas, se destacan los cometidos en contra 
de personas en estado de marginalidad o 
vulnerabilidad; en ese orden de ideas se propuso la 
eliminación o expulsión de quien resulte diferente, 
se destaca el ataque a personas con ciertas 
características que los identificaban como 
delincuentes, drogadictos, recicladores, jóvenes de 
los sectores populares, prostitutas, miembros de la 
comunidad LGBT e indigentes, entre otros, por 
considerarlos como una amenaza para los intereses 
de la sociedad. 
En su objetivo normalizador, el Bloque Central 
Bolívar puso en marcha una política generalizada y 
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sistemática con el único fin de atacar a quienes eran 
señalados de pertenecer a bandas delincuenciales 
o desarrollar actividades reprochadas moralmente 
como la prostitución. 
Muchas de las víctimas del BCB se caracterizan por 
su arraigo a familias humildes, de escasos recursos 
económicos, indigentes, marginados sociales, 
drogadictos, o personas señaladas de cometer 
delitos o pertenecer a bandas delincuenciales. 
Se constituyó el BCB como regulador social, al 
punto que imponían toques de queda, para controlar 
los horarios en que las personas podían 
permanecer en las calles montaron una persecución 
contra la población civil la cual se evidenció en 
aspectos como el control a las formas de vida de las 
comunidades, principalmente a través de panfletos, 
mensajes directos, comunicados y grafitis, los que 
tuvieron como consecuencia miles de 
desplazamientos forzados, lograron alterar el orden 
social y la estabilidad económica. 

 

 

Cada una de las anteriores categorías se explica con todos sus detalles en párrafos 

siguientes.  

Ya en términos de codificación axial, se selecciona la categoría considerada más 

importante, y se ubica en el centro del proceso (categoría central): para efectos de este 

trabajo se identifica que la ocurrencia de eventos de violencia sexual por parte de los 

integrantes del BCB se liga principalmente a la idea de normar y de destruir el circulo 

socioafectivo de los considerados como enemigos, para lograr así el posicionamiento 

social de su organización. 

Tabla 2: Categoría central que explica la ocurrencia de eventos de violencia sexual en el 

BCB. 

Categoría central Contenido 

Sometimiento 
de la base 
social del 
enemigo 
(aparente 
vinculación 
de la víctima 

Destruir la 
base social y 
los presuntos 
colaboradores 
de los grupos 
subversivos 
en las 

Las políticas del BCB apuntaron, en la mayoría 
de pronunciamientos jurisprudenciales 
consultados, a matar o desaparecer personas 
que según el grupo pertenecían a la subversión 
o tenían vínculos con esta, este ataque iba 
dirigido a miembros de la población civil. Del 
mismo modo se quiso matar o desparecer 
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con otra parte 
del conflicto). 

regiones que 
estos 
disputan con 
el BCB.  

personas que no compartían la ideología o 
políticas del grupo y personas que según el 
grupo, eran familiares de miembros de la 
subversión o simpatizaban con sus ideas. 
Es claro para el BCB el propósito de arrasar 
ciudadanos u organismos que se opusieran a 
consolidar su poder y expansión, lo anterior 
desde diferentes formas de intimidación y a 
través de la supresión de todo elemento 
perturbador que amenazara su ambición. 
En el BCB fue clara la ejecución de muertes 
selectivas de personas contrarias a sus 
intereses, las que previamente se declaraban 
como objetivo militar. 
Dentro de los castigos desplegados por los 
paramilitares del BCB a mujeres señaladas de 
colaborar o militar con la subversión hubo 
violencias orientadas a romper los supuestos 
vínculos de estas mujeres o a sancionar las 
relaciones de las mismas con combatientes 
guerrilleros y emitir mensajes desmoralizantes a 
éstos, marcando la vida y los cuerpos de las 
mujeres. 
El BCB se valió de las amenazas de muerte y 
destierro como mecanismo para romper y 
prevenir el supuesto contacto de las pobladoras 
con la subversión, con este mecanismo fueron 
desterradas de los pueblos las madres, novias o 
esposas de presuntos guerrilleros, pues éstas 
en la lógica contrainsurgente eran concebidas 
como canales de comunicación del enemigo. 
Con el destierro se quiso castigar a las mujeres 
por sus lazos de consanguinidad y quebrantaron 
cualquier tipo de relación familiar o afectiva que, 
supuestamente, pudiera servir para entregar 
información a la guerrilla. 
Muchos de los castigos infringidos por los 
miembros del BCB se impartieron, 
principalmente, contra mujeres detenidas en los 
retenes y acusadas de portar un atributo que las 
calificaba como ‘guerrilleras’ o que eran 
‘desconocidas.  
En los casos anteriormente descritos, los 
castigos a las presuntas colaboradoras de la 
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subversión incluyeron la violación sexual; por su 
parte, la mutilación de órganos sexuales, el 
cercenamiento de los senos, el empalamiento y 
la violación sexual fueron dispositivos de terror 
empleados para escarmentar a las combatientes 
(generalmente capturadas en combate) y enviar 
mensajes desmoralizantes al enemigo 
Dentro del modus operandi del BCB se identifica 
una política clara de exterminio de personas que 
no tomaban parte activa en las hostilidades, así 
por ejemplo en los casos de homicidio, los 
eventos respondieron a las directrices trazadas 
desde la cúpula de la organización de exterminar 
a los grupos subversivos, sus auxiliadores, e 
incluso simpatizantes y agredir a quienes fueran 
considerados indeseables para la comunidad. 
Asimismo, sobre los demás delitos se evidencia 
que los mismos responden a un plan criminal 
cuidadosamente orquestado con la finalidad de 
dar muerte o castigar a todas las personas que 
eran señaladas de pertenecer o ser 
colaboradores de los grupos insurgentes. 
En el caso del BCB la finalidad perseguida era 
contrarrestar los grupos guerrilleros convirtiendo 
a la población civil en el objetivo primario e 
inmediato del ataque y no en una mera víctima 
incidental o colateral, se trataba de un patrón de 
comportamiento, puesto que era usual que los 
miembros del BCB infligieran dolores a las 
personas estigmatizadas de ser guerrilleros o 
colaboradores de los grupos subversivos, con el 
fin de obtener información de ellas o castigarlas, 
lo que repercutió en ataque a sectores 
poblacionales específicos como cuando se creía 
que los grupos guerrilleros infiltraban los 
organizaciones gremiales, de ahí que se 
atentara muchas veces contra los dirigentes o 
afiliados sindicales. 
Una de las estrategias del BCB para combatir a 
la subversión fue la realización de homicidios de 
presuntos miembros o auxiliadores de la 
guerrilla, actos que no fueron cometidos de 
manera aislada o esporádica, sino que 
obedecieron a un patrón de conducta, lo que 
resulta claro en la subestructura Bloque 
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Vencedores de Arauca para la que se ha llegado 
a determinar que en los casos de violencia 
sexual la finalidad iba más allá del placer sexual 
y se buscaba, además, dominar, castigar, 
humillar o denigrar a la víctima como acto 
simbólico contra toda la comunidad. 
 

 

Al igual que las categorías iniciales, la categoría central será analizada al detalle en los 

párrafos por venir, siendo abordada en términos de condiciones causales (o desde las 

categorías que influyen o afectan la categoría central, en este caso las tres iniciales 

definidas), consecuencias de que se configure la categoría central, propiedades de la 

misma o lo que define que el fenómeno (los eventos de violencia sexual) se configure 

(contexto), las condiciones estructurales que influyen sobre el fenómeno o lo que sería: 

otros eventos relacionados (condiciones intervinientes) y consecuencias del fenómeno. 

Valga señalar que el alcance al contenido en cada una de las categorías se parte en dos 

momentos, en un primer momento se analizan las sentencias referentes al concierto para 

delinquir, constreñimiento al sufragante y delitos semejantes, en un segundo momento se 

analizan las sentencias para hechos victimizantes como homicidio, desaparición forzada y 

otros, lo anterior, se recuerda, en virtud de cada una de las tres categorías iniciales y 

posteriormente respecto a la categoría central. Se debe hacer notar que algunas de las 

disposiciones que se traen de las sentencias analizadas pueden repetirse en una categoría 

u otra, por tal motivo, y haciendo la salvedad respecto a la posible repetición de 

argumentos del Tribunal, se procede a destacar dentro de cada categoría los apartados 

que resultan relevantes para dar explicación a la misma.  

Antes de dar paso al recuento documental sobre los eventos cometidos por el BCB y las 

características que los describen como hechos no aislados y como parte de una política al 

interior de la estructura, a continuación se retoman los apartados donde el tribunal 

consideró que los eventos fallados constituyeron crímenes de lesa humanidad o tenían sus 

características. 
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3.1 La violencia sexual en el BCB como crimen de lesa 
humanidad (enunciado por el tribunal) 

Valga recordar que la sistematicidad en los crímenes de lesa humanidad hace referencia 

al aspecto cualitativo, a cierta organización y a un patrón de ocurrencia, se trata de la 

existencia de un plan preconcebido o de un fin común que se persigue con la conducta, es 

la imposibilidad de que el evento ocurra al azar. 

En el anterior entendido, muchas de las sentencias e informes analizados se evidenció que 

la autoridad judicial tuvo elementos suficientes para considerar que determinados hechos 

cometidos por las AUC y en particular por el BCB en el marco de sus operaciones 

constituyeron crímenes de lesa humanidad, por su carácter sistemático, a saber: 

En el caso de la sentencia a los postulados Salvatore Mancuso Gómez, José Bernardo 

Lozada Artuz, Jorge Iván Laverde Zapata, Isaías Montes Hernández, Juan Ramón de Las 

Aguas Ospino, Jimmy Viloria Velásquez y Lenin Geovanny Palma Bermúdez, de las ACCU, 

donde se reconoció que matar o desaparecer personas que pertenecían a la subversión o 

tenían vínculos con ésta así como a miembros de bandas de delincuencia común o 

expendedores de droga fue un ataque generalizado y sistemático contra la población civil, 

también la desaparición de funcionarios públicos que no colaboraban con las AUC o 

persiguieran el cumplimiento de su función al margen de los intereses de la organización. 

Por otro lado, en la sentencia dentro del juicio contra los ex congresistas Luís Alberto Gil 

Castillo y Alfonso Riaño Castillo se señala que una particularidad en la lucha paramilitar 

antisubversiva consistió en la ejecución de muertes selectivas de personas contrarias a 

sus intereses, declaradas como objetivo militar, que degeneró en múltiples hechos entre 

los que se destacan hechos de violencia contra la dignidad con altos índices de 

insensibilidad y sevicia, lo que hizo que los grupos paramilitares fueran reconocidos por la 

comunidad internacional como autores de masivas y sistemáticas violaciones a los 

derechos humanos. 

En la sentencia contra el postulado Rodrigo Pérez Alzate se describe cómo para los 

miembros del Bloque Central Bolívar (BCB) el delito de desaparición forzada fue un 

comportamiento que de manera sistemática y reiterada fue utilizado con el propósito de 

lograr un estado generalizado de angustia, inseguridad y temor. En la misma sentencia se 

reconoce que el BCB, en desarrollo del conflicto armado colombiano, puso en marcha una 

política generalizada y sistemática con el único fin de atacar a quienes eran señalados de 



Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 73 

 

 

pertenecer a bandas delincuenciales o a quienes desarrollaban actividades reprochadas 

moralmente como la prostitución. 

Finalmente, en la sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo 

Castro y José Manuel Hernández Calderas sostiene el Tribunal que hubo delitos contra la 

población civil como parte de la política de ataque generalizado y sistemático dirigido 

contra ésta, que tal política se implementó como resultado de la degradación del conflicto 

armado colombiano. En esta sentencia se reconoce que los eventos de violencia sexual, 

aun cuando se documentan solo dos casos, tienen las características de los crímenes de 

lesa humanidad, y se señala la comisión de masacres, homicidios selectivos, lesiones 

personales, desapariciones forzadas, desplazamientos forzados, secuestros, amenazas y 

accesos carnales violentos de manera generalizada y sistemática contra los pobladores de 

los territorios donde el Bloque ejerció su influencia. 

A continuación se extiende el contenido dado a cada una de las categorías descritas a 

partir de la codificación: 

3.2 Momento (estatus de poder) 

Bajo el amparo de un estado de coacción constante o con ocasión de la ostensión de las 

armas y su soberanía en los lugares de ocurrencia. 

La categoría momento explica la ocurrencia de hechos victimizantes por parte de los 

grupos paramilitares por la oportunidad de tener el control de las armas en determinados 

territorios, así, al considerar el accionar del bloque Catatumbo, en la sentencia a los 

postulados Salvatore Mancuso Gómez, José Bernardo Lozada Artuz, Jorge Iván Laverde 

Zapata, Isaías Montes Hernández, Juan Ramón de Las Aguas Ospino, Jimmy Viloria 

Velásquez y Lenin Geovanny Palma Bermúdez, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, Sala de Justicia y Paz (2014) señala que el mencionado grupo tiene por política el 

ataque a quienes no se sometieran a su control armado, así, 

5. Matar o desparecer servidores públicos que no colaboraran con el grupo armado, la 

cual, también se produjo como política generalizada y sistematizada. 6. Matar o desparecer 

a servidores públicos que los persiguieran en cumplimiento de su función, lo que se 

constituyó en un ataque generalizado y sistematizado contra ese sector de la población 

civil. 7. Matar personas con el fin de congraciarse con las autoridades, mal llamados falsos 

positivos. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 278). 
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 En la misma sentencia, el Tribunal da cuenta de la ocurrencia de múltiples eventos 

atribuibles al mencionado grupo y que se sostienen en el control territorial que la estructura 

mantenía en la zona, entre los que destaca  

1. Violencia contra la mujer, abusos sexuales. 2. El despojo de bienes. 3. Exacciones o 

contribuciones arbitrarias 4. Participación en narcotráfico. 5. Despojo de ganado (…) 7. La 

captación de bandas criminales (…) 10. Masacres. 105 masacres en Cúcuta y 21 masacres 

en la región del Catatumbo 11. Retenes ilegales. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, 2014, p. 307).  

Por otro lado, en el particular caso del BCB, vale empezar señalando que en la sentencia 

contra Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para delinquir agravado se 

señala que las AUC se impusieron por la fuerza de la violencia en las regiones en las que 

incursionaban; fuerza que además se corrobora en la sentencia de única instancia dentro 

del proceso adelantado en contra de Javier Cáceres Leal, Senador de la República, 

acusado del delito de Concierto para Delinquir Agravado, donde la Corte Suprema de 

Justicia (2012) señala que de los testimonios de varios comandantes paramilitares se 

infiere la disposición del BCB en la región de Santander en pleno ejercicio de su poder 

militar y político dado por la fuerza intimidatoria de sus ejércitos. Así por ejemplo, en el 

testimonio de Iván Roberto Duque Gaviria, alias Ernesto Báez se contiene “en medio de 

las particulares condiciones y circunstancias que vive el país hay regiones fuertemente 

dominadas por los grupos armados ilegales sea guerrilla o paramilitares y en estas 

regiones los grupos eran sus jefes, los jefes de estado” (Corte Suprema de Justica, 2012, 

p. 30); de igual forma, en el testimonio recogido de Rodrigo Pérez Alzate, alias Julián 

Bolívar se consigna:  

Yo era el jefe de ese estado y las órdenes las daba yo. Yo me reuní con políticos de esa 

región, con alcaldes, concejales, ex alcaldes, y ellos acudían a un llamado mío. El que no 

iba mandaba por él, tenían solo dos opciones, ir o ir. No tenían la mano del estado que los 

protegiera. Las órdenes que impartía se cumplían. (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 

31). 

En un segundo grupo de pronunciamientos judiciales se recoge lo dispuesto sobre otros 

delitos como en el caso del Acta 12: Audiencia preliminar de formulación de cargos al 

postulado Ramiro De Jesús Rojas Álvarez, desmovilizado del BCB, por los delitos de 

concierto para delinquir agravado, desapariciones forzadas agravadas y homicidios 

adjudicados a los frentes Nordeste Antioqueño, Bajo Cauca y Magdalena Medio. 
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Ahora bien, en el caso del Bloque Libertadores del Sur, como subestructura del BCB, la 

sentencia a los postulados Guillermo Pérez Alzate y otros, del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá (2014), destaca que el periodo comprendido entre el 2003 y 2006 fue 

un tiempo que se caracterizó por el control social y dominio en los cascos urbanos para el 

posicionamiento del grupo como autoridad. 

Otros actos que atañen al control que ejercía el BCB en su zona de influencia gracias al 

imperio de las armas se catalogan como delitos de terrorismo en la misma sentencia, así,  

Los actos que pusieron en peligro la vida, la integridad física y la libertad de las personas, 

así como las amenazas de violencia como pintar las paredes con letreros alusivos a las 

AUC, pueden ser calificados como verdaderos actos de terrorismo y por tanto crímenes de 

guerra puesto que fueron cometidos en el marco del conflicto armado interno, vulnerando 

de esta manera derechos fundamentales protegidos por normas internacionales y 

consuetudinarias. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 331).  

Finalmente, el pronunciamiento judicial destaca cómo los miembros del Bloque Central 

Bolívar, en desarrollo del conflicto armado interno, atacaron bienes que no ostentaban la 

calidad de objetivos militares, especialmente porque su carácter civil (bienes 

pertenecientes a los miembros de la población civil), no les representaba ventaja militar 

alguna. 

 En la sentencia al postulado Rodrigo Pérez Alzate por el delito de Homicidio en persona 

protegida y otros (2013), se describe el modus operandi del BCB sobre múltiples delitos, 

como cultivos de uso ilícito y reclutamiento ilícito de menores, sobre este último se destaca 

el hecho de que los menores reclutados han provenido principalmente de las zonas rurales 

y donde su vinculación al conflicto armado se da por la facilidad en su contratación y el 

hecho de que aprenden con mayor facilidad, “atraviesan por la adolescencia, periodo 

durante el que hay una construcción de sujeto y los conceptos de matar o morir no están 

tan definidos, motivo por el que los niños son materia para ser reclutado” (Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 150), se destaca el hecho de que la violencia sexual  

sobre los menores reclutados se presenta antes y después de ingresar a la organización, 

donde además influye el hecho de habitar en zonas donde se desarrolla el conflicto de 

manera activa. El Tribunal llama la atención en que para el caso del BCB, la comisión de 

los delitos que se le atribuyen  

Requería de cierto nivel de planificación u organización, caracterizado por el efecto 

acumulativo de una serie de actos inhumanos de extraordinaria magnitud, como las 
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masacres y desplazamientos a gran escala, lo que significa que no se trató de actos 

aislados o esporádicos de violencia, producto del azar, coincidencia o accidentalidad. De 

esta manera, es posible dar la categoría de crimen de lesa humanidad a los actos únicos 

o individuales, puesto que forma parte de ataques de determinadas características. Los 

homicidios no se consumaron como único delito, hubo ocasiones en las que se torturó a 

las víctimas, se desaparecieron sus cuerpos, se desplazaron a sus familiares, etc., por 

tanto, pueden ser considerados como graves infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 323). 

En la misma sentencia, se señala que la desaparición forzada que fue un comportamiento 

que de manera sistemática y reiterada fue utilizado “no sólo para desaparecer 

momentánea o permanentemente a las personas, sino para lograr un estado generalizado 

de angustia, inseguridad y temor” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, 

p. 400).  

Otro de los delitos considerados en la sentencia es la utilización ilegal de uniformes e 

insignias, de igual forma se destaca el aumento de la violencia contra los sindicatos, lo que 

es causado, según la Sala, en el hecho de que para los comandantes paramilitares los 

grupos guerrilleros infiltraban los organizaciones gremiales, los primeros sostendrían en 

sus testimonios que solo se atentaba contra los dirigentes o afiliados sindicales de quienes 

se tuviera información colaboraban con los grupos guerrilleros, pero que respetan y valoran 

la actividad de los sindicalistas que no sostienen vínculos con actores insurgentes.  

En este pronunciamiento judicial, Rodrigo Pérez Alzate advirtió que los móviles de  algunos 

de los hechos que se le atribuían no guardaban relación con los objetivos del accionar del 

Bloque Central Bolívar (BCB) por cuanto falsearon el verdadero objetivo de lucha de las 

autodefensas, no obstante, la Sala llega a considerar que la estructura criminal  

Generaba un medio agresivo en las zonas de injerencia y por tanto, facilitaba la elaboración 

y ejecución de distintas conductas ilícitas o totalmente arbitrarias por parte de los miembros 

de aquella, alejados – en ocasiones – de los fines perseguidos por el grupo, precisamente 

por su condición de ilegal; para ello – como se ha podido establecer –, contaba con una 

organización, estructura y medios adecuados para consumar los delitos. (Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 464).  

Esta importante sentencia concluye que las formas de actuar en cada uno eventos que se 

atribuyen al BCB dan cuenta de una repetición no accidental en su conducta criminal, lo 

que le permite a la Sala reconocer “el carácter organizado de los actos de violencia y de la 
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improbabilidad de que se produjeran por mera coincidencia, situación que de paso, pone 

en evidencia, que el Bloque Central Bolívar, también tenía como política atacar a la 

población civil” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 493). 

  Ya en la sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y 

José Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros, el Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá (2011) encuentra que sobre el postulado José Rubén Peña 

Tobón pesa la responsabilidad de dos accesos carnales violentos, para estos la Sala 

presta particular atención a las reparaciones atendiendo a la necesidad de mejorar las 

condiciones que permitan a las mujeres denunciar los crímenes sexuales con seguridad y 

confianza, y avanzar más en la implementación de programas de prevención y atención de 

la violencia sexual con la participación activa de las víctimas, se señala que el mencionado 

postulado,  

Valiéndose del poder que su condición de Comandante militar le otorgaba, doblegó la 

voluntad de una de las mujeres, quien además era menor de edad, para que sostuviera 

relaciones sexuales con él; la otra mujer, fue llevada al lugar donde se encontraba alias 

“Tom”, y fue conminada a sostener relaciones sexuales con éste. (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 39). 

En esta sentencia se reconoce que los eventos de violencia sexual, aun cuando se 

documentan para la referida subestructura (Bloque Vencedores de Arauca) solo dos casos, 

tienen las características de los crímenes de lesa humanidad, y se afirma,  

En segundo lugar, la Fiscalía General de la Nación al mes de agosto del presente año, 

logró documentar por parte del Bloque Vencedores de Arauca la comisión de masacres, 

homicidios selectivos, lesiones personales, desapariciones forzadas, desplazamientos 

forzados, secuestros, amenazas y accesos carnales violentos, todos los cuales, teniendo 

en cuenta que se cometieron de manera generalizada y sistemática contra los pobladores 

de los territorios donde el Bloque ejerció su influencia, son actos que constituyen crímenes 

de lesa humanidad. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 21). 

El Tribunal continúa señalando que se demuestra que la Fiscalía demuestra que tales 

actos  

No fueron cometidos de manera aislada o esporádica, sino que por el contrario, 

obedecieron a una línea o patrón de conducta propia de la organización armada ilegal 

Bloque Vencedores de Arauca y así fue consignado en la decisión de legalización de los 

cargos formulados contra los aquí postulados. Se identificó la comisión de graves 
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violaciones contra la población civil como patrón de conducta del Bloque (…) por otra parte, 

la Fiscalía documentó la comisión de graves violaciones a los derechos humanos que 

contaron con la participación del Bloque Vencedores de Arauca, se les atribuyen 15 

masacres, 860 Homicidios selectivos, 203 desapariciones forzadas, 418 desplazamientos 

forzados, 210 amenazas, 191 extorsiones y exacciones, 150 casos de abigeato, 43 

lesiones personales, 6 tentativas de homicidios y 3 accesos carnales violentos. (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 22).  

La Sala reconoce por lo expuesto por la Fiscalía que las acciones armadas del Bloque 

Vencedores de Arauca se dieron dentro del contexto de un conflicto armado de orden 

interno y que hubo enfrentamientos entre el Bloque Vencedores de Arauca y frentes o 

unidades de grupos insurgentes como el ELN y las FARC, así como también se comprobó 

que el Bloque tuvo bajas sensibles cuando fue confrontado por unidades de las fuerzas 

militares. 

3.3 Propósito 

Castigar conductas que se consideran transgresoras de su orden. 

La categoría propósito explica la ocurrencia de eventos por parte de los grupos 

paramilitares y en particular por parte del BCB con el ánimo de castigar aquellas conductas 

que consideran transgresoras de su orden, ha de señalarse que de esta categoría se 

desprende, principalmente, la categoría central del análisis que será abordada más 

adelante.  

En la sentencia a los postulados Salvatore Mancuso Gómez, José Bernardo Lozada Artuz, 

Jorge Iván Laverde Zapata, Isaías Montes Hernández, Juan Ramón de Las Aguas Ospino, 

Jimmy Viloria Velásquez y Lenin Geovanny Palma Bermúdez, pertenecientes al bloque 

Catatumbo, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz 

(2014) reconoce dentro de las acciones del mismo el hecho de  

1. Matar o desaparecer personas que según el grupo pertenecían a la subversión o tenían 

vínculos con esta. Ataque sistemático y generalizado que tuvo como objetivo a miembros 

de la población civil. 2. Matar o desaparecer personas que según la agrupación ilegal 

pertenecían a bandas de delincuencia común o expendedores o consumidores de droga. 

Igualmente fue un ataque generalizado y sistemático contra la población civil, en concreto, 

contra personas que ostentaban las características anteriores. 3. Matar o desparecer 
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personas que no compartían la ideología o políticas del grupo. Esta política se reconoce 

dentro de las acciones delictivas, ataques generalizados y sistemáticos. (Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 306).  

 Adicionalmente, es presentado por la Fiscalía un patrón de prácticas que si bien no 

pueden reconocerse como política del grupo si encontraban un componente común en la 

organización armada, a saber, 

6. Retención en contra de la voluntad de las víctimas en lugares que el grupo destinó para 

llevarlas allí y someterlas a actos crueles. (…) 12. Retención de las víctimas que luego 

fueron ultimadas o muertas, práctica reiterada que se convirtió en el pan de cada día. Por 

ejemplo en el municipio de Tibú el 95% de las víctimas fueron sacadas del pueblo y 

ejecutadas en sectores críticos. 13. La cooptación de las funerarias. 14. Práctica de matar 

a quien les incumplían sus convenios. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

2014, p. 307).  

Para acercarse al caso del BCB, vale empezar señalando que en la sentencia contra 

Miguel Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para delinquir agravado, la Corte 

Suprema de Justicia señala que dentro del modus operandi del que se valían los grupos 

paramilitares para su consolidación se encuentra el propósito de arrasar ciudadanos u 

organismos que se opusieran a consolidar su poder y expansión, el término lesa 

humanidad cobra validez en la afirmación de que  

Dentro de sus actividades ordinarias ejecutaron múltiples conductas criminales, entre otras 

calificadas como delitos de lesa humanidad – tortura, desapariciones forzadas, 

desplazamiento forzado, etc. -, y ataques a la dignidad de las personas, sin que fuera 

ningún secreto para cada uno de sus miembros, dentro de los cuales inclusive se contaban 

servidores públicos vinculados a todas las instituciones estatales, aún desde el momento 

de la creación de aquellas tropas. (Corte Suprema de Justica, 2010, p. 156).  

Adicionalmente, en la sentencia de única instancia dentro del proceso adelantado en contra 

de Javier Cáceres Leal, Senador de la República, acusado del delito de Concierto para 

Delinquir Agravado, la Corte Suprema de Justicia (2012) da lugar a una completa 

descripción del patrón delincuencial usado por el BCB para el cumplimiento de sus 

objetivos, que se compone de una serie de dinámicas y diferentes formas de intimidación 

o de supresión de todo elemento perturbador que amenazara su ambición, se destaca la 

utilización de ejércitos constituidos con el propósito de “hacer cumplir la causa a sangre y 

fuego -coautoría por cadena de mando-, hasta llegar a convertirse en una verdadera 
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afrenta para la población civil (…) por la manera cruel y despiadada como se impusieron” 

(Corte Suprema de Justica, 2012, p. 18).  

La referida sentencia destaca además que una particularidad en la lucha paramilitar 

antisubversiva consistió en la casi total ausencia de enfrentamientos armados y en cambio 

“la ejecución de muertes selectivas de personas contrarias a sus intereses, declaradas 

como objetivo militar (…) que los llevó a desfilar frente a la comunidad nacional e 

internacional como autores de masivas y sistemáticas violaciones a los derechos humanos 

en tiempos contemporáneos” (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 24), situación que de 

manera dramática contrastó con la actitud indiferente de algunos miembros de la autoridad 

civil y militar local y regional de la época. 

Dentro del segundo grupo de pronunciamientos judiciales, la sentencia a los postulados 

Guillermo Pérez Alzate y otros, del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, recoge 

lo señalado por el Centro Nacional de Memoria Histórica cuando  

Presentó en audiencia judicial diversas formas de violencia sexual que hicieron parte del 

repertorio de castigos desplegados por los paramilitares contra mujeres señaladas de ser 

‘colaboradoras’ o militantes de las FARC. Violencias orientadas a romper los supuestos 

vínculos con la subversión, punir las relaciones con combatientes guerrilleros o emitir 

mensajes desmoralizantes al enemigo, marcaron la vida y los cuerpos de las mujeres. 

(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 301).  

Se destaca en la sentencia que hubo cuatro castigos ejercidos por miembros del Bloque 

Sur del Putumayo, subestructura del BCB, contra mujeres tildadas de enemigas, de la 

siguiente manera:  

1) amenazas de muerte y destierro como mecanismo para romper y prevenir el supuesto 

contacto de las pobladoras con las FARC, mecanismo con el que los paramilitares 

arremetieron contra quienes tenían vínculos con presuntos guerrilleros, estas mujeres, en 

la lógica del BCB, “eran concebidas como canales de comunicación del enemigo. Por 

medio del destierro castigaron a las mujeres por sus lazos de consanguinidad y 

quebrantaron cualquier tipo de relación familiar o afectiva que, supuestamente, pudiera 

servir para suplir información a la guerrilla” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Bogotá, 2014, p. 334). 

2) las tareas tradicional y culturalmente asignadas a lo femenino utilizadas por los 

paramilitares para sancionar a las mujeres y suplir sus necesidades cotidianas. Castigos 

impartidos principalmente contra mujeres “pescadas” en los retenes y a quienes acusaban 
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de “portar un atributo que las calificaba como ‘guerrilleras’ o ‘desconocidas’ (…) fueron 

amenazadas y obligadas a recoger basura, cocinar y lavar uniformes para los armados” 

(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 334). 

3) los integrantes del Bloque Sur Putumayo de las AUC ejercieron la violación sexual como 

castigo contra mujeres señaladas de pertenecer a las filas guerrilleras o de haber sostenido 

relaciones afectivas y sexuales con miembros de las FARC. Esta práctica fue utilizada 

como condena contra mujeres detenidas en los retenes y a las que se les catalogaba de 

desconocidas de la comunidad o de guerrilleras. “Habitar en una zona donde las FARC 

tenían presencia o no lograr atestiguar vínculos con el pueblo, significó el abuso sexual a 

manos de paramilitares” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 335). 

La violación tuvo un carácter punitivo, pues estuvo orientada a castigar la supuesta 

identidad de las víctimas y su pertenencia a la subversión.  

4) los hechos de violencia sexual no sólo involucraron mujeres de la población civil sino 

mujeres de las FARC capturadas en combate, Se destaca el uso de dispositivos de terror 

(mutilación de órganos sexuales, cercenamiento de los senos, empalamiento, otros) “para 

escarmentar a las combatientes y enviar mensajes desmoralizantes al enemigo. Sobre el 

cuerpo de las guerrilleras, los integrantes del grupo armado ilegal continuaron la batalla” 

(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 335). 

Paradójicamente, el Bloque Libertadores del Sur estableció sus propias sanciones 

disciplinarias por, entre otras,  

Cometer abuso sexual contra las mujeres de la población civil o integrantes del grupo, 

permitir el ingreso de mujeres o extraños a la tropa, la insubordinación (desacato de 

órdenes del superior), pérdida injustificada de material de guerra e intendencia, traición a 

la organización (brindar información al enemigo), generar escándalos en la comunidad 

portando el uniforme, atentar contra la vida de los compañeros o de un superior; para las 

mujeres estaba prohibido embarazarse en el primer año. (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 2014, p. 334).  

Comportamientos que se sancionaban de acuerdo a la gravedad con trabajo forzado, 

pérdida obligada del embarazo, degradación, detención (amarrado a un árbol), expulsión 

del grupo o con la muerte, previo consejo de guerra.  

Haciendo ya una descripción completa sobre el modus operandi del BCB en cada uno de 

los delitos que aborda la sentencia al postulado Rodrigo Pérez Alzate y otros, el Tribunal 

destaca en el BCB la puesta en marcha en las zonas donde tenía injerencia (Sur de Bolívar, 
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Magdalena Medio, Santanderes, Boyacá y Cundinamarca) “una política de exterminio de 

personas que no tomaban parte activa en las hostilidades; atacó bienes que por sus 

condiciones y características no les representaba ventaja militar alguna; asesino, torturo y 

desplazó a la población civil; recluto menores de edad como integrantes de su organización 

criminal” (2013, p. 322). Y sobre el homicidio destaca que estos eventos respondieron a 

“las directrices trazadas desde la cúpula de la organización; esto es, exterminar a los 

grupos subversivos, sus auxiliadores, e incluso simpatizantes y agredir a quienes fueran 

considerados indeseables para la comunidad” (2013, p. 325).  

En ese orden de ideas, la sentencia destaca que los múltiples delitos responden a un plan 

criminal cuidadosamente orquestado con la finalidad de dar muerte a todas las personas 

que eran señaladas de pertenecer o ser colaboradores de los grupos insurgentes, también 

a miembros de sindicatos o integrantes de bandas delincuenciales, otras de las 

poblaciones objeto fueron las prostitutas, expendedores o consumidores de droga, 

periodistas y defensores de derechos humanos que hicieran denuncias frente a los 

atropellos de los grupos de autodefensa.  

Se agrega que en esas condiciones, cada uno de los hechos forman parte de ataques 

dirigidos contra la población civil donde se resalta que la finalidad perseguida por los 

grupos de autodefensa era contrarrestar los grupos guerrilleros convirtiendo a la población 

civil en el objetivo primario e inmediato del ataque y no en una mera víctima incidental o 

colateral, situación que era conocida por todos los miembros de la estructura armada, en 

ese entendido,  

Los homicidios pueden ser calificados como crímenes de lesa humanidad y graves 

infracciones contra el Derecho Internacional Humanitario, salvo en aquellos casos en que 

se vulneró el derecho a la vida de personas que formaban parte de su organización e 

integrantes de los grupos contrarios que participaban en el desarrollo de las hostilidades, 

hechos que serán legalizados como homicidios agravados. (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 2013, p. 328). 

Sobre el delito de tortura la Sala reconoce que este hecho “era un patrón de 

comportamiento, puesto que era usual que los miembros del BCB, infligieran dolores a las 

personas estigmatizadas de ser guerrilleros o colaboradores de los grupos subversivos, 

con el fin de obtener información de ellas o castigarlas” (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 2013, p. 329). Para la Sala es claro que esta fue una de las 

modalidades utilizadas por los miembros del BCB cuando ingresaba a nuevos territorios, 
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advirtiendo a la población de su presencia y generar un estado de zozobra y terror al interior 

de la misma. En ese orden de ideas, los delitos que son descritos al postulado Rodrigo 

Pérez Alzate, concluye la Sala que se pueden enmarcar dentro de la política desarrollada 

por el BCB en aras de combatir a la subversión a través de los homicidios selectivos de 

presuntos la guerrilla; de ahí que los miembros de las diferentes organizaciones sindicales 

o gremiales, periodistas o defensores de derechos humanos, sin estar determinados como 

uno de los objetivos del Bloque, “fueron atacados por ser considerados simpatizantes de 

los grupos guerrilleros o de izquierda, además de abanderar la defensa de causas 

laborales o sociales” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 490).   

Finalmente, en la sentencia la Sala reconoce que en todos los hechos formulados por la 

Fiscalía 42 de la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz se pudieron identificar los 

mismos patrones de acción por parte de los miembros del Bloque Central Bolívar y destaca 

que son semejantes en todos los casos de homicidio la forma en que se desarrollaron, los 

móviles y las finalidades perseguidas, adicionalmente, el perfil de las víctimas es también 

un elemento que coincide, en muchos casos hombres jóvenes pues estas características 

se asociaban a los miembros de grupos guerrilleros; la identificación de las víctimas se 

daba en virtud de señalamientos previos realizados por informantes, en ocasiones ex 

militantes de los grupos subversivos o miembros de la misma comunidad, estos cubrían 

su rostro con pasamontañas para evitar ser reconocidos.  

Ya en la sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y José 

Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros, el Tribunal destaca respecto 

a los eventos de violencia sexual que para el conflicto armado colombiano “se ha logrado 

establecer la comisión de este tipo de delitos contra la población civil, como parte de la 

política de ataque generalizado y sistemático dirigido contra ésta, que se implementó como 

resultado de la degradación del conflicto armado colombiano” (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 2014, p. 9). En este caso, los cargos al postulado José Rubén Peña 

Tobón son de connotación sexual y reconociendo la Sala la alta frecuencia con la que los 

crímenes sexuales se cometen en el conflicto armado, dispone que está demostrada la 

generalidad y sistematicidad para tales delitos a partir de estadísticas de organizaciones 

dedicadas al tema, como las mostradas en la primera encuesta de prevalencia “Violencia 

sexual en contra de las Mujeres en el contexto del conflicto Armado colombiano” donde se 

indica que entre 2001 y 2007, 489.687 mujeres fueron víctimas directas de violencia 

sexual, cifra que demuestra que un poco más del 1% de la población nacional fue víctima 
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de crímenes sexuales, considerando los 42.888.594 de habitantes que arrojó el censo del 

año 2005, lo que permite señalar, de acuerdo con la Sala, que la violencia sexual constituye 

una práctica habitual y frecuente en el marco del conflicto armado y por lo mismo, puede 

ser calificada como generalizada.  

De acuerdo a lo consignado en la sentencia y basado en los informes de policía judicial, 

se sostiene que  

El Bloque realizó acciones delictivas en contra de miembros y colectivos de la población 

civil, lo que resulta fácilmente sustentable si se tiene en cuenta que existe un registro en 

la Fiscalía de 2.113 víctimas, que pertenecen en su totalidad a este sector de la población, 

de estas a la fecha se encuentran acreditadas 1.153 ante Justicia y Paz. 1.237 víctimas 

pertenecen al municipio de Tame; 539 pertenecen al municipio de Arauca; 128 víctimas a 

Cravo Norte; 113 en Puerto Rondón; y 96 víctimas pertenecen al municipio de Saravena. 

En cuanto al género de estas víctimas directas se tiene que 1.029 eran hombres y 560 

mujeres. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 45). 

3.4 Motivo 

Neutralizar y cohesionar el orden social alrededor de los designios del grupo. 

La tercera categoría resultante del análisis de las sentencias se refiere al motivo, o el objeto 

de soportar todo el orden social en virtud de los designios del grupo armado, así, la primera 

sentencia que se analiza alude al macroconjunto de las AUC a través del bloque 

Catatumbo, en la sentencia a los postulados Salvatore Mancuso Gómez, José Bernardo 

Lozada Artuz, Jorge Iván Laverde Zapata, Isaías Montes Hernández, Juan Ramón de Las 

Aguas Ospino, Jimmy Viloria Velásquez y Lenin Geovanny Palma Bermúdez se señala 

que uno de los objetivos del mismo fue  

4. Matar o desaparecer personas que según el grupo, eran familiares de miembros de la 

subversión o adeptos a esta. Asimismo, fue identificada esta política como un ataque 

generalizo contra miembros de la población civil (…) 8. La cooptación de instituciones 

estatales, (DAS, FISCALÍA, etc.) 9. La cooptación a cargos de candidatos por elección 

popular. (…) 15. Matar a sus propios integrantes. Los mataban por cuanto se salían de sus 

lineamientos o por indisciplina. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 

307). 
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Al acercarse al caso del BCB, vale empezar señalando que en la sentencia contra Miguel 

Ángel Rangel Sosa por el delito de concierto para delinquir agravado, donde las alianzas 

se exponen de manera evidente en los testimonios de muchos desmovilizados, se habla 

entonces de pactos, acuerdos y reuniones con la clase dirigente de la región y en el apoyo 

a gran cantidad de líderes políticos a los cargos de elección popular, del nivel local, regional 

y nacional. Los integrantes del BCB poco a poco fueron interfiriendo no sólo en lo social, 

sino también en lo cultural y especialmente político de las regiones; con lo que pretendían 

“llevar a feliz término lo que denominaron “proyecto paramilitar”, motivo por el cual dieron 

su aval y apoyo irrestricto a diversos líderes, introduciéndose de esta manera en la 

actividad proselitista de la comunidad” (Corte Suprema de Justica, 2010, p. 47).  

En la sentencia de única instancia dentro del proceso adelantado en contra de Javier 

Cáceres Leal, Senador de la República, acusado del delito de Concierto para Delinquir 

Agravado, la Corte Suprema de Justicia (2012) destaca en los hechos materia de 

investigación que a finales de la década de los noventa en el departamento de Bolívar y 

otras zonas de la Costa Atlántica hacen presencia grupos armados ilegales de 

autodefensas pertenecientes al Bloque Central Bolívar y Bloque Norte,  

Quienes una vez alcanzaron un posicionamiento territorial y militar, fundado con la 

ejecución de actos violentos y la vulneración de derechos y garantías de la población civil, 

diseñaron y ejecutaron una estrategia política orientada a infiltrar instancias municipales, 

departamentales e incluso nacionales, para facilitar su injerencia en los asuntos sociales y 

públicos, en un ambiente influenciado por los acuerdos punibles con candidatos a cargos 

de elección popular. (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 36).  

Es en el mencionado contexto que el senador Javier Cáceres Leal, en virtud de sus 

aspiraciones reeleccionistas, en el año 2006 aceptó el poder tanto local como 

departamental de la organización armada reuniéndose con sus comandantes a pactar; de 

este modo, “el concierto entre grupos armados ilegales y representantes de la 

institucionalidad está determinado por el aporte del político a la causa paramilitar, cuando 

coloca la función pública a su servicio (…) lo cual en ocasiones conlleva disfunciones 

institucionales” (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 86). 

En la sentencia contra de Javier Cáceres Leal (2012), la Corte además reconoce y 

recuerda que los grupos de autodefensa diseñaron y ejecutaron en distintas regiones del 

territorio nacional una estrategia política orientada al posicionamiento social que les 

permitiera incidir sobre las administraciones locales con la connivencia de ciertos sectores 
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de la clase dirigente tradicional y la intimidación de las comunidades. Estrategia que 

reportó resultados en las elecciones del año 2002 y en las elecciones regionales del año 

2003 donde fue notorio el avance del grupo armado logrando imponer candidatos o listas 

únicas a las alcaldías y concejos municipales e incluso elegir mandatarios 

departamentales. En esta sentencia reconoce la Sala que  

Lo que en principio sólo tuvo intenciones militares de lucha antisubversiva, terminó por 

permear sectores fundamentales de la sociedad y afectar gravemente la seguridad pública, 

como la transparencia de los sistemas de participación ciudadana, permitiendo que 

personas al margen de la ley se enquistaran de manera solapada en instancias de decisión 

del Estado, con la pretensión de legitimar su lucha, detentar poder -por interpuestas 

personas- y favorecer convenientes salidas legales al accionar delictivo. (Corte Suprema 

de Justica, 2012, p. 114). 

El mencionado fenómeno (permear sectores fundamentales de la sociedad como la 

participación ciudadana), también se destaca para departamentos como Santander, donde 

en el Acta 07: sentencia dentro del juicio contra el ex senador de la República Óscar Josué 

Reyes Cárdenas, acusado de ser autor del delito de concierto para delinquir agravado, la 

Corte Suprema de Justicia (2012) reconoce que la existencia de una relación entre un 

sector de la clase política de algunos departamentos y el Bloque Central Bolívar (BCB) 

para lograr la primacía en varios municipios de Santander y Bolívar. Otro pronunciamiento 

judicial que refiere a este primer grupo de delitos se toma el Acta 07: sentencia dentro del 

juicio contra los ex congresistas Luís Alberto Gil Castillo y Alfonso Riaño Castillo, acusados 

por los delitos de concierto para delinquir agravado y constreñimiento al sufragante, bajo 

los lineamientos de la Ley 600 de 2000, en esta la Corte (2012) destaca que los señalados 

participaron en la promoción, organización y apoyo de grupos armados al margen de la ley 

conocidos como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC): Bloque Central Bolívar (BCB) 

y Bloque de Puerto Boyacá (BPB) con los que realizaron acuerdos  

Para lograr votación a su favor mediante la intimidación y el constreñimiento de la 

población civil, especialmente en el departamento de Santander. El Bloque Central Bolívar 

al mando de “Salvatore Mancuso”, en el área militar “Julián Bolívar” y del área política Iván 

Roberto Duque Gaviria “Ernesto Báez” y Jairo Ignacio Orozco González alias “Tarazá”; 

operaba en gran parte del territorio Nacional y en el departamento de Santander 

conjuntamente con el Bloque de Puerto Boyacá. (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 15).   
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Por otro lado, en la sentencia dentro del juicio contra los ex congresistas Luís Alberto Gil 

Castillo y Alfonso Riaño Castillo se destaca que los territorios del Magdalena Medio han 

sido puntos focales predilectos de las operaciones paramilitares, particularmente el sector 

Santandereano para el Bloque Central Bolívar, que tenía en San Rafael de Lebrija y Puerto 

Berrío sus más grandes fortificaciones, asimismo se considera que “el modus operandi de 

los grupos paramilitares no dejaba nada librado al azar en la tarea de penetrar a las 

comunidades para producir agregados electorales (…) sometiendo e intimidando a los 

habitantes para obligarlos a votar por determinado candidato” (Corte Suprema de Justica, 

2012, p. 24).  

Como último pronunciamiento judicial dentro de la categoría Motivo, para los delitos de 

corte político referentes al BCB, se considera la sentencia dentro del juicio contra el ex 

congresista Rafael Castillo Sánchez, vinculado como presunto autor del delito de concierto 

para delinquir agravado, donde la Corte Suprema de Justicia (2012) destaca que el 

paramilitarismo capturó el poder local y sometió a la clase política provincial y a la sociedad 

toda por vía de la acción militar, así, se avoca a sostener que  

El “Movimiento no al Despeje” no se puede interpretar como un hecho aislado al cual se le 

pretende conferir cierto toque de filantropía social por parte de las autodefensas, sino como 

dato sociológico que confirma su dominio ilegal en el Magdalena Medio y que junto a la 

toma del poder local por parte de grupos armados de ultraderecha, conforman el punto de 

partida de la incursión del paramilitarismo en la conformación del poder legislativo y 

político. En esa línea de exposición, puede notarse que no son exclusivamente los líderes 

de las autodefensas quienes sostienen que habían instaurado un Estado de facto y 

sometido a la población civil –como lo describió sin exageraciones Iván Roberto Duque, 

alias Ernesto Báez –, pues por lo visto, concejales de esa conflictiva región también 

aceptan que ese grupo armado ilegal ejerció el poder, controló la función pública a su 

antojo y determinó el ejercicio y la suerte de la política, con mucho mayor acento desde el 

momento en que el “jefe político del BCB” se percató de la instrumentalización que podía 

hacer del movimiento “no al despeje” y de su amplia base social para lograr sus objetivos. 

(Corte Suprema de Justica, 2012, p. 2). 

Respecto al grupo de pronunciamientos judiciales por delitos no políticos, en la sentencia 

a los postulados Guillermo Pérez Alzate y otros, se destaca el hecho de que el Tribunal 

reconozca que las niñas que fueron reclutadas sufrieron daños emocionales, al construir 

su identidad sexual y personal en un entorno sumamente patriarcal y jerarquizado como la 
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estructura armada, lugar en el que fueron víctimas de conductas catalogadas como formas 

de violencia basada en género. “Es evidente que una estructura armada, en la que se 

estiman y promueven valores machistas como la fuerza, la violencia, las jerarquías, la 

valentía, la bravura, no es un ambiente para que una niña forme su identidad sicológica y 

sexual” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 683). En esta sentencia 

también se destaca que bajo el argumento de librar a la sociedad de personas que le 

causaban daño o atentaban contra los valores morales de la colectividad se cometieron 

homicidios selectivos de presuntas prostitutas, miembros de bandas delincuenciales, 

expendedores y consumidores de sustancias alucinógenas. 

 Quizá la sentencia hito respecto a la descripción de modus operandi del BCB sea la del 

postulado Rodrigo Pérez Alzate por el delito de Homicidio en persona protegida y otros 

(2013), que aborda las particularidades del BCB en múltiples delitos, donde se destacan 

los cometidos en contra de personas en estado de marginalidad o vulnerabilidad, 

respondiendo a la lógica de que los miembros pertenecientes a ciertos grupos sociales se 

apartan de las costumbres tradicionales y llegan a desarrollar actividades que pueden 

resultar nocivas para el conjunto social, así, se propone entonces la eliminación o expulsión 

de quien resulte diferente, se destaca que  

Este tipo de conductas hizo parte del modus operandi del Bloque Central Bolívar, con el 

fin de atacar a personas con ciertas características que los identificaban como 

delincuentes, drogadictos, recicladores, jóvenes de los sectores populares, prostitutas, 

miembros de la comunidad LGBT, e indigentes, entre otros, por considerarlos como una 

amenaza para los intereses de la sociedad bajo el argumento de la falta de presencia del 

Estado y por tanto, ausencia de control de las conductas que desarrollaban. (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 457).  

En la misma sentencia, se reconoce que el Bloque Central Bolívar (BCB), en desarrollo del 

conflicto armado colombiano, puso en marcha una política generalizada y sistemática con 

el único fin de atacar a quienes eran señalados de desarrollar actividades reprochadas 

moralmente como la prostitución, situación utilizada como excusa para violentar los 

derechos humanos; es así que la Sala reconoce que estos hechos constituyen crímenes 

de lesa humanidad cometidos en un contexto de conflicto armado. Otra de las 

características de las víctimas del BCB es su arraigo a familias humildes, de escasos 

recursos económicos, indigentes, marginados sociales, drogadictos, o personas señaladas 

de cometer delitos o pertenecer a bandas delincuenciales. 
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Las anteriores acciones revestían el carácter de “limpieza social” en tanto, señala Rodrigo 

Pérez Alzate, la gente al interior de la comunidad prefería muchas veces denunciar ante el 

grupo de autodefensa que ante las autoridades, “hecho que convirtió al Bloque Central 

Bolívar en las diferentes zonas donde hizo presencia en un regulador social, al punto que 

imponían toques de queda, para controlar los horarios en que las personas podían 

permanecer en las calles” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 492).  

Ya en la sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y José 

Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros, el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá (2011) encuentra que los miembros del Bloque Vencedores de 

Arauca montaron una persecución contra la población civil la cual se evidenció en aspectos 

como el control a las formas de vida de las comunidades, principalmente a través de 

panfletos, mensajes directos, comunicados y grafitis los que tuvieron como consecuencia 

miles de desplazamientos forzados. Este control sobre las comunidades se reflejó en 

conductas como la comisión de crímenes selectivos a partir de la elaboración de listas que 

se conformaban con la información que suministraban unidades de la Fuerza Pública o 

incluso políticos de la región, a las personas de la lista se les tachaba de tener vínculos 

con la subversión y finalmente eran asesinadas.  

Así pues, esta Sala corrobora que a pesar del discurso declarado en contra de la 

subversión, la estrategia básica del Bloque Vencedores de Arauca estuvo dirigida a la 

comisión de ataques unilaterales, en las que personas al margen del conflicto, en 

incapacidad de oponer resistencia, eran los objetivos militares, lo cual es una grave afrenta 

para la conciencia de la humanidad. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 

2011, p. 23). 

La última sentencia de este grupo de delitos ajenos al concierto para delinquir es la del 

postulado Orlando Villa Zapata (2011), en donde la Sala destaca que los ataques 

perpetrados por el BCB, a través de su subestructura Bloque Vencedores de Arauca, 

fueron de tal magnitud que lograron alterar el orden social y la estabilidad económica del 

departamento de Arauca, lo que además se constituía como uno de los fines de la 

organización armada ilegal la que además para su expansión y consolidación recibió apoyo 

de parte de personalidades públicas de la región quienes recíprocamente además 

recibieron apoyo económico de la organización ilegal para sus campañas. 
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3.5 Sometimiento de la base social del enemigo (aparente 
vinculación de la víctima con otra parte del conflicto) 

Destruir la base social y los presuntos colaboradores de los grupos subversivos en las 

regiones que estos disputan con el BCB. 

En los siguientes párrafos se describe al detalle esta categoría que se extrae como central 

y como la explicación más fuerte a la ocurrencia del fenómeno (los eventos de violencia 

sexual por parte del BCB), sin que se desconozca, desde luego, la existencia de las 

condiciones causales que ya fueron descritas (Momento, Propósito y Motivo). Esta 

categoría se abordará en dos momentos, en primer lugar sobre las sentencias que aluden 

a delitos políticos y en segundo lugar sobre las sentencias que luden a otros hechos 

victimizantes.  

De manera general para todas las estructuras de las AUC, en la sentencia a los postulados 

Salvatore Mancuso Gómez, José Bernardo Lozada Artuz, Jorge Iván Laverde Zapata, 

Isaías Montes Hernández, Juan Ramón de Las Aguas Ospino, Jimmy Viloria Velásquez y 

Lenin Geovanny Palma Bermúdez, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, la 

Sala de Justicia y Paz (2014) sostuvo que de acuerdo con la Fiscalía las políticas de grupo 

apuntaban a  

1. Matar o desaparecer personas que según el grupo pertenecían a la subversión o tenían 

vínculos con esta. Ataque sistemático y generalizado que tuvo como objetivo a miembros 

de la población civil. (…) 3. Matar o desparecer personas que no compartían la ideología 

o políticas del grupo. Esta política se reconoce dentro de las acciones delictivas, ataques 

generalizados y sistemáticos. 4. Matar o desaparecer personas que según el grupo, eran 

familiares de miembros de la subversión o adeptos a esta. Asimismo, fue identificada esta 

política como un ataque generalizo contra miembros de la población civil. (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 278). 

Ya en el caso particular del BCB, en la sentencia contra Miguel Ángel Rangel Sosa por el 

delito de concierto para delinquir agravado se señala que dentro del modus operandi del 

que se valían los grupos de autodefensa y entre estos el BCB para su consolidación, se 

encuentra el propósito de arrasar ciudadanos u organismos que se opusieran a consolidar 

su poder y expansión, el término lesa humanidad cobra validez en la afirmación de que 

“dentro de sus actividades ordinarias ejecutaron múltiples conductas criminales, entre otras 

calificadas como delitos de lesa humanidad” (Corte Suprema de Justica, 2010, p. 156). 
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Por otro lado, en la Sentencia de única instancia dentro del proceso adelantado en 

contra de Javier Cáceres Leal, Senador de la República, acusado del delito de 

Concierto para Delinquir Agravado, el Tribunal recuerda que  

Lo que en principio sólo tuvo intenciones militares de lucha antisubversiva, terminó 

por permear sectores fundamentales de la sociedad y afectar gravemente la 

seguridad pública, como la transparencia de los sistemas de participación 

ciudadana, permitiendo que personas al margen de la ley se enquistaran de 

manera solapada en instancias de decisión del Estado, con la pretensión de 

legitimar su lucha, detentar poder -por interpuestas personas- y favorecer 

convenientes salidas legales al accionar delictivo. (Corte Suprema de Justica, 

2012, p. 114). 

Otro pronunciamiento judicial que refiere a este primer grupo de delitos es la sentencia 

dentro del juicio contra los ex congresistas Luís Alberto Gil Castillo y Alfonso Riaño Castillo, 

acusados por los delitos de concierto para delinquir agravado y constreñimiento al 

sufragante, donde la Corte da lugar a una completa descripción del patrón delincuencial 

usado por el BCB para el cumplimiento de sus objetivos, que se compone de una serie de 

dinámicas y “diferentes formas de intimidación y supresión de todo elemento perturbador 

que amenazara su ambición” (Corte Suprema de Justica, 2012, p. 18). El documento 

destaca que una particularidad en la lucha paramilitar antisubversiva consistió en la casi 

total ausencia de enfrentamientos armados y en cambio “la ejecución de muertes 

selectivas de personas contrarias a sus intereses, declaradas como objetivo militar” (Corte 

Suprema de Justica, 2012, p. 24).  

En el segundo grupo de pronunciamientos judiciales, donde se recoge lo dispuesto sobre 

delitos de corte no electoral, se señala frente al caso del Bloque Libertadores del Sur, como 

subestructura del BCB, que de acuerdo al Centro Nacional de Memoria Histórica hubo  

Diversas formas de violencia sexual que hicieron parte del repertorio de castigos 

desplegados por los paramilitares contra mujeres señaladas de ser ‘colaboradoras’ o 

militantes de las FARC. Violencias orientadas a romper los supuestos vínculos con la 

subversión, punir las relaciones con combatientes guerrilleros o emitir mensajes 

desmoralizantes al enemigo, marcaron la vida y los cuerpos de las mujeres” (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 301).  
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Acá deben destacarse los cuatro tipos de castigos (ya descritos con más detalle en una 

categoría precedente) ejercidos por miembros del Bloque Sur Putumayo, subestructura del 

BCB, contra mujeres tildadas de enemigas: 1) amenazas de muerte y destierro como 

mecanismo para romper y prevenir el supuesto contacto de las pobladoras con las FARC; 

2) las tareas tradicional y culturalmente asignadas a lo femenino utilizadas por los 

paramilitares para sancionar a las mujeres y suplir sus necesidades cotidianas; 3) los 

integrantes del Bloque Sur Putumayo de las AUC ejercieron la violación sexual como 

castigo contra mujeres señaladas de pertenecer a las filas guerrilleras o de haber sostenido 

relaciones afectivas y sexuales con miembros de las FARC; 4) los hechos de violencia 

sexual no sólo involucraron mujeres de la población civil sino mujeres de las FARC 

capturadas en combate. 

En la sentencia hito respecto a la descripción de modus operandi del BCB, del postulado 

Rodrigo Pérez Alzate por el delito de Homicidio en persona protegida y otros, haciendo ya 

una descripción completa sobre el modus operandi del BCB en cada uno de los delitos que 

se abordan en la sentencia, se señala que el BCB puso en marcha “una política de 

exterminio de personas que no tomaban parte activa en las hostilidades (…) asesinó, 

torturó y desplazó a la población civil; recluto menores de edad como integrantes de su 

organización criminal; y cobró contribuciones arbitrarias, entre otras” (Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 322). 

Sobre el homicidio destaca la Sentencia que estos eventos respondieron a las directrices 

trazadas para toda la organización de “exterminar a los grupos subversivos, sus 

auxiliadores, e incluso simpatizantes y agredir a quienes fueran considerados indeseables 

para la comunidad” (2013, p. 325).  

En ese orden de ideas, los múltiples delitos responden a un plan criminal cuidadosamente 

orquestado con la finalidad de dar muerte a todas las personas que eran señaladas de 

pertenecer o ser colaboradores de los grupos insurgentes, también a miembros de 

sindicatos o integrantes de bandas delincuenciales, otras de las poblaciones objeto fueron 

las prostitutas, expendedores o consumidores de droga, periodistas y defensores de 

derechos humanos que hicieran denuncias frente a los atropellos de los grupos de 

autodefensa. “Los homicidios no se consumaron como único delito, hubo ocasiones en las 

que se torturó a las víctimas, se desaparecieron sus cuerpos, se desplazaron a sus 

familiares, etc., por tanto, pueden ser considerados como graves infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 323). 
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En la sentencia de Rodrigo Pérez Alzate se recalca además que cada uno de los hechos 

forman parte de ataques dirigidos contra la población civil donde la finalidad perseguida 

por los grupos de autodefensa era contrarrestar los grupos guerrilleros convirtiendo a la 

población civil en el objetivo primario e inmediato del ataque y no en una mera víctima 

incidental o colateral, situación que, destaca la Sala, era conocida por el postulado en su 

condición de comandante y por los demás miembros de la estructura armada. 

Sobre el delito de tortura la Sala reconoce que este hecho “era un patrón de 

comportamiento, puesto que era usual que los miembros del BCB, infligieran dolores a las 

personas estigmatizadas de ser guerrilleros o colaboradores de los grupos subversivos, 

con el fin de obtener información de ellas o castigarlas” (Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, 2013, p. 329); recuérdese acá que el DIDH ha reconocido que la 

violencia sexual se configura en todas sus formas como tortura. En la misma sentencia se 

destaca que miembros del Bloque Central Bolívar, en desarrollo del conflicto armado 

interno y en el delito de desaparición forzada ejecutaron un comportamiento que de manera 

sistemática y reiterada que fue utilizado “no sólo para desaparecer momentánea o 

permanentemente a las personas, sino para lograr un estado generalizado de angustia, 

inseguridad y temor” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 400).  

Otra consideración hecha en la sentencia y que atañe a la categoría que se describe es el 

aumento de la violencia contra los sindicatos, lo que es situado por la Sala en el hecho de 

que para los comandantes paramilitares los grupos guerrilleros infiltraban las 

organizaciones gremiales. 

La sentencia contra Rodrigo Pérez Alzate concluye que los hechos atribuidos al BCB se 

enmarcan dentro de una política  

Encaminada a: Combatir a la subversión mediante la realización de homicidios de 

presuntos miembros o auxiliadores de la guerrilla; Bajo el argumento de librar a la sociedad 

de personas que le causaban daño o atentaban contra los valores morales de la 

colectividad se cometieron homicidios selectivos de presuntas prostitutas, miembros de 

bandas delincuenciales, expendedores y consumidores de sustancias alucinógenas. Los 

miembros de las diferentes organizaciones sindicales o gremiales, así como los periodistas 

o defensores de derechos humanos, no estaban determinados como uno de sus objetivos, 

pese a ello, fueron atacados por ser considerados simpatizantes de los grupos guerrilleros 

o de izquierda, además de abanderar la defensa de causas laborales o sociales. (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2013, p. 490). 
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En la sentencia a los postulados José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y José 

Manuel Hernández Calderas por el delito de Homicidio y otros, se da cuenta de que los 

miembros del Bloque Vencedores de Arauca (como subestructura del BCB) no respetaron 

la naturaleza de bienes protegidos del D.I.H., así por ejemplo, el puesto de salud de la 

vereda Caracol fue convertido en un centro para la práctica de tortura, la comisión de 

crímenes sexuales y de aparcamiento de los miembros del grupo. Se destaca en la misma 

respecto a los eventos de violencia sexual que “este tipo de delitos contra la población civil, 

como parte de la política de ataque generalizado y sistemático dirigido contra ésta, que se 

implementó como resultado de la degradación del conflicto armado colombiano” (Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2014, p. 9).  

En la mencionada sentencia, sobre el postulado Peña Tobón pesa la responsabilidad de 

dos accesos carnales violentos, pues “valiéndose del poder que su condición de 

Comandante militar le otorgaba, doblegó la voluntad de una de las mujeres, quien además 

era menor de edad, para que sostuviera relaciones sexuales con él; la otra mujer, fue 

llevada al lugar donde se encontraba alias “Tom”, y fue conminada a sostener relaciones 

sexuales con éste. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 39). 

Ya en esta sentencia se reconoce que los eventos de violencia sexual, aun cuando se 

documentan para la referida subestructura (Bloque Vencedores de Arauca) solo dos casos, 

tienen las características de los crímenes de lesa humanidad y se agrega que demuestra 

la Fiscalía que tales actos  

No fueron cometidos de manera aislada o esporádica, sino que por el contrario, 

obedecieron a una línea o patrón de conducta propia de la organización armada ilegal 

Bloque Vencedores de Arauca (…) por otra parte, la Fiscalía documentó la comisión de 

graves violaciones a los derechos humanos que contaron con la participación del Bloque 

Vencedores de Arauca, se les atribuyen 15 masacres, 860 Homicidios selectivos, 203 

desapariciones forzadas, 418 desplazamientos forzados, 210 amenazas, 191 extorsiones 

y exacciones, 150 casos de abigeato, 43 lesiones personales, 6 tentativas de homicidios y 

3 accesos carnales violentos. (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 2011, p. 

22). 

Uno de los aspectos destacados a esta subestructura es la persecución contra la población 

civil que se reflejó en conductas como la comisión de crímenes selectivos a partir de la 

elaboración de listas, a las personas de la lista se les tachaba de tener vínculos con la 

subversión y finalmente eran asesinadas. 
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La última sentencia que se analiza en la presente categoría es la del postulado Orlando 

Villa Zapata (2011), del Bloque Vencedores de Arauca, en donde se destaca que según 

los informes de policía judicial, el Bloque realizó acciones delictivas en contra de miembros 

y colectivos de la población civil, donde las víctimas del género masculino casi duplican a 

las del femenino.  

Se finaliza el presente apartado sobre la categoría central aludiendo a los patrones 

delictivos y la presentación de la información estadística a la que se tuvo acceso sobre el 

BCB y los eventos de violencia sexual a partir del Informe del Grupo de Policía Judicial de 

la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz (2013) que planteó la construcción 

de un contexto para la ocurrencia de tales eventos, por medio de un análisis cualitativo y 

cuantitativo de la información proporcionada por los despachos y publicaciones relativas 

al tema y se contabilizan un total de ciento once (111) casos priorizados en los despachos 

desde que inició el proceso de desmovilización del Bloque. 

El mencionado documento se vale de insumos a los que para efectos del presente trabajo 

fue imposible acceder, lo anterior, toda vez que la Ley 1257 de 2008 consigna que las 

víctimas de violencia sexual tienen derecho a ser tratadas con reserva de identidad al 

recibir la asistencia médica, legal, o asistencia social respecto de sus datos personales, 

los de sus descendientes o los de cualquiera otra persona que esté bajo su guarda o 

custodia, reserva que aplica al Sistema de Información de Justicia y Paz (SIJYP) y 

documentos internos de los despachos de Fiscalía que contiene una base de datos con 

ciento once (111) registros recolectados por la entidad, además de los reportes de los 

trabajos de campo hechos por los investigadores de los despachos como documentos 

internos y entrevistas.  

Lo primero que hay que destacar para los casos de violencia sexual en el caso del Bloque 

Central Bolívar (BCB) es que hasta ahora, dentro de los 111 casos recopilados, son seis 

las subestructuras en las que se reportan los casos de violencia sexual: 

 

Tabla 3: Subestructuras del BCB y eventos de violencia sexual documentados. 

Subestructura Número 

de casos 

Bloque Libertadores del Sur (BLS) desmovilizado con 689 

hombres el 30 de julio de 2005 

4 
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Bloque Sur del Putumayo (BSP) desmovilizado el 1 de 

marzo de 2006 y Frentes Próceres del Caguán, Héroes de 

los Andaquíes y Héroes de Florencia (FPC) 

desmovilizados el 15 de febrero de 2006 

47 

Bloque Santa Rosa del Sur (BSS) desmovilizado el 31 de 

enero de 2006 

60 

 

La mencionada matriz maneja variables como relato de la víctima, sexo, edad en el 

momento de los hechos y demás elementos que permiten configurar en tiempo, modo y 

lugar el evento, de ahí, una de las características que destaca para el Bloque Central 

Bolívar (BCB) es su concentración en la región del sur de Bolívar, lo que se evidenciaba 

en el despliegue delictivo descrito en las sentencias reseñadas, principalmente en la del 

postulado Rodrigo Pérez Alzate, fenómeno que responde al valor estratégico de la zona 

que entre otros se determina por la Serranía de San Lucas, que tiene acceso al río 

Magdalena además de conexión con Antioquia por el río Cauca y hasta la costa Atlántica, 

lo que convierte a la región en una de las más importantes para la explotación de oro y 

permite que su economía se base en gran parte en el cultivo de coca. 

El Bloque Central Bolívar (BCB) basó su accionar en las siguientes directrices y políticas: 

1) Régimen Disciplinario Interno, Manual de Funciones de abril de 2001, 2) Régimen 

Disciplinario Interno, 10 de abril de 2002, 3) Reforma de Régimen Disciplinario y adopción 

del Manual de Funciones de 20 de junio de 2002.  

De los anteriores, para efectos del presente trabajo merece destacarse el siguiente artículo 

del Régimen Disciplinario que consigna “Literal H: Ultrajes, maltratos, atropellos e irrespeto 

a la población civil. La responsabilidad sobre estos graves hechos recaen sobre el 

comandante superior, quien debe aplicar los correctivos pertinentes, a fin de incurrir en 

gravísima conducta omisiva, severamente sancionada por el Estado Mayor Regional, 

EMR” (Fiscalía General de la Nación, Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la 

Paz, 2013). 

En la conceptualización sobre el patrón de lo que en el Informe se denomina Violencia 

Basada en Género (para efectos del presente trabajo todos los casos en dicha categoría 

se cobijan como casos de violencia sexual en la concepción amplia que se describía en 

apartados anteriores), las prácticas se describen como sistemáticas y reiteradas. De tal 
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suerte que en casos como el de Miguel Ángel Melchor Mejía y Orlando Villa Zapata (bloque 

Vencedores de Arauca adscrito al BCB) se les atribuyeron los títulos de autor mediato por 

su condición de comandantes y en la sentencia respectiva señala la Sala que se debe dar 

un paso adelante en la visibilización de los hechos de violencia sexual y proponer 

calificaciones jurídicas en las que concursen los delitos de acceso carnal violento en 

persona protegida y tortura en persona protegida, siempre que se pueda inferir que la 

finalidad del acceso carnal iba más allá del placer sexual y se buscaba, además, dominar, 

castigar, humillar o denigrar a la víctima como acto simbólico contra toda la comunidad. No 

todos los imputados por eventos de violencia sexual y tortura estaban presentes en los 

hechos a título personal sino con armas, en nombre o en las instalaciones de una autoridad 

con poder de facto (a propósito de la participación de funcionarios públicos en la 

conformación de los grupos paramilitares). 

Los diferentes despachos que han documentado los eventos perpetrados por el BCB 

durante los años de operaciones, y haciendo uso de una matriz de análisis en cabeza de 

la Fiscalía General de la Nación reportan un total de 111 casos de violencia sexual en los 

departamentos de Nariño, Caquetá, Putumayo, Santander, Bolívar y Norte de Santander, 

por los bloques Libertadores del Sur, Héroes de los Andaquíes, Sur del Putumayo y Santa 

Rosa del Sur. 

Adicionalmente se debe reseñar que durante el tiempo y las zonas en las que operó el 

BCB, el año 2002 y el área rural presenta la mayor cantidad de casos de lo que en el 

Informe del Grupo de Policía Judicial de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y 

la Paz (2013) se denomina Violencia Basada en Género, los municipios que presentan la 

mayor cantidad de casos por departamento son: 

Tabla 4: Departamentos y municipios del país con más eventos de violencia sexual 

documentados para el BCB. 

Departamento Municipios más afectados por eventos de 
violencia sexual por parte del BCB 

Número 
de casos 

Putumayo Valle del Guamuéz 28 

Santander Barrancabermeja 12 

Bolívar Simití 8 

Caquetá Valparaíso 3 

Nariño Roberto Payán 3 
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Sobre los casos conocidos por los despachos, se encuentra que en el 90% de los 

eventos relacionados con violencia sexual atribuidos al BCB las víctimas son mujeres, de 

este universo de mujeres, el 28% se encuentra en la edad entre los 19 y los 25 años. En 

términos de enfoque diferencial, el Informe del Grupo de Policía Judicial de la Unidad 

Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz (2013) destaca que de los 111, solo en 6 

casos se identifican condiciones por enfoque diferencial, así: comunidades afro: 3 casos 

(1 caso en el año 2000 y 2 en el año 2002); comunidad LGBTI: 2 casos (año 2003); 

indígenas: 1 caso (año 2003). 

Dentro de las formas en cómo se presentan los eventos el informe descubre dos 

causas aparentes: 

1) Su estatus de poder 

2) Aparente vinculación de la víctima con otra parte del conflicto 

Las mismas, si bien se proceden a describir a continuación, ha de señalarse que 

encajan dentro de las categorías que se describen para el análisis de presente documento, 

así pues, lo que para la Fiscalía es descrito como “Su estatus de poder”, en las categorías 

ya descritas se conoció como “Momento”, del mismo modo, la “Aparente vinculación de la 

víctima con otra parte del conflicto” es recogida en este apartado en la categoría central 

conocida como “Sometimiento de la base social del enemigo”. 

Entre las dos causas identificadas por la Fiscalía se destacan dos subestructuras, 

así, de los casos que en los que se identifica como causa su estatus de poder, el 59% de 

los casos corresponden al Bloque Santa Rosa del Sur, entre todos los casos relacionados 

con el hecho de que la víctima haga presuntamente parte de otra parte del conflicto, el 

65% de los casos de los mismos ocurren por parte del Bloque Sur del Putumayo.  
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De los 111 casos identificados para el BCB; el informe destaca tres prácticas con 

los siguientes porcentajes: Accesos carnales y actos sexuales 103 casos (93%), tratos 

inhumanos y degradantes 6 casos (5%) y prostitución forzada y esclavitud 2 casos (2%). 

El informe intenta dar luz sobre las circunstancias y particularidades que rodean 

cada una de estas tres prácticas en virtud del modus operandi del BCB, descritas a 

continuación: 

Sobre el modus operandi desplegado para los casos de accesos carnales y actos 

sexuales, en el caso de BCB se soportó en atribuirles a las víctimas algún tipo de vínculo 

con los grupos armados subversivos (lo que coincide con que haya sido esta vinculación 

la categoría central extraída a partir del análisis de las sentencias). Algunos relatos en esta 

categoría describen cómo ingresan a un caserío grupos de hasta 30 paramilitares con 

armas largas e intimidando a la población civil y acusándola de ser colaboradora de los 

grupos guerrilleros, la violencia sexual es usada entonces con el objetivo de “hacer hablar” 

a los pobladores, en los eventos es clara la intimidación, las amenazas y el uso de la fuerza 

para con las víctimas en pro de aumentar su sensación de indefensión y concretar el acto 

sexual.  

En algunos de los relatos que se leen en el Informe se nota la referencia al grupo 

paramilitar como “la ley”, los miembros del grupo además se publicitan dentro de la 

población civil a través de las presuntas bondades de pertenecer al grupo, en algunos de 

los relatos se evidencia que estas bondades se venden como estrategia de reclutamiento 

y que incluso algunos de los casos de violencia sexual para el caso del BCB suceden en 

el entorno intrafilas. 
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Respecto a los casos de prostitución forzada o esclavitud sexual el Informe destaca 

el sometimiento de la víctima con el fin de que cumpla la actividad de compañía forzada 

con uno de los integrantes del grupo armado o prostitución forzada; el sometimiento incluye 

amenazas de atentar contra la vida de la víctima o la de su familia además de golpes y 

agresiones verbales. El actor armado al ejercer control en la zona se aboga la potestad de 

exigir permisos de circulación o de trabajo y de implantar castigos cuando estos no se 

portan o cuando las víctimas son presuntamente personas ajenas a la región.  

Respecto a la práctica de los tratos crueles e inhumanos, en el BCB se rastrea a 

partir del incumplimiento de las normas de convivencia que el grupo impone en su zona de 

operaciones, así son prácticas que buscan aleccionar y crear vergüenza y humillación en 

las víctimas, para el caso de este grupo se destaca particularmente el corte de cabello o 

la obligación de barrer que se impone a algunas mujeres. 

Sobre los 111 casos reportados para el BCB, las afectaciones descritas por el Informe se 

distribuyen de la siguiente manera: 

 

Tabla 5: Afectaciones derivadas de los eventos de violencia sexual documentados para el 

BCB. 

Afectaciones por casos de violencia sexual en el BCB Casos 

Esterilidad 1 

Afectación física 1 

Muerte como consecuencia 5 

Enfermedades de Transmisión Sexual (ETS) 6 

Aborto (para casos en los cuales la víctima se encontraba 

en estado de embarazo) 6 

Embarazo 15 
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Afectaciones económicas a causa del desplazamiento 

asociado al evento 28 

Desplazamiento forzado a causa del evento 44 

Afectación psicológica 66 

 

Figura 1: Afectaciones derivadas de los eventos de violencia sexual documentados para 

el BCB (porcentaje). 

 

 

Se concluye el presente apartado con el esbozo de un diagrama o modelo (paradigma 

codificado) donde se muestran las relaciones entre todos los elementos dispuestos y 

derivados del análisis anterior (que se constituyen como categorías o temas de información 

identificados a partir de las fuentes consultadas y que se relacionan con las características 

de los eventos de violencia sexual cometidos por el BCB), en aras de lograr la 

conceptualización y establecer los vínculos entre las diferentes categorías, describiendo 

gráficamente los elementos que permiten dar cuenta de un elemento sistemático para los 

eventos de violencia sexual estudiados. 
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Figura 2: Paradigma codificado, vínculos entre las categorías que explican la ocurrencia 

de violencia sexual por parte del BCB. 
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4. Conclusiones 

Los eventos de violencia sexual documentados para una de las más importantes 

estructuras paramilitares, el Bloque Central Bolívar (BCB), son susceptibles de ser 

descritos como sistemáticos, lo que da lugar a que puedan ser leídos como crímenes de 

lesa humanidad. Concretamente, la mayoría de estos eventos podrán ser imputados, 

aunque sea a título enunciativo, como crímenes de lesa humanidad, siempre que logre 

demostrarse que las características del hecho concreto caben dentro del elemento 

contextual que en este texto se ha querido exponer. 

Respecto a la anterior afirmación es preciso detallar en los párrafos por venir qué tipo de 

consideraciones son necesarias para la enunciación de los eventos como de lesa 

humanidad. 

Si bien sobre la violencia ejercida por los grupos paramilitares en contra de la población 

civil es mucho lo que está documentado, centrarse en una subestructura y en un tema 

como el de violencia sexual no deja de presentar ciertos retos de corte bibliográfico. En 

primer lugar, mucha de la literatura académica alude a la estructura de las AUC como una 

sola y no diferencia patrones en el modus operandi o zonas de operaciones para cada uno 

de los grupos que componían las AUC, preciso es señalar que el presente escrito tampoco 

se hizo una diferenciación muy exhaustiva, no obstante, se logró reconocer que, por 

subestructuras, dentro de las AUC hubo características marcadas, la mayoría de las cuales 

intentaron delinearse para el BCB en aras de diferenciar su operación de la de otros 

bloques o por lo menos integrar su accionar como fiel representación de lo que todo el 

conjunto de las AUC proyectaba. 

Así por ejemplo, a lo largo del texto fue preciso destacar que son las Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), y dentro de estas el Bloque Norte, la 

subestructura de las AUC que más eventos de violencia sexual documentados presenta, 

concentrando cuatro veces más eventos documentados que los que se reseñan para el 

caso del Bloque Central Bolívar (BCB); para esta última se documentan un total de 111 

casos, de acuerdo a los reportes emitidos por la Fiscalía General de la Nación, no obstante, 

aun cuando se agotaron todos los procedimientos legales para el acceso a una información 

más detallada sobre los mismos, no fue posible obtenerla, por parte de la Unidad de 



104 Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 

 
 

Justicia Transicional de dicha entidad ni en los Tribunales dedicados al BCB, lo anterior en 

tanto lo dispuesto en la Ley 1257 de 2008. 

Ahora bien, se reconoce en cada una de las subestructuras de las AUC la marcada 

ocurrencia de determinados hechos victimizantes, lo que permite que uno u otro se 

caracterice en función de los mismos, no obstante, de lo consignado en el presente 

documento no puede inferirse que cada subestructura tenía líneas de acción diferentes, 

por el contrario, los elementos comunes a las subestructuras son más y las diferencias en 

el modus operandi de las mismas aluden netamente a la forma como en cada región se 

fueron consolidando los lineamientos designados desde la cúpula de la organización; la 

ocurrencia indiscriminada de uno u otro hecho victimizante bien podría explicarse en 

función de la zona geográfica en que se despliega la subestructura armada y del grado y 

la calidad de la resistencia que encuentran por parte de la población civil y de otros actores 

armados para el desarrollo de sus operaciones.  

Así pues, se recomienda que para estudios por venir no quede en los anaqueles de la 

historia un concepto vago y muy general sobre el accionar de las AUC y por el contrario se 

tome en consideración el tiempo, modo y lugar de ocurrencia de cada violación a derechos 

humanos o infracción al DIH que se estudie, con el propósito de reivindicar la memoria de 

la población civil afectada en virtud del elemento de contexto en que ocurrió cada 

victimización. 

Considerando que todos los grupos que han participado en las hostilidades en el conflicto 

armado colombiano han cometido eventos de violencia sexual, de la reconstrucción de lo 

que constituyó el proyecto paramilitar en Colombia entre 1997 y 2006, y de su particular 

relación con los eventos de violencia sexual, se concluyó que los mismos fueron reiterados 

y generalizados para toda la estructura. Los mismos (cuya ocurrencia para el caso del BCB 

se documenta entre los años 2000 y 2006) no se producen de forma aislada sino de 

manera concomitante con hechos de tortura, homicidio, desplazamiento forzado, toma de 

rehenes o desaparición forzada; por lo anterior, se  exhorta en futuras investigaciones 

judiciales al reconocimiento o la descripción juiciosa de todos y cada uno de los hechos 

que confluyen en la víctima para un tiempo, modo y lugar concreto y que, valga decir, 

muchas veces son dejados de lado por el mismo denunciante por temas como el pudor, el 

desconocimiento o la cooptación institucional, percibida por la víctima, por parte de los 

grupos armados.  
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Para llegar a afirmar que se configuran como sistemáticos, se hizo preciso identificar las 

características de los eventos de violencia sexual cometidos por parte del Bloque Central 

Bolívar (BCB) para el período 2000 – 2006, encontrando que los mismos, en casi todos los 

casos, ocurrieron como parte del repertorio del grupo tendiente al exterminio de toda 

oposición o a cualquier vestigio de apoyo a la insurgencia en sus zonas de operaciones; 

como ya se señalaba, no se trata solo de estos eventos sino de otros que, como homicidios 

y torturas, perseguían el mismo propósito, acciones todas que se condenan como violación 

al Derecho Internacional de los Derechos Humanos o como infracción al Derecho 

Internacional Humanitario. 

Si bien en el texto se describió la ocurrencia de delitos de lesa humanidad haciendo énfasis 

en su carácter sistemático, ello no significa que se estén obviando las demás 

características que la jurisprudencia ha identificado para tales delitos, que por demás se 

identifican sin discusión en los eventos de violencia sexual abordados, a saber, que se 

trate de un ataque, en contra de una población civil y donde el perpetrador actúe con 

conocimiento de dicho ataque, es decir, con la intención de cometerlo. En todos los casos 

documentados estas características se cumplen. El reconocimiento de todos los elementos 

constituye lo que la doctrina ha llamado el contexto, las características que trazan la línea 

entre lo que es un delito común y uno de lesa humanidad.  

En seis de nueve subestructuras del BCB se encuentra documentada la ocurrencia de 

eventos de violencia sexual, para lo cual es preciso recordar que las características de lo 

sistemático apuntan a que su ocurrencia no se dé por el azar, y como pasó a ser 

demostrado, se encuentra que la ocurrencia de los mismos, al margen de la cantidad o de 

las subestructuras para las que no se encuentran documentados eventos, se da con 

ocasión al cumplimiento de un plan particular cuya dirección se trazaba no solo para todo 

el Bloque Central Bolívar (BCB) sino para toda la organización de las Autodefensas Unidas 

de Colombia (AUC). 

El esbozo propuesto a partir de la codificación axial constituye un diagrama sencillo pero 

que muestra de manera clara las relaciones entre todos los elementos dispuestos para la 

configuración del fenómeno, entendiéndose este como la ocurrencia de eventos de 

violencia sexual por parte del BCB en el período 2000 - 2006, así pues, es preciso 

reconocer que en un contexto caracterizado por el dominio de militar y político del BCB, 

pero donde entran al tiempo en disputa otros actores armados, especialmente guerrillas, 

es sometida la población civil en todos los aspectos a lo dispuesto por la estructura 
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paramilitar. Lo anterior en tanto, en la lógica del grupo armado, la confrontación armada y 

la lucha por el territorio implica, principalmente, el despliegue de múltiples estrategias 

intimidatorias dispuestas esencialmente hacía los civiles, a quienes se les considerada 

como el soporte social de los grupos guerrilleros; se revelan acá las mujeres como blanco 

directo en la confrontación (en razón a sus relaciones afectivas con alguno de los miembros 

de los grupos que participan en el conflicto). 

De este modo, la ocurrencia del fenómeno se describe a partir de las tres categorías 

iniciales que arroja la metodología, a saber: 

El Momento (estatus de poder), donde se reconoce que el BCB logró un estado 

generalizado de angustia, inseguridad y temor en las poblaciones en las que se posicionó 

a partir del uso intimidatorio de las armas, del despliegue militar y ofensivo que realizó en 

las mismas. El miedo fundado a partir de las conductas arbitrarias de sus miembros, 

doblegó la voluntad de la población civil, particularmente de quienes fueron víctimas de 

violencia sexual. 

El Propósito, donde se describe cómo el BCB mantuvo como línea de ejecución el matar, 

castigar (en esta acción se ubica la ocurrencia de eventos de violencia sexual) o 

desaparecer personas que según el grupo pertenecían a la subversión o tenían vínculos 

con ésta, también a quienes presuntamente pertenecían a bandas de delincuencia común, 

expendedores o consumidores de droga. Esto es, el propósito fue arrasar ciudadanos u 

organismos que se opusieran a consolidar su poder y expansión. 

El Motivo, donde a partir del análisis principalmente jurisprudencial se describió cómo los 

miembros del BCB y los representantes de la institucionalidad establecieron una relación 

de cooperación en la que el aporte del político a la causa paramilitar consistía en poner la 

función pública a su servicio.  

 El fenómeno de la violencia sexual dentro del BCB pasa a ser condensado en su 

descripción a partir de la categoría central extraída del proceso de codificación axial y que 

denota el interés de la organización por someter la base social del enemigo, en tanto las 

víctimas son seleccionadas en por su aparente vinculación con otra parte del conflicto; en 

esta categoría permite el análisis reconocer que fue política del BCB el ataque a las 

personas que según el grupo pertenecían a la subversión o tenían vínculos con esta, 

miembros de la población civil. En cumplimiento de dicha política, las principales víctimas 

fueron presuntos familiares de miembros de la subversión y quienes simpatizaban con sus 

ideas. La violencia contra las mujeres surge acá como orientada a romper los supuestos 
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vínculos de éstas con combatientes guerrilleros y emitir a éstos mensajes desmoralizantes, 

a través del cuerpo de las mujeres. 

En el estudio de los eventos fue preciso concluir que para el BCB los eventos de violencia 

sexual se motivaron, más allá del placer sexual, por el objeto de castigar y humillar a la 

víctima como acto simbólico contra toda la comunidad (a quien se concibe como 

simpatizante del enemigo). Dado que el modus operandi desplegado para los casos de 

violencia sexual, en el BCB, se soportó en atribuirles a las víctimas algún tipo de vínculo 

con los grupos armados subversivos, la ocurrencia de tales eventos no puede ser leída 

como aleatoria o casual. 

Lo descrito corresponde a los patrones que permiten sostener que dentro de la ocurrencia 

de los eventos se puede hablar de un elemento sistemático. Se comprueba entonces la 

hipótesis con la que arranca el escrito, esto es, que los eventos de violencia sexual donde 

intervinieron los miembros del Bloque Central Bolívar (BCB) se caracterizaron por ser una 

práctica común y organizada, que persiguió unas finalidades concretas (someter la 

presunta base social del enemigo), elemento que, junto a los demás dispuestos en la 

jurisprudencia internacional, permite caracterizar estos eventos como crímenes de lesa 

humanidad.  

Del análisis expuesto se colige que, para el caso del BCB, los eventos de violencia sexual 

tuvieron un significado estratégico, al margen de que fuesen ordenados por la 

comandancia o se dieran como parte de un repertorio de conductas más desordenadas, 

como masacres o desplazamientos masivos, pues se ejecutaron como parte inherente de 

los repertorios de dominio desplegados sobre la población civil y de las políticas propuestas 

por los dirigentes del Bloque, que como ya se mencionaba, apuntaban a acabar con todo 

lo que fuese considerado diferente o contrario a la organización, o se relacionara con la 

subversión. Si bien la violencia sexual es una práctica que en el papel puede que no se 

promoviese, sí se toleraba, particularmente como medio de castigo y amedrentamiento a 

la presunta base social del enemigo. 

Desde una concepción práctica de los derechos humanos, el Estado colombiano, en 

recientes pronunciamientos (Ley 1719 de 2014, Auto 009 de 2015), muestra importantes 

avances en términos jurisprudenciales en la protección de los derechos de las víctimas de 

violencia sexual, reconociendo la gravedad de los eventos y el subregistro que hay frente 

al fenómeno.  
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En ese orden de ideas, es preciso recordar que Olásolo (2012) ha sostenido que parece 

ser un escenario remoto el que los eventos atribuibles a las estructuras paramilitares sean 

de interés de la CPI, no obstante, valga insistir en que, como lo sostiene Beitz (2009), es 

la comunidad internacional la instancia llamada a la garantía y por tanto, si se superara el 

test dispuesto para el conocimiento de la situación por parte de la Corte, resultaría 

imperativo acudir a tal instancia. 

Por lo expuesto, es necesario insistir en que cuando el operador judicial se encuentre con 

un caso de violencia sexual que ataña a la zona y en el tiempo de operaciones del BCB, 

analice con detalle el contexto en pro de permitir reconocer que tales eventos siguieron un 

patrón dentro del que seguramente cabrá el caso por analizar, esto es, que se conciba que 

tal evento puede ser caracterizado como crimen de lesa humanidad. De este modo, sí en 

el derecho interno se contienen tipos penales que describen a la situación al igual que una 

pena que sea razonable y proporcional a su ejecución, se deberá imputar y sancionar con 

base en la legislación nacional, no obstante, si a la luz del derecho internacional la 

conducta reviste carácter de crimen de lesa humanidad, dicha acepción debe 

desarrollarse, destacando las características de sistematicidad o generalidad. De cualquier 

forma lo importante es lograr que en la formulación de imputación se haga evidente la 

situación del contexto como marco en el que se cometieron los hechos. 

La invitación es a que el reconocimiento del fenómeno no se agote desde derecho en 

discusiones sobre el principio de legalidad y por el contrario se conciba como una acción 

con características propias de los delitos de lesa humanidad, lo que permite una 

concepción del mismo más garantista, así pues, se propone que la interpretación judicial 

sobre tales eventos considere la relevancia social y política de los mismos a través de los 

jueces que tengan a su cargo la sanción de tales conductas para el grupo y el período de 

tiempo ya enunciado. En cualquier caso es preciso reconocer que judicializar la violencia 

sexual como crimen de lesa humanidad demanda un mayor esfuerzo probatorio, dar lugar 

a la explicación de que se cometió como un patrón de violación a los derechos humanos 

durante un período concreto de tiempo, e identificar a los actores involucrados. 

Un fenómeno aflora en la recopilación académica elaborada: los miembros de grupos 

paramilitares, en las versiones libres del proceso de Justicia y Paz, al ser indagados 

respecto a los eventos de violencia sexual niegan que estos ocurriesen en áreas bajo su 

dominio o que sus hombres las cometieran como estrategia para posicionamiento 

territorial, paradójicamente no se presenta la misma negación en reconocer otro tipo de 
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eventos como homicidios, masacres y tortura, ni en el reconocimiento abierto de que 

ejercieron como autoridad en gran parte del territorio nacional durante cerca de diez años; 

quizá por lo mismo la jurisprudencia sea más rica en tanto a la imputación por estos 

hechos, pues se ha valido del reconocimiento por parte del postulado como de los recursos 

con que se cuenta para la investigación, recuérdese acá que muchas veces la denuncia 

en eventos de violencia sexual se ve limitada por la intimidación, la amenaza, desconfianza 

en las autoridades o la falta de información. 

Ya se señalaba en el texto que el conflicto armado suele reproducir estereotipos y formas 

de discriminación típicas de la sociedad, lo que en el caso de las mujeres ha significado 

que se potencialice la vulneración a sus derechos sexuales y reproductivos. Quedó claro 

que en el caso del BCB, y en todos los grupos dependientes de las AUC, los eventos de 

violencia sexual tuvieron por objeto castigar o generar terror no solo en las comunidades 

sino en las mujeres acusadas de colaborar con el enemigo.  

Por lo anterior, el alcance a los eventos acá descritos como crímenes de lesa humanidad 

debe ligarse propiamente al reconocimiento de los derechos humanos de la mujer como 

objeto de especial atención, tanto por sus niveles históricos de discriminación como porque 

circunstancias como el conflicto armado potencializan ciertas vulnerabilidades o 

fenómenos que les afectan, valga tan solo mencionar el fracaso que representa, y la 

impunidad consiguiente, perseguir penalmente los perpetradores de ataques sexuales.  

Ya lo pudo reconocer la Corte Constitucional en el documento anexo al Auto 009 de 2015, 

donde sostiene que la violencia sexual contra mujeres desplazadas es la expresión 

exacerbada de la discriminación y violencia de género que han padecido históricamente 

dentro del conglomerado social, donde lo femenino se percibe en inferioridad y donde la 

discriminación hacía la mujer se normaliza o tolera socialmente. De la superación de tal 

segregación en acciones concretas como el adecuado funcionamiento del aparato judicial 

dependen los grandes cambios en reducción de la impunidad y en reconocimiento a sus 

derechos que exigen las víctimas de los grupos paramilitares en el país. 

La propuesta de concebir los eventos de violencia sexual en el BCB como crímenes de 

lesa humanidad queda entonces planteada con sus respectivos efectos jurídicos (en razón 

a la apelación al Derecho Penal Internacional para la enunciación) y sociológicos (en razón 

al reconocimiento de los eventos de violencia sexual cometidos por tal organización como 

práctica distintiva y de particular gravedad contra las mujeres). Medidas particulares de 

protección deben derivarse de tal reconocimiento, lo anterior en tanto se facilite la denuncia 



110 Violencia sexual por parte del BCB 2000 – 2006 

 
 

de los eventos y se acompañe todo el proceso judicial, pues de qué otra cosa se habla 

cuando de la defensa frente a violaciones a los derechos humanos se trata sino es de la 

protección efectiva a las víctimas y del castigo a sus responsables. 
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